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PROLOGO 



PROLOGO 

Presento esta tesis profesional, en cumplimiento de lo dispuesto por el 

Reglamento General de Exámenes de la Universidad Nacional 

Autónoma de México y con el ánimo de obtener el grado de Lic~nciado 

en Derecho. 

El problema de la retrmctividad en el Derecho ha sido estudiado 

ampliamente desde la antigüedad. En la presente tesis no se pretende 

establecer una nueva fórmula o receta, lo que se intenta es Tl'alizar un 

trabajo intelectual que nos auxilie a reubicar dicho planeamiento en la 

realidad jurídica de nuestra tradición judicial. 

Es as[ que en un primer capítulo se propone dejar asentado el concepto 

de derecho vigente y dentro de este adjetivo (vigente), la formación del 

derecho legislado. 

En primer lugar partimos del concepto de derecho vigente como 

concepto fundamental donde se origina el problema de la retroactividad 

del derecho. Dado nuestro sistema jurídico nos enfocamos en el 

derecho legislado como expresión del derecho vigente. Siendo la ley y su 

aplicación el medio por el cual se expresa el problema de la 

retroactividad, es menester analizar el órgano que la produce y el 

procedimiento de formación. 



lPorqué profundizar en el procedimiento legislativo'! Si bien es cierto, el 

procedimiento legislativo puede ser estudiado desde diferentes 

perspectivas, verbigracia, desde una vis¡ón del Derecho Constitucional; 

en nuestro caso, se ha querido auxiliar de su estudio porque nos sirve de 

instrumento para explicar el momento en que una ley adquiere vigencia, 

ya que. esta úl~ima depende de que se hayan cumplido congruentemente 

los requisitos que establece el mandato constitucional. 

En un capitulo segundo analizamos diversas concepciones del ámbito de 

validez temporal de la ley, como prc.1mbulo al primer punto, en el cual 

se estudia los sistemas de iniciación de la ley. El segundo punto se 

refiere a las formas de cese de la vigencia normativa. En un tercer punto 

se trata de analizar cuál es el efecto de la iniciación de la vigencia de la 

ley, lo cual nos llevará a estudiar los fenómenos que se presentan en 

cuanto a la aplicación de ésta, y este marco nos servirá de referencia 

para comprender la aplicación retroactiva de una ley. 

Dentro de este mismo capitulo donde se acepta la aplicación fáctica de 

la retroactividad de la ley, se ha guardado un apartado especial al final 

de éste, en donde se incluyen juicios de valor que sustentan la 

irretroactividad de la misma. 

En el tercer capitulo se cita las diferentes teorías formuladas en la época 

moderna respecto de la retroactividad. El estudio del presente capítulo 

parte de la concepción liberal de los derechos adquiridos, que fue la 

doctrina imperante en Francia cuando se formuló el Código de 

Napoleón y que rnvo intluencia en nuestra tradición jurídica. 



Se parte de esta teoría no por motivos bibliográficos, sino que es una de 

las primeras que se formula en la época moderna y que atañe 

directamente al problema de la retroactividad. 

En segundo término citamos a autores que su pensamiento surgió en 

está misma época, sin embargo critican esta doctrina, así tenemos a 

Planiol y Ripert, Julien Bonnecase, Francesco Ferrara, Coviello, y la 

más destacada a nuestro parecer la teoría de Paul Roubier. 

En un tercer lugar hemos querido localizar la doctrina que se postula a 

favor del Derecho Público, que surge como una reacción a las teorías 

del Derecho Privado. Está doctrina es sustentada por varios autores 

entre ellos Sagviny. 

En último lugar alejado a estos juicios de valor realizados por 

dogmáticos del derecho, se ha querido ubicar el planteamiento de 

Kelsen con una perspectiva diferente. 

En el último capitulo hacemos un análisis de la solución que ofrece el 

derecho vigente al planteamiento de la retroactividad. 

Por tal motivo dicho capítulo comienza con la exposición histórica del 

artículo catorce constitucional. 

En este orden de ideas y de acuerdo con la jerarquía normativa nos 

remitiremos a las leyes secundarias. Esto se hace con el ánimo de 



mostrar la concordancia que existe entre la ley Suprema y las nom1as de 

carácter secundario. 

En este apartado trataremos de manera profunda la retroactividad de 

las leyes fiscales. 

Seguidamente se expondrá el criterio juris¡mulencial, donde se hace un 

seguimiento de la doctrina postulada por el más alto tribunal de México, 

así como del máximo tribunal en materia fiscal. 

En la parte final de este trabajo se advertirá la influencia que ha tenido 

la doctrina en el criterio de los jueces al establecer resoluciones y formar 

jurisprudencia. 

Está última parte es el punto medular de la presente tesis, porque busca 

ser la aportación de la presente investigación. 

No se ha querido construir una nueva tesis sobre la retroactividad, se 

considera que este trabajo puede realizarse a través de la experiencia 

doctrinal y práctica que es asequible al paso del tiempo, ya que sería 

pretencioso por nuestra parte querer formular una doctrina o una teoría 

sencillamente porque no se tiene los elementos necesarios para alcanzar 

dicho objetivo. 



CAPITULOl 

l. DERECHO VIGENTE 

El problema de la retroactividad de Ja ley tiene sus orígenes en el 

concepto de "Derecho vigente", éste ha sido tratado en forma amplia 

por los críticos y filósofos de Ja ciencia jurídica; al respecto García 

Maynez dice: "llamamos orden jurídico vigente al conjunto de normas 

imperativo-atributivas que en una cierta época y un país determinado 

la autoridad política declara obligatorias. El derecho vigente está 

integrado tanto por las reglas de origen consuetudinario que el poder 

público reconoce, como los preceptos que formula. En lo que toca al 

"derecho legislado, su vigencia se encuentra condicionada por la reunión 

de ciertos requisitos que la ley enumera. De acuerdo con nuestra 

constitución, por ejemplo, son preceptos jurídicos, y por ende, se 

consideran obligatorios, Jos aprobados por ambas Cámaras, sancionados 

por el Ejecutivo y publicados en el Diario Oficial, desde la fecha que el 

acto de la publicación o en otra norma se indique."1 

Sobre el mismo tema Tamayo y Salmorán2 señala que la expresión 

derecho vigente, depende fundamentalmente, de vigencia. Derecho en 

esta expresión alude a disposiciones legislativas o costumbres, aunque, 

generalmente a leyes y reglamentos; vigente de( latín ~. 

1 "U \igtnda es WJ atributo pur.uncn1c lotm.11, el gcilo que el blado Imprime a 1.u reglasjur1dias c:oru~tudinari.U. 

~o l'JW.:llÍ\'UWlcionad..uporfr, GARCIA MAYNF.7., F.duardo, fnJroducciAn al f:studU> dd lk:m:ho, Mbico, 

Pnmla, 1989, p.3R 
2 Di:::sdc Roma la o:praión i.c n:hidnw ron fclfln.U kgL\litriv;u o CtJ.<>IUIIlbl'l.";\ y alk1p1a un i.cmiJo rtcniro: ~11unJ princi11i 

placuil kci! hal>cl vlgomn ... • (' _ klquc cnkru el cmpcr.idor tiene Cucn:i tk lc:i· ... 1. TAMA\'0 Y SAL.MORAN, Rol.indo, 
Teorla Gminl/ dtl Dmcho, Mtx:ico.. Thcmis, 1m, p.ns 

1 



participio presente de vigere tener fuerza, vigor significa: actual que 

tiene fuer¿a, que domina o prepondera. Señalando que el derecho 

vigente es el derecho actualmente válido, que vale como derecho, que 

tiene fuerza obligatoria en el tiempo presente. Vigente aludiendo a su 

carácter de presente, se opone a derecho histórico, por lo tanto, es el 

derecho positivo actual de una determinada comunidad, es decir que 

una norma, una disposición o un tratado está vigente significa que no 

ha sid? derogado, que aún es derecho, e indica que de esta forma, 

tenemos que el derecho vigente es el derecho positivo actual, presente. 

II. DERECHO LEGISLADO, PODER LEGISLATIVO Y 

PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO 

Partiendo del sistema jurídico romano-germánico y a la importancia que 

en él tiene Ja ley como producto del poder legislativo, el derecho vigente 

en su expresión de derecho legislado es el que nos interesa para d 

presente trabajo, pues es en él donde surge el problema de la eficacia de 

las leyes en el tiempo, o también conocido como contlicto de leyes en el 

tiempo. 

Se establece así que el objetivo de nuestro estudio en el presente 

capítulo es analizar al derecho legislado vigente, para tal efecto este 

primer punto partirá de la explicación del Poder Legislativo y sus 

funciones de una manera somera, ya que este tema pertenece al estudio 

de otra materia. 

2 



Kelsen señala, que la función esencial de la Constitución, en el sentido 

material de la palabra, consiste en determinar la creación de normas 

jurídicas generales, esto es, en determinar a los órganos y el 

procedimiento de legislación, así como - hasta cierto grado - el 

contenido de las leyes futuras., 

La idea de poder legislativo se vincula con la idea de la división de 

poderes; teoría que surge en lucha contra el Estado absolutista•. Dicha 

teoría surge en el pensamiento de Locke y se perfecciona tal como hoy 

Ja conocemos con Montesquieu. 

Tradicjonalmente se ha considerado la principal función que realiza 

dicho poder el hacer las leyes, aunque en la actualidad algunos autores 

estiman que las funciones fundamentales del Congreso se traducen en· 

ser escenarios del debate político y que la parte más vulnerable de 

dicho poder es Ja función legisJativa.s 

Bien ubicado en Ja actualidad Ja actuación que representa Ja 

elaboración de las leyes por el Poder Legislativo, podemos profundizar 

sobre el análisis del procedimiento legislativo. 

3 KE!.SEN, Hans, Tcorla Ga:mJl dd I><m:hn_vdrl F.rt<Jdo, Mt:riro. To-tO!i lJni\·cn.iurin,,, lJNAM, 1%8, Jl316 

4 Hay que mencionar lin tmbargo que algunO\ au1ora scfu.11.an que induMvc en cl mismo fatado ahr.olulllra aistía un.1 

Jiitinción cii1re las Iuncionei juJici.:IJcs y de pvlicú, s.iemlo C".ll últmu la aJmmU.tr.4c16n tC"lol o.m cl fin Jcl bicu~W.r gcnt-ral Jd 

pueblo. GARRIDO f AU..A, fLTY13ndo, Trawd<1de1Ja«huAdm1t1llira1•ro, Panr Gmna/, vol 1, M:tdnd, &ludiu& de Dt.-rcrho 

y Admilliitrición, 198'2, p.38. 

S Diego Valadfs M:J\ala que actualmcnre ya no .e pl:rntca oimo probkm:t la rcl.1ci6n ai~tcntl.' l'nlrc el Poder Ejrcutiw y el 

Poder 1...q;i1blivo sino la (unción politit.l m~lll.l lid Poder Lc¡;ú.LllJVO, abor.i. d Poder l..cgUIJtivo ap.an:« wmu un órpno de 

control dcl rodee Legislativo. VALAfJES Diego, Lu rd1cioncs de cónlrol entre el L5gjsblivo y el Ejcculi110 en Máico Re.'irta 

McicnM dcEsruJjos ParloJ1nmuzrios, No. 1, primera tpoca, Vol. l, (tl(fO-abril de 1991, Mbiro, lnstnulodc lmu11g.:ictoll($ 

l.q.islativas,,pp.'!OZ,203. 
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El procedimiento legislativo se clasifica como una fuente formal del 

orden jurídico, fuente en tanto que es uno de los procesos de creación 

de las normas jurídicas, y formal por ser producto de la actividad estatal. 

Se observa que nuestra doctrina y jurisprudencia usa dos expresiones 

para designar al mismo objeto de estudio, que se refieren a 

procedimiento y P-roceso'. El procedimiento implica los- términos de 

medio, método, sucesión de operaciones para hacer una cosa, lo que ya 

nos da una primera aproximación al sentido instrumental y funcional del 

procedimiento. 

El procedimiento es una actividad múltiple; es decir una pluralidad de 

actos procesales encadenados . que se caracterizan por tener que 

realizarse en una secuencia temporal determinada y que no obstante su 

relativa autonomía se articulan en la correlación a un fin. 

Al respecto García Maynez señala que la idea de proceso implica la 

sucesión de momentos, nombrando a la creación legislativa como 

"proceso por el cual uno o varios, órganos del Estado formulan y 

promulgan detenninadas reglas jurídicas de observancia general, a las 

que se les du el nombre específico de leyes''.1 

6 En c!rcto, la. Suprcnu Conc dcJU5lkfa de la Nadón no tw:c ~fü11nción01lgun.J entre dich~ 1tmun0:1, par un lAdo mcncicma 

b palabra proceso y por ol:ro la de prr.o."dimicnlo p.i.t3 los mi!.mos órpn06 ~1!1udon11.lcs y (lllrll lu miuna' funcionc:i en b 

CI'Clción de bS k)"CS. ~din: que "Ni cl rongresa de la unión ni el presidente de la fü:¡Xi1'lica, en el cjcnicio ik la (unoón que a 

coui3. unodcdlns compete en tlproct.wdc lorm:ición de W IC}'c:!>~.-.Amparu1..-n rrvb16n 35-1615~Jor.t Men:i ~r. S de 

didcmbredc 197-1, Unanimidad de 18votos, Stpliml tpoca. \'(ll. 4, primct.11 ~rtc, p 58. Poro1ru bdomcnaona quc"SI bien es 

ciCf1oqueen dproco!imicwi de formaci6n de Ll ley intervienen diwtl06 órg.amllli comtitucion.1ks,romos.on el Lc~is.bttvO que 
bcxpidcycl EjecutM1quc U promulga y ordena !U publiC3C16n_.~, Amp;irncn revisión fl731/68 Lechera GuJd.aLljara. SA,6 

de UU)'Odc 1?5, Un.inimidad de 19wtor., ~ptiaLl tpoca, vol, 38, primera pane, p. i1. 

7 GARClA.MA YNEZ., EDUARDO, Jn:rodi.r~ci&I at f:Jrudw dd lkruho, op. ni. p.52 



En general un conjunto de actos que preceden, preparan y conducen a 

un resultado, es lo que constituye un procedimiento, ya sea legislativo, 

administrativo o judicial, la diferencia estriba entre estos tres tipos de 

procedimientos, en que, en el procedimiento legislativo por el carácter 

abstracto, general e impersonal del resultado (la ley), no se exige la 

intervención de los particulares de una manera directa, aunque por su 

naturaleza intrínseca una de las funciones del poder legislativo es la 

representación popular, como se mencionó anteriormente. En cambio 

los procedimientos judicial y administrativo si requieren de una 

intervención y colaboración de los particulares, cuyos derechos pueden 

resultar afectados por una sentencia judicial o un acto administrativo. 

Aunque en materia administrativa se puede dar el caso en que no sea 

necesaria la intervención de éstos por ser procedimientos de carácter 

técnico. 

De las consideraciones anteriores se puede concluir que el proceso de 

creación de leyes es un conjunto de fases de trabajo desarrolladas por el 

Poder Legislativo de carácter formal cuyo fundamento se encuentra en 

la Constitución. Este carácter constitucional del procedimiento 

detemiina que de no cumplirse los requisitos necesarios para la creación 

de leyes nos encontramos frente a una ley inconstitucional, ya que ha 

nacido en contra de lo que dispone el mandato constitucional, por tal 

motivo si esa ley llegara a aplicarse por la autoridad, dicha aplicación 

violará garantías individuales, por lo que tal ley puede ser impugnada. 

El derecho legislado siempre debe cumplir con el principio de legalidad 

o legitimidad a que hace referencia Kelsen, es decir, "el p1incipio por 

5 



virtud del cual las normas jurídicas sólo son válidns si han sido creadas 

conforme a la Constitución y no han sido ulteriormente abrogadas, 

según un procedimiento conforme a la Constitución"•. 

En otras palabras, la determinación de un procedimiento en los textos 

legales al que tienen que ajustar su actuación los entes públicos y sus 

órganos en el cumplimiento de su función específica supone un principio 

de sujeción de la actividad estatal a ley propia del Estado de Derecho•. 

Este principio no es otro más que el de legalidad•• o de limitación 

jurídica de la acción gubernamental que se puede formular así: i) Todo 

acto jurídico supone una norma que confiere facultades correlativas de 

obligaciones, todo poder o facultad requiere necesariamente de 

fundamentación jurídica. ii) La legalidad debe controlar los actos de los 

funcionarios. 

El principio de legalidad se puede entender desde un punto de vista 

material, es decir, que la norma en la que se funde una decisión del 

gobernante debe ser norma de carácter abstracto e impersonal; y puede 

entenderse desde un punto de vista formal, es decir que la norma aparte 

de ser ley en su sentido material, sea expedida por el órgano facultado 

para expedir leyes. 

S~ln ordenjurld:ioo CS\".ilido cu.anOO !.U-\ normu son lTc.ld.u confonne a la primera roMtituci<>n, l:U)'00tr:ktn nonn311VCt csl~ 
fu.'lÚldo Aclilprc en b norma fun&mcntal". KELSE.N, 1bns Ttort.J l'Wa dd lltuclu.1, Mtrlco, PurrtU, 1991, p. 143. 

9 GJ\RClAMARTlNE7~ A.\unci6n,Elpru:cdimimlók!Úlarim, Co..,~1 ik los nip111ad11'J, M:tdritl, Cr.illS, l!ISl. p.tOys1&'
lO\!slc prindpioe. fund1mc11taly cngk•N a otros LlDIOl, como e\ de impcriudcl dcnx:ho,csdedtcl mismo üudo de 
dacdto; el ¡irinci¡iiudcoo1111ituclona.lidld;cl pttnot"'lode lega.lid~J !.Id ptt11:edtDllento (due Pmc.eMof taw),C"nmicodu Vy 
XJV !.le Lt Úllblitucióndclos E.\tados \!nido!. de Amálc.1 
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En nuestro sistema jurídico el principío de legalidad sólo tiene una 

aparente excepcíón: la facultad discrecional, es aparente porque de 

todas formas está bajo el principio de legalidad". 

7 

Sino existiese el principio de legalidad, es decir, si la actividad del 

Estado, resolviendo casos individuales, no estuviese sujeta a normas 

generales, estaríamos en la definición del despotismo, o bien en un 

Estado de privilegios. 

El principio de legalidad es tan importante que se ha dichos que "Jo 

fundamentalmente nuevo del fatado constitucional frente al mundo del 

autoritarismo es la fuel"la vinculante bilateral de la norma, esto es, la 

vinculación a la vez de las autoridades y de los ciudadanos, en 

contraposición a toda forma de fatado de privilegios. La Constitución· 

jurfdic~ transforma el poder desnudo en legítimo poder jurídico. El gran 

lema de la lucha por el fatado constitucional ha sido la exigencia de que 

el (arbitrio) governmcnt by men debe disolverse en un Gurídico) 

govcrnment by l¡1w§"'i. 

¿porqué el gobernante tiene que obedecer a la ley? la dogmático 

constitucional sostiene que la "razón" que sustenta a esa norma como 

para tener fuerza suficiente para vincular a gobernantes y gobernados 

(es decir para que una vez establecida esa norma todos la obedezcan) es 

que dicha nonna es "fundamental". 

U F'RAOA; \rabina./Jav:lwAdm.illi,,t11Uiw:1, Mbiro, i'omla, lWJ, pp.9!Ho.t. 
12 OE \'UVA GARCIA, P1.--tln1, Oc 1., n>n,titur:i611 Y J\l JefenM· a!gl!~M [itrUlt.lrid;i.dn dd onkn.·uriitn!t) rnn\tituril\li1tl 

~ J..a Ccmm'ludtn y m lkfm.ia, M6ko, \JNAM1 IU(, 1984, r. :!14. 



Aunque desde hace mucho tiempo el discurso de las normas 

fundamentales ha estado presente en el mundo, había un 

e11mariaramie1110 teórico en el orden conceptual. Por doquier se hablaba 

de leyes fundamentales, pero que no sabían ni qué eran, ni en qué 

consistían. A veces la ley fundamental se le hada coincidir con la ley 

divina, otrns con la tradición medieval de law of the land. De ahí que 

Hobbes dijera en el Lcviatan " ... pero nunca pude comprender, en 

ningún autor, qué se entiende por ley fundamental...""· Es hasta la 

aparición de las constituciones modernas cuando el concepto de ley 

fundamental comienza a adquirir cierta "objetividad" al identificarse con 

la noción de Constitución. 

Las constituciones modernas postularon principios que fueron 

considerados inamovibles, por ello no fue difícil atribuirles la 

característica de fundamentales. Dicha tesis, (la del "derecho 

fundamental") es el principio de la dogmática constitucional que asegura 

al sistema jurídico su inviolabilidad. Este principio incluido en el 

esquema del estado constitucional (estado de derecho) hace surgir otros 

tres: 

- El primero, que al derecho fundamental se le identifica con la 

Constitución. 

- El segundo principio que surge de la idea de derecho fundamental es 

que tal derecho es fundamento (fuente), en cuanto que de él dimana 

todo el restante derecho. 

13 HOBHES, ·fbomu,f.afotm1 oL; Tr.aai11, fvmhlypodadt wi.1rqy¡JNi.:a((ksiJ.f/l(ilyá.1/. Mb.ioo, FCE, 1990, P- 236. 
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- El tercero es el principio de supremacía Constituciona11•, es decir, el 

derecho fundamental prevalece o priva sobre el resto del derecho. Esta 

tesis representa, como lo hizo ver Hans Kelsen, Ja unidad del sistema 

normativots (en este sentido es un supuesto que da consistencia al 

modelo) y constituye para Jos hombres el puntal de la seguridad jurídica, 

ya que éstos saben que ninguna ley o acto restringirán sus derechos 

previstos en la Constitución y si tal cosa sucede habrá forma de reparar 

el acto cometido por la arbitrariedad. 

9 

Al analizar este principio la teoría no se contentó con enunciar que el 

derecho fundamental priva sobre el no fundamental, sino que. se 

preguntó: lporqué priva uno sobre otro? lporqué un derecho es mejor 

al otro?. Así se distinguió entre supremacía material y supremacía. 

formal••. 

Es material en cuanto que la norma fundamental, la Constitución, es el 

estatuto primordial (por su contenido) que determina toda Ja actividad 

jurídica. El principio de supremacía material da nacimiento al principio 

de legalidad, ya que el derecho constitucional al ser regla de 

competencia sugiere que es superior a Jos individuos investidos por 

dichas .competencias 17• 

15 KE.L.5EN, 11.ara, ·r rorl.a IUnJ Jtl /kTt1:llo, op. w. pp. ~01 ·~. 
16 F.n la prktiC3 cuando 5C dúlinguc un.:i normJ ronsli!Ucit,n.'11 no!.<' alltn<k lnnlo 11 In que runlil:nc (•uprcm:u .. 1.!t WAlctUI) •ino 
.a la fortnJ en wmc ~ daboró; C!IO es,,¡~ ~tisfictc1on k6 m¡ui\1tns del ¡m11.'n1imicnlo k¡;~111tivo. N . .\..llANJO MESA. 
Vbdimiro, T(órl.J Constin.ciMalt /rt.mn.d•J11a Polt.i.:<lf, Hogot.1, Temii, 19?1. r¡1. )Z:.J3S. 

17 BURDL!AU. lico1ses. f>r.;uC011.uiluti111111d r1 lru1itu/il111.1 P11liti4~n. Puü, Li1'n.itc Gfotralc de Droit et Jurupruden~. 

195'1,pp.M-'i?. 



La supremacía formal (principio de rigidez constitucional) deriva de Ja 

idea de Constituciones rígidas, del hecho de que para modificar una 

norma constitucional se necesita la intervención de órganos y 

procedimientos especiales (de ahí también Ja distinción entre poder 

constituyente y poder constituido)". 

Por lo que se ha dicho del procedimiento legislativo se puede concluir, 

de conformidad con Gabino Fraga, que el cumplimiento con las distintas 

fases establecidas en la constitución para la creación de leyes, es decir 

las formalidades a que está sujeto el acto legislativo, le otorga la 

autoridad formal a la ley, al ser este principio el único que puede dar el 

criterio necesario para resolver algunos conflictos que lleguen a 

suscitarse con motivo de la vigencia de una legislación determinada. El 

procedimiento es el que le otorga la autoridad formal a las leyes, por lo 

tanto puede afirmarse que el principio de la autoridad formal de la ley 

sólo se refiere a los actos que el Poder Legislativo realiza dentro de la 

esfera de su competencia. Por lo tanto podemos considerarlo como una 

garantía de seguridad jurídica, es decir que se tiene que adecuar la 

actividad del órgano ya sea legislativo o ejecutivo con los requisitos o 

fases que establece el procedimiento, para que se pueda otorgar la 

validez a la ley como producto de este proceso. 

Por razón del principio indicado, la ley, respecto de la cual se han 

satisfecho todos los requisitos indispensables para su formación, 

18 Hay que Jl.'llinguir Lu constiluaona ocnw de W rf~d.u. ruo aunque en su lll.lyorf.1 coinmlen no son lo ID.1$nlO, ya que 
uiu corutituaón cscrit.l puro e s.er naiblc s.implcmentc ron qi1c el kg1.d..idorordiruno lcnp facult.'\lks ['311'1 rcform.ul.1. cfr. 
~RYCE.J1mcs. Comri::ickvJa Fktihle.fy C:on.ma>i:~ RJ..i:!J.v, Madrid, liutituhl dt': FstuJio!i Polltkus, 1952. 
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adquiere desde el momento de su promulgación y publicación por el 

Ejecutivo el carácter de un acto legislativo formal que no puede ser 

derogado ni modificado sino por otro acto que tenga el mismo carácter, 

y esto a pesar de que la primera ley señale o tenga, por aplicación de 

principios generales (artículo 3 del Código Civil), una fecha posterior de 

vigencia ... La ley adquiere también desde el mismo momento de la 

promulgación el carácter de autenticidad y cjerntoricdad. 

IIl. FASES DEL PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO 

En el fundamento constitucional del procedimiento legislativo mexicano 

se distinguen tres niveles: el primero establece un procedimiento 

especial para reformar nuestra Carla Magna, previsto en el artículo 135; 

aquí puede pensarse que aunque existe un poder que hace tal cambio; 

éste no es el poder legislativo común, ya que el órgano encargado de tal 

función se constituye por el Congreso de la Unión y por las legislaturas 

de los estados, lo que Tena Ramfrez llama el "constituyente 

pcrmanente"w. 

El segundo nivel lo encontramos en la elaboración de leyes con carácter 

Federal que emana del Poder Legislativo Federal, depositado en un 

Congreso General compuesto de dns Cámaras, una de Diputados y Ja 

otra Je Senadores su fundamento lo encontramos en los artículos 71 y 

72 constitucionales; sin embargo, en el artículo 49 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, se establece la posibilidad de 

19 FRAOA (ia.bino. lkrrchoAdriinútrJ(wo, op. dr. pp.41-32. 
ZOTENA k.AMllU::Z. fclif~:.fun.:lwc11/'lJ1¡¡'.1.:11l/wJ Mc:ricarw, M6.kn, Pomh, l'ki9, pp. -15 6-t 
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que el titular del Poder Ejecutivo sea investido de la facultad de dictar 

leyes, en los supuestos de excepción que autoriza el artículo 29 y en lo 

relativo a impuesto al comercio exterior, en los términos del artículo 131 

del mismo ordenamiento. 

Y el tercer nivel lo encontramos en los artículos 116, 117, 118 artículos, 

que preven creación de leyes a nivel estatal. 

El establecimiento de leyes fiscales puede darse en nuestro país por dos 

vías: mediante el procedimiento señalado para la formación de las leyes 

en el Poder Legislativo, y por la determinación del titular del Poder 

Ejecutivo en uso de la facultad de legislar delegada por el Congreso de 

la Unión, en los casos previsto en los artículos 29 y 131 

constitucionales.21 

12 

De acuerdo con la base constitucional del Estado mexicano el 

procedimiento legislativo ordinario está integrado por las siguientes 

fases: 

1. Iniciativa; 

2. Discusión; 

3. Aprobación; 

4. Sanción; 

5. Promulgación; 

6. Refrendo; 

7. Publicación, y 

8. Comienzo de la vigencia. 

21 CARDEN.AS ELIZONOO, Fr.mciw:o, JnmkhJuión al 1-:stu.di.add l'laWsa FIJ(a/, M&lcn, l'orrdll, 1992. p. 75. 



A. INICIATIVA 

Es la fase con la que se inicia el procedimiento de elaboración de las 

leyes, puede definirse como el acto por virtud del cual algunos órganos 

Estatales proponen al legislativo un texto normativo para que sea 

considerado y aceptado éste como ley. El efecto de esta fase es poner en 

marcha el proceso de producción estatal de las leyes. 

Algunos autores consideran a esta etapa como presupuesto de hecho de 

la ley en el acto legislativo. 

El Derecho positivo establece que la facultad para iniciar leyes la ejerce 

el Presidente de la República, los Diputados y Senadores al congreso de 

la Unión y las legislaturas de los Estadoszz. En algún tiempo se le otorgó 

la facultad de iniciativa al poder judicial, situación muy criticable pues al 

ser el poder judicial el encargado de aplicar las leyes al dirimir 

controversias, su deber es aplicar la ley sin cuestionarla, darle la facultad 

de iniciar leyes podría convertirlo en un poder despótico al tornarse juez 

y parte al mismo tiempo. 

Una sección de la doctrina señala que el poder judicial sería el más 

idóneo técnicamente para formular los proyectos de ley, porque conoce 

los inconvenientes prácticos de las leyes y los remedios que ncccsitant1; 

:U .\rtlculo 7l de ll Con~tiluc1~·n Pl>l!tic.::a de IC4 E.!tJdc:6 Unidos Mo.iranos. 
2..l MONTIEL Y DUARTE l~ldro, 1rm.:Jdodr/aJ LJ:oe$ y ruApli.:üáó11, México, J~ ~Urta SanJO">':ll 1mpraor. lt-'77, p. 88. 
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pero que no tiene dicha facultad por considerar que debe cumplirse la 

separación entre la función del juez, que es intérprete de la ley y la del 

legislador, en la cual tiene cierta influencia el punto de vista del autor de 

la iniciativa". 

García Martínez distingue entre iniciativa legislativa externa e iniciativa 

legislativa interna, esta distinción se hace en razón del órgano estatal 

que propuso Ja iniciativa, delimitando consecuentemente la materia 

sobre la que debería centrarse la actividad procedimental. La iniciativa 

legislativa interna es la que proviene del mismo legislativo; la iniciativa 

legislativa externa, es la iniciativa gubernamental, que es comunmente 

reconocida por todas las constituciones, tiene su fundamento en Ja 

función de que el Gobierno desempeña en cuanto que a él corresponde 

la dirección política del país, por lo que está en mejores condiciones que 

los otros órganos de Estado para apreciar las necesidades políticas del 

país y ~as medidas legislativas prioritarias. 

La doctrina justifica la facultad que tiene el Presidente de la República 

para iniciar las leyes, fundándose en que el Ejecutivo Federal tiene un 

amplio conocimiento de las necesidades públicas. Sin embargo por 

nuestra parte se considera que esta facultad se extralimita en la práctica, 

ya que son los únicos proyectos de ley que prosperan y son tomados en 

cuenta; siendo esta una característica de nuestro presidencialismo. 

24 DEL TORO CALE.RO, LUIS,1.krtdwLr¡;Wari1"0."'fcricamJ,\..tmara de J)lputadm, XVVJI. LcguL:iU!ra lid Cun¡;n:sodc la 
Unión, Primer nficit'in, Mt.rico, 1973, p.185. 

14 



García Martínez señala que la iniciativa proveniente del mismo órgano 

legislativo puede recaer sobre cualquier materia, aunque prácticamente 

se le reserva la ntateria tributaria a este órgano en casi todas las 

legislaciones. En el sistema legislativo mexicano esta reserva se 

considera en distinta fornta, ya que la iniciativa de ley en el caso de las 

leyes de ingresos y Presupuesto de egresos deben provenir del 

Ejecutivo, zs; en tanto que la discusión y aprobación deberá realizarse 

primero ante la Cámara de Diputados'"· 

Vallarta estimó que el vocablo iniciar, no era exclusivo para la Cámum 

de Diputados, sino que significaba que toda ley impositiva no podría 

sino iniciarse en su discusión en la Cámara de Diputados, pero que la 

facultad de proposición la tenía también el Presidente de la República, 

Rabasa sostenía por su lado que únicamente la C.ímara de Diputados 

puede iniciar leyes impositivas21. 

Algunos autores distinguen entre la fase de la iniciativa y la discusión 

otra etapa del proceso, la cual la llaman "dictamen". Este es el acto por 

virtud del cm1I una proposición o iniciativa de ley se turna a la comisión 

o comisiones correspondientes para emitan un juicio correspondiente al 

respecto; es requisito indispensable que se dictamine la iniciativa para 

que se pueda turnar a su discusión, por lo que lo que realmente se 

2S(rdomu publioltla en d Diario OflWJ dcl.3 Ft-dcraci6o ti dll 6 dcdiaembrc ée 1977) 
::6 Anl(U}o 72 cotnlitucional inciso f J; "U !on:i.;icjón de Lu ll)~ o decretos puede romcn.t.ar irnfütmt;tmcntc- cn malquiun de 
W OOs Chtwas, con unpdón de J05 proytdOi que nn.arrn \Ohrr irn1prkU1os. conlribudonr.s o lmpunlo!¡,, o mbrc 
rcduum.ienlo de lrop.u, 1odt .. koo. ~ dorbt-rin dbcu1lrSt rn la Cám•n & nlputadv$. Coru.titm1611 l'l>lílica de l<G fallidos. 

Unidos Mc:ricln~. Máico, 1990, p.76• 
'l7 cilltJos por DEL TORO C..\LE.RO, Da-«hó /~,'arñuMtxi(a.'I0,1'['- át., p.IR.~ 
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discute y vota por cada una de las Cámaras no es propiamente la 

iniciativa sino el dictamen que la iniciativa motiva.:. 

B. DJSCUSION 

Arturo Gonzálcz Casio al describir esta etapa dice: "Es el uso de la 

palabra de cada uno de los oradores participantes en el debate, siendo 

de media hora cada intervención, sin distinción de miembros 

mayoritarios o de las minorías, una vez expresado el tema a debatir se 

abre la discusión, fom1ulación <le preguntas, repreguntas, 

interpelaciones a los miembros del gabinete o secretarios del despacho 

para lograr mayor información técnica''.29 

Así el artículo 72 de nuestra Constitución establece: "Todo proyecto de 

ley o decreto, cuya resolución no sea exclusiva de alguna de las 

C1maras, se discutirá sucesivamente en ambas, observándose el 

Reglamente de Debates sobre la forma, intervalos y modo de proceder 

en las discusiones y votaciones. 

I) las iniciativas de leyes o decretos se discutirán preferentemente en la 

Cámara en que se presente, a menos que transcurra un mes desde que 

se pasen a la Comisión dictaminadora sin que ésta rinda dictamen, pues 

2:zl ~fo&.. Ocboo Clmpo$ uulica que .. por medio Jcl pr«ed1micnto 1!d 1.hctlmcn. t"13 m\natw11 \C l.'Olt~icr1c cu un.1 

propor.ici61tdd lc-gl.slltf\\1, ~ dn:ir 1k atl !orm.1 d lcgi'l~..!or .uunic m:mprc \J (UnLil\O p1 ind¡"'1 &: b !ormad6n de la ky, 

inde~d.ientcmcntc de que ptU\~ng.:1. Ll inic1atr.-a de lU .-.tnu o fuera Je ti. por eU.1, d tlKllmcn ~i¡:nWCi'I q11c en toJo OL\O el 
leJl!bdot leg:sla. fJ 1fü.1amcn es d 3clo de mrorp:•nHiún 1k la miciJlr.."3 a la forni.1d,~11 Je la ky. en el s.eoo de\;\.\ CinJJtnu 
Lcgisllli .. ;u o dicho en otras ~t-r.u. es. el actn pnr d cual una imri.luva M" tO!Mctlc en unJ. aui~ntia prop:;i6ición lcgi.\lat1~1t. 

Es por ello. p;me 0t.-ntUtl t.lc la tl3r3 wnf;gunantc lid prur:no leg.i1!ati'.x) OC! !OA r AMros, Mo1~. L3171ctrti1.1ci(\n Jd 

Jkrecho lgid.;ui-.n, Imcr,I,) L~'Uf..imo Maic.J110, M~lxiro. C~m.ul 1\c D1putMk~. XLVlll, Jt!73, p.162. 

'Z9 GONLAI.FZCOSIO, AR1UH.O, n1~cm~. fkmhvLei,ulu1im .\fnkww,op. m. p20. 
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en tal caso el mismo proyecto de ley o decreto puede presentarse y 

discutirse en la otra cámara".30 

Dado que tenemos un legislativo bicameral, la discusión se tiene que 

efectuar en ambas Cámaras, esto no significa que sea de forma 

concurrente, primero se discute en alguna de ellas, situación por la cual 

se le denomina Cámara de origen, luego que se apruebe el proyecto en 

la misma, se turna a la Cámara reiúora y esta a su vez discute dicho 

proyecto. 

La existencia de dos cámaras da oportunidad para que una de ellas 

analice lo que aprueba la otra, de tal manera que la abundancia de la 

discusión contribuya al esclarecimiento de criterios y madurez de juicio 

sobre todo si cada una de las Cámaras obedece a diferentes conceptos. 

La revisión es un procedimiento establecido para enriquecer un 

proyecto de ley con el nuevo estudio del mismo, aplicando los criterios 

privativos de cada una de las Cámaras, que pueden devenir en 

aceptación, rechazo parcial o total en modificación o adición de los 

rcvisado.11 

17 

La discusión no siempre finaliza con la aprobación del proyecto, puede 

darse el caso de que sea rechazado, desechado o adicionado todo o en 

parte. La forma de cómo ha de seguirse la discusión se establece en los 

incisos A, D, E y G del artículo 72 constitucional. 

30 Con.-.tituci6rt P~il!liC'I Je!~ fau.Jto Unitl!w. Mo:ir:.1110.\, lQ?O. 

31 SAIA<i AR."JENDARl7~ 1 ~" RC'l:is.ió!'l, Dmrho l ..r¡:Ulatil'O .\fm'rilnll, op. cit. pAV 



C. APROBACION 

Es el acto por el cual las Cámaras aceptan total o parcialmente un 

proyecto de ley adoptado por el dictamen de las Comisiones. Una vez 

concluida esta etapa pasa al Ejecutivo copia del expediente para que 

manifieste su opinión o exprese que no usa de esa facultad; si la opinión 

del Ejecutivo es de conformidad, se puede desde luego publicar. 

La aprobación puede ser total o parcial, con las adiciones y reformas 

que se hubiesen aceptado, pues para que exista aprobación del proyecto 

de ley es necesario que ambas Cámaras expresen su aceptación en 

relación a un solo e idéntico texto legislativo, por ello, cuando la cámara 

revisora (Senadores) formula modificaciones o adiciones al proyecto de 

ley aprobado por la cámara de Diputados, el texto de las modificaciones 

o adiciones deberá ser remitido a la Cámara de origen para que las 

discutan, y en su caso, las aprueben.,, 

García Martínez" apoyándose en la tesis de Galeotti entre otrosJ.1, 

señala.que el Parlamento representa la comunidad política, en quién 

reside la soberanía, en este sentido la función legislativa está 

32 CARDF.Nl\.o,;, 1:.1 JZONDO, Fr.1nÜ1.C1J, lnrmduccJ6n al l::St11diodd lkn:ch11 fücal, 0(1, cit. p.77. 

33 GARCIA MARTINF.7 .. Mur.ción, El pmuJimimro ILgilf<Jtil'(J, op. cil !Jp.186 ~· ~igs. 
34 ~Conln!. c:s.b lo.is h11y uru "'-'riC de 3Utoro. que wruldcr:m que/a JUJKÜ/fl,prurrwlgadlm yp11blicación d( fiJ lty, o al¡;un:i <le 

ellas,~ intcg.rnn en 1.1 (~ Ullllilitufr•':\ O tic pn'fcrdón de b ley dllmantlo que, Cll ddinj¡¡\·a, fa ley no ahtc h3U3 que IC 

produce alp;unoo lodos olfll actin., tuw.i1.knd05 en a!JUllOió Ca.sú$ rowu11Jundfin p.1r p.lnC lid Ü!3dodc taot>ra del 

Pari:uncnlo, en cnanio (irg~nn suyo, o bien como rcsultanfe del 11ctn complejo (mejor tl1ÓJW06 bilateral) que es La ley en el lJUC 

intm"Clldrían, ncca.ari.lm~·n1c, junto al órgano legisLitivo olm p:11.kr dd fa.lado, en OllC c:uo normalmente el Jdc del tni,mo ... 

En el fomlo de muchas de C!ta.s te:; is .mb)'Oct ¡., conctpción ¡ivJiti1iJtu ktfri(JM dt coiuidaiJT al EI1ildo cmw alnka fumtr 

nomwti1'1l dt la lry coa lo que bta no tendría a ~r ¡lj:rfcda má' que en el lllomcn111 en que d fa lado, no el 6q;1110 !ciULllivo 

cspecificamcntc, huhicsc romplc:uJo 11.'rloi. IU'I n."1.juU1tU1 p.1f3 que JJ nonn:i lt<pl ~ im¡~inga lmpi.T:itivamcnlc como crc;ición 

suya.~ J'..s1c5critt"rio,¡ M: 11¡!0)~m en IU'> lrJhJ¡ct. de GaJeoui. lfocanni d1 Huffa, H11\laJorc l'allicri yen Mortatl, citado' por 

GAHCIA W.ARTINE2. A.~unri6n,Clprrxtdmuaita l.tg\Jfalirn, llildrin p \Rtiy r.. 
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monopolizada por éste; esto quiere decir que el acto legislalivo del 

Parlamento es el único capaz de perfeccionar la ley, lo que supone que 

la aprobación por parte del Parlamento de un texto normativo le da la 

existencia como ley desde ese momento, es decir, tiene relevancia 

jurídica, existe para todo el mundo del Derecho. Llega a la conclusión 

que esta etapa determina el final del procedimiento legislativo al haber 

cumplido su objetivo y que todos actos que, respecto a esa ley que ya 

existe, puedan producirse a continuación no pertenecen ya al 

procedimiento legislativo que, de hecho, ha caducado. 

Señalando que las figuras de la sanción, promulgación y publicación son 

condición para la eficacia de la ley, no para su existencia. 

D. SANCION, PROMULGACION Y PUBL!CACION 

Respecto a las etapas de sanción, promulgación y publicación la 

doctrina se ha divido, señalando por una parte que son actos que en la 

formación de la ley se confunden y no hay porque distinguirlas. 

Verbigracia Trinidad García" sostiene su argumento de la siguiente 

manera: "La publicación es, en términos comunes, la publicación formal 

de la ley. De esta definición se infiere que no hay lugar a distinguir 

gramaticalmente entre la promulgación y la publicación. Las dos 

palabras tienen el mismo significado cuando a la ley se refieren, y así lo 

demuestra el empleo que se les ha dado y se les da en el lenguaje 

corriente y en el jurídico; la Constitución y los Códigos de 70 y 84 

'..\5 GARCLA TRINIDAD,Apu:imde Jn:ru®cd/in ll/ l.0sD.u!m drlJJmcho, Mé.1.iw. ronfu, t1m1, pp.~1·~7. 
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empican indistintamente los dos términos para expresar la misma idea 

(arts. 70, 72 a y 89 fracc. l de aquélla y 2 a 4 de éstos). 

Distinguiendo de esta forma que la promulgación de la ley encierra dos 

actos distintos: por el primero, el Ejecutivo interpone su autoridad para 

que la ley aprobada debidamente se tenga por disposición obligatoria; 

por el segundo, la da a conocer a quienes deben cumplirla. El primer 

acto implica naturalmente que la ley ha sido aprobada por el Ejecutivo o 

que, objetada por él, ha sido ratificada por las Cámaras." Sin embargo el 

mismo autor hace a su vez una diferencinción entre Ja sanción, la 

promulgación y la publicación, fundamentando ésta en los fines que 

persigue cada una de esas etapas y en la intervención del Ejecutivo para 

llevarlas a cabo, señalándose: "a) sanción, para la aprobación de la ley 

por el Ejecutivo: b} promulgación, para el reconocimiento formal por 

éste de que la ley ha sido aprobada conforme a derecho y debe ser 

obedecida; c) publicación, para el efecto de hacer posible el 

conocimiento de la ley, por los medios establecidos para ello." 

En un estudio constitucional que realizara Isidro Montiel se advirtió la 

diferencia entre nuestras anteriores Constituciones y el sistema actual, 

señala: "encontramos la Constitución de 1812, que estableció que al 

Poder Ejecutivo compete la facultad de sancionar y promulgar las leyes; 

y esto hace necesario recordar desde luego, que hay diferencia muy 

sustancial entre la sanción, la promulgación y la publicación de las leyes, 

pues la primera consiste en la conformidad del Poder Ejecutivo con la 

ley enviada a él por el legislativo; la segunda, en el acto legal que 

practica el Poder ejecutivo revistiendo la ley de todas las formalidades 
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constitucionales para que declarada auténtica, pueda procederse a su 

publicación; y por último esta consiste en el hecho de dar conocimiento 

á (sic) los ciudadanos de la ley sancionada y promulgada por el Poder 

Ejecutivo. De manera que una ley queda sancionada desde el momento 

en que el Poder_ Ejecutivo firma y manda publicar la ley con la debida y 

formal autorización del secretario de Estado á (sic) cuyo departamento 

corresponda la materia de que se trata la misma ley; mientras que la 

publicación se reitera sucesivamente en diferentes lugares Constitución 

de 1812(art. l54, 156y171)". 

L.'l Constitución de 1824 hablando de la formación de las leyes, dice: 

"que los proyectos de ley o decreto que eh la segunda revisión fueron 

aprobados por los dos tercios de la Cámara de su origen, y no. 

desechados por las 2/3 partes de los miembros de la revisora, pasarán al 

presidente para que los firme y circule art. 59". 

En la Constitución de 57 se establece que al Presidente corresponde 

promulgar y ejecutar las leyes que expida el Congreso de la Unión, 

proveyendo en la esfera administrativa á su exacta observancia art. 70 y 

85. 

En el sistema adoptado por nuestra Constitución, la sanción de una ley 

viene a confundirse con su promulgación; y no puede decirse 

sancionada una ley, por el hecho de manifestar el Ejecutivo una opinión 

confomte a la primera votación del legislativo, pues hecha esta no hay 

ley todavía; el artículo 70, lo mismo que el 85 de la constitución, vienen 
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probando que para ser obligatoria una ley, se necesita que haya sido 

publicada.",. 

Garda Martínew al plantear que los actos de sanción, promulgación y 

publicación no fomian parte del procedimiento legislativo, porque el 

acto de aprobación es el que le da la validez a la ley, situación en la que 

se está en desacuerdo, a su vez indica lo que implica cada una de estas 

facetas: 

"La sanción es realmente un residuo histórico y formal de la atribución 

del poder legislativo que en momentos pasados tuvo el Rey como 

soberano absoluto del Estado. En el período transitorio del principio 

monárquico al democrático, el Monarca sigue manteniendo una cierta 

facultad colegisladora en la medida en que los actos legislativos del 

Parlamento necesitaban está sanción real, es decir, el consentimiento 

del Rey a aquellos actos. En el Estado de Derecho se ha convertido 

definitivamente a la sanción, como acto de voluntnd del Monarca en 

cuanto máxima autoridad del Estado, es el conocimiento por parte del 

rey de la obra del Parlamento, formalidad que es indispensable para que 

la ley produzca sus efectos propios, pero que no tiene más que un valor 

teórico desde el momento éll que el Rey está obligado a sancionar sin 

posibilidades de negarse a hacerlo". 

"Lapr~mulgación se ha entendido como el mandato que afirma el valor 

imperativo de la ley. En las monarquías, la promulgación se concibe 

Yi MONTIEL Y DUARTE. lllJ.ro, J r.Jlada Jr l4J le¡d .\Ju "flit.a.:if,n, l'p.ril. p SS. 
J.7GARClA MARTI"iEl~.""1unn6n.f.Jpnx~J1m1a1:..ll rgidumo,rrp.át .p¡i lM-ISY. 
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como exteriorización de la sanción, y, como requisito simplemente 

formal que el Rey está constreñido a cumplir, viéndose en la misma 

situación de promulgación forzosa los presidentes de las Repúblicas 

parlamentarias a quienes se atribuye esta función". 

"Al conferir la sanción y promulgación de las leyes a la más alta 

autoridad del Estado, sea Monarca, en cuyo caso suele reservarse el 

término de sanción, sea Presidente de la República, supuesto en que se 

habla preferentemente de promulgación. Aunque históricamente tiene 

las dos figuras contenidos diversos, no siempre diferenciados, lo cierto 

es que hoy responden a una misma actividad cuasifedataria del Jefe del 

Estado rcspi!cto de la ley aprobada por el Parlamento". 

Atendiendo los criterios anteriormente mencionados se concluye que la 

sanción, la promulgación y la publicación gozan de naturalezas distintas 

y complejas. 

La sanción es el acto por virtud del cual el ejecutivo aprueba un 

proyecto de ley que ya ha sido aprobado con anterioridad por ambas 

cámaras, es decir que otorga su conformidad a dicho proyecto en cuanto 

al fondo del mismo. 

La promulgación es la certificación que hace el ejecutivo de que Ja ley 

como producto del proceso legislativo, ha sido creada conforme a las 

bases del mismo, es decir que esta certificación se refiere a los requisitos 

formales para la creación de la ley. 
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Una vez que el ejecutivo a verificado que se haya cumplido en su 

totalidad el proceso legislativo, ordena que se publique está. De lo 

anterior se desprende que la promulgación también implica un mandato 

que afrrma el valor imperativo de la ley. 

La publicación es el medio material de difusión de una ley. 

E.SANCJON 

Se le flama sanción al acto de aprobación expresa o tácita del Poder 

Ejecutivo en relación con el proyecto de ley autorizado por el Congreso. 

García Maynez expresa, "Se le da este nombre a la aceptación de una 

iniciativa por el Poder Ejecutivo. La sanción debe ser posterior a la 

aprobación del proyecto por las Cámaras. El Presidente de la República 

puede negar su sanción a un proyecto ya admitido por el Congreso 

(derecho de veto). Esta facultad no es absoluta.""' 

El inciso B del artículo 72 de la Constitución Política establece: "Se 

reputará aprobado por el Poder Ejecutivc1, todo proyecto no devuelto 

con observaciones a la Cámara de su origen, dentro de diez días útiles; a 

no ser que corriendo este término, hubiere el Congreso cerrado o 

suspendido sus sesiones, en cuyo caso la devolución deberá hacerse el 

primer día útil en que el Congreso esté reunido". 

38 GARCL\ MAYNEZ. lntrv.f.Kci&n al LJtmlw dtl dr.rxho, v,.,, á1 .. p_1..~. 
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También se da el supuesto que no sea sancionado un proyecto de ley o 

decreto por el Ejecutivo, en su caso si es desechado en todo o en parte, 

será devuelto, con sus observaciones, a la Cámara de su origen. Deberá 

ser discutido de nueva por ésta, y si fuese confirmado por las dos 

terceras partes del número total de votos, pasará otra vez a la Cámara 

revisora. Si por ésta fuese sancionado por la misma mayoría, el proyecto 

será ley o decreto y volverá al Ejecutivo para su promulgación.J• 

El veto es facultad del ejecutivo, quien en su caso, puede no promulgar 

la iniciativa de ley propuesta por el Poder Legislativo o por el Congreso 

de la Unión. 

U na limitación al ejercicio del veto de un proyecto de ley por el 

Ejecutivo se da cuando es superado por el voto calificado de las dos 

cámaras; en dicho caso la ley debe ser promulgada y publicada a pesar 

de haber sido desechado el proyecto en todo o en parte por el 

Ejecutivo. 

La jurisprudencia española, indica que a la sanción de la ley sigue la 

promulgación, o si se quiere la orden para su publicación que es el acto 

por el cual el Poder Ejecutivo imprime a la ley su fuerza ejecutiva, 

intimando a las autoridades administrativas y judiciales la orden de 

observarlas y hacerlas cumplir. 

39 lnciso<.: del Ml..<1!072 de b Corutiiua6n l'olltía ~ ¡cg E.sudo!. Unidos McurnllU\, Máku, t??O. p.7d 
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Los jurisconsultos franceses mencionan que la sanción de una ley 

consiste en Ja aprobación que de ella hace el Poder Ejecutivo, y su 

promulgación se hace por medio de su inserción el Boletín Oficial. 

Planio~ y Ripert confunden Ja publicación con Ja promulgación al 

indicar, "que el momento preciso en que comienza Ja aplicación de una 

ley es la expiración del plazo que sigue a su promulgación" . ..,, 

Isidro Montiel agrega, "que como una ley puede ser aprobada en una 

pieza oficial que no sea Ja misma ley, en este caso hay sanción, sin que 

haya todavía promulgación; pero si Ja aprobación se pone de una 

manera auténtica en la misma ley, entonces las sanción se confunde con 

la promulgación, que es Ja aprobación oficial puesta a 1 calce de Ja misma 

ley que se manda publicar". 

Este autor señala que Ja sanción para que no sea asimilada con Ja 

promulgación se requiere como condición, se sea insertada en otro 

documento oficial expedido por el ejecutivo. 

No se está de acuerdo con este criterio, argumentado en primer término 

Ja naturaleza jurídica de estas dos figuras, Ja sanción es Ja aprobación 

por parte del Poder Ejecutivo a un proyecto de ley y la promulgación es 

Ja certificación de que dicha disposición jurídica ha sido producida de 

acuerdo a Jos lineamientos establecidos por el proceso legislativo, es 

decir es la verificación que Je da este poder de la legalidad y legitimidad 

de una ley. 

40 PLAN'\OL Mara:I, RIPFRT, \1eorgo, TriJwdi1Eltmt'71:.Jl d~ D.:n:chn Cil'if, 1r.id. CAJICAJr. l'ucbll, 1991. p.t:.6 
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F. PROMULGACION 

& el acto por el cual el Poder Ejecutivo hace el reconocimiento formal 

de que la ley ha sido aprobada conforme a derecho y debe ser 

obedecida. El fundamento constitucional esta fase se encuentra en el 

artículo 89 fracción fo. Es la certificación por parte del Poder Ejecutivo 

que se ha seguido fielmente el procedimiento legislativo, es decir que a 

tr~vés de ésta el Presidente de la República cumple con su obligación de 

comprobar la legitimidad de la ley, es decir que se haya formado 

conforme a derecho. 

El acto de la promulgación se exterioriza a través de un decreto, 

nombrado éste como decreto promulfiatorio, es decir, es el decreto del 

Presidente de la República en el cual se ordena la publicación de la ley, 

pero no es la publicación misma del texto legislativo. 

Cesar Sepúlveda dice "que la naturaleza jurídica de la promulgación, 

para unos es un acto legislativo, una fase nada más del proceso 

legislativo, el Presidente actúa como un factor de declaración externa de 

la ley, sólo necesario por la validez, más no para la eficacia. Por lo tanto 

participa al mismo tiempo de acto legislativo, la verificación de la 

regularidad, la voluntad de promulgar y de acto ejecutivo la orden de 

publicación y la cláusula ejecutiva",., 

41 • Ankulo H1J, fracción !: Izs facul1ado y ot-h¡µciono Jd Pro.it.lenie son Ln siguientes: l. rruruu1g:ir y c¡a-ut.u 1.u kyn que 

cxpid.l d Congrco Je la tJni&i, ¡1rml.')""end-:- en •u ~fera admiruslro1liv~ ,1 su n11et11 o!llil"rnncia. "Cnrutitución Polltica dt! los 

E.l.tad<>1 Unidos Mo.ic!n~· 
42 SEl'ULVEDA. Ccs.:ir, Ll Promu!g~ri(\n, fbn:hó f .t'S1JLuin1 Moirm10, up. cit pJO 
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G.REFRENDO 

El refrendo secretaria! se encuentra previsto en el artículo 92 de la 

Constitución mexicana vigente, que a la letra señala: 'Todo los 

Reglamentos, Decretos, Acuerdos y Ordenes del Presidente deberán ir 

finnados por e.l Secretario de Estado o Jefe de Departamento 

Administrativo a que el asunto corresponda, y sin este requisito no 

serán obedecidos". 

El refrendo es desde sus origenes más que una constatación de validez, 

un recorte de atribuciones plenas en la máxima figura representativa de 

la nación. el refrendo ministerial es algo más que una certificación, 

implic.-i la integración y corresponsabi/idad del equipo gubernamental en 

las tareas de gobierno.<J 

Se puede afirmar que sólo dentro del régimen parlamentario el refrendo 

constituye un acto esencial de la función ministerial y que sólo en dicho 

régimen tal institución tiene ta plenitud de sus efectos. Dada la adopción 

de un régimen presidencial, el refrendo de los actos del presidente por 

sus Secretarios no puede tener otro efecto que el de constituir un medio 

para dar autenticidad a los actos que de aquél emanan, sin que 

substancialmente se distinga de otras formalidades certificantes que 

existen en la actuación administrativa, o aun en la vida civil, en la 

intervención notarial viene a tener esos efectos.« 

431\RNAIZA.\flGO.Aurcm, El Refrer.do Mm111eri.ll.fu"lifaMcucll!l4delrmiciJ89.c:t«o mano nCc:icro l. \úl. \'IJ, 
Mt:tko,p.19. 

4t GAHINO FRAOr\.lkfeclmo.Jmii1iwi;ti1·r1, op c1t p. 5:! 
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Con el refrendo se convierte al secretario en coautor del acto, lo que 

implica una delegación de responsabilidades, ya que si un acto del 

ejecutivo, en este caso la promulgación de una ley, no es refrendado, 

este acto puede ser impugnado ante la autoridad correspondiente, para 

que no se aplique dicha ley. Pero dicha impugnación no procede se hace 

valer el refrendo como un acto autónomo del procedimiento de 

creación de leyes, ya que es una fase integrante del procedimiento 

legislativo, y este considerado en su totalidad es el que le otorga la 

vigencia a la ley.•s 

En un estudio interesante Arnaiz Amigo encontró la novedad que 

establecía el artículo 74 <le la Constitución de Chihuahua, al prever el 

caso de que el gobernador no firme en el plazo de 8 días siguientes al 

vencimiento del término para hacer observaciones al proyecto de ley del 

Congreso, éste o la diputación permanente podrán ordenar su 

publicación, Arnaiz señala que esto implica una transformación al 

propio. poder legislativo y lo turna control jurisdiccional, dicha 

disposición se opone a los artículos 41 en su primer punto y 133 de la 

Constitución de la Unión." 

45 ,o\.\f locstahlece la. Suprrc:i Curtcdi:Jw.lu::iJ. dela. Naoó11 al r.ciul.u en •u¡utupruJcnm. RUDRO. Lql'.\, Rdn:nJ,)y 

promulgACi6n de las. lnrons11tut.1onaho.iad. Tato: ~· lnoo acta. de prumul¡;.1.:i6n )' rJe tcCumrJo no se wmb~!rn Cotn• 1 ;K"fns. 

au16nomll:i, sino romo ~uisnois [onn.i!l'S del ¡m._-cdimicnto kgisl.:ill'\.'U c:onnpon:licnte, de manera que iu romlitucion.1\id.ld 

dclT\'3 dd pn:ccptn jurldiro rombaudo. y~¡ ti ciJmo fue dcWniJo rontr.mo a b mn\litudíln po.1r s.cntcnru lirme. umt-ibl 

resulun inoo11.1u1ucionab 1<1l> citackd. aet0& de promul¡tJci\~n y rcfn:mlcJ. i'ra::cden1es Amruru en fL"'\ i~ión :\1B8.'f1J, Humbeno 

Ocmcn1cToledoy ru:tp, 6 1k11bril de 1972. Un:immidad de 17n.>f0:\. Ponen!e i\t-.::1 Uu1trón, Sal;, t['11C1. Vol!lmcn XLVI. 

Primen Parte. p.289. (2 ;uuntn~); y en iujuri~prud...'"llcia. Amp¡¡n-ci:inlra kyo. J\gr.l\105 inopcranlC$. "L:.e11.&rin1os re\ulun 

ln~nnta, Jj se loma rn etmiiJcn.i:.i6n que !05. actos ro1m~tcnln1 n1 111. ¡umnulpción y rclri:nili1 t.lc l.;~\ rJi,po~icict:C!. 

Impugna~ en ole juK:io, n.:i se rcdl.m.uon atsbdlr:ccr.tc. 1inn t'l.1mo integran!es dd trocctlun1c11tu lc;i1IAIÍ'oTI rorrdpolld1cnte. 

y por lo tan lo su constnucion.11itlad ticpcndc de b.s propw 1.hi¡•Aidoncs y no puede an.:l!Íl.'.lnc en form3 ai.\!11.da". Amp.lfO en 
Rc-.i-;ión 7138156. l'medcnto; "LA ciuJ:i.d de Má:Jco", F. ~t.lnurl Sucew.•ru., S.A., 16de ag~todc 1960. M.1p»I• de 14 \'tl!OS. 

Poocnle: Üt1llVIO Mendaz.a Gondla, L!Y.ticncn b m~:111ou. 

46 ARNAIZ AMIGO, Aurora, El RdrcnJn Mim~rtri.11, Rl\úta Maic4JU1 dtlu.rtici..J bV, op. ciJ, p.19. 
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El refrendo se traduce así en la firma del Secretario de Estado que 

acompaña a los actos del presidente, por lo tanto como el decreto 

promulgatorio es un acto que proviene del ejecutivo, este acto tiene que 

estar refrendado, en virtud de que es el mandato que afirma el valor 

imperativo de la ley. La obligación que tiene el Secretario de Estado o 

en su defecto el Jefe del Departamento Administrativo de refrendar el 

decreto promulgatorio está fundamentada la carta constitucional 

(artículos 92, y 89 fracción !), así como en el criterio que ha sustentado 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación que ha resuelto: 

"REFRENDO DE LEYES.- El artículo de la 
Constitución, ordena gue todos los reglamentos¡ 
decretos y ordenes deoerán estar firmaáos por e 
Secretario del Despacho. Encargado del ram9. a que 
el asunto corresponda y gue sm este requ1s1to no 
serán obedecidos y dicho artículo no hace 
discriminación o diferenciación especial algunah por lo 
gue sin el rec¡,uisito del refrendo no es obédeci le una 
!~o decreto. Juicio comr.ilado en la p. 902 del Tomo 
XCV del Semanario Judicial de la Feaeracíón. Actor: 
Estela Mejía Avendaño y Coags." 

"REFRENDO DE LOS DECRETOS 
PROMULGATORIOS DE LAS. LEYES. EL 
ART0CULO 13 D.E LA LEY ORGANICA DE LA 
ADMINISTRACIAN l'OBLICA FEDERAL NO 
VIOLA EL ART¡,;CULO 92 CONSTITUCIONAL. 
El artículo 13 de Ja Ley Orgánica de la Adnúnistración 
Pública Federal no es contrario al 92 de nuestra Carta 
Magna cuando señala que los decretos promulgatorios 
de fas leyes expedidas por el Congreso de la Unión 
sólo requieren refrendo del Secretario de 
Gobernación para su validez, pues la materia de 
dichos decretos está constituida únicamente por la 
orden del Presidente de la República para que se 
gublique o se dé a conocer la ley o el decreto del 
organo legislativo Federal para su debida obseivancia, 
mas no por la materia misma de la ley o decreto 
oportunamente aprobado por el Congreso de la 
Unión;, lue,gC? es de c<;>ncluirsc que. el decreto 
rcspecttvo umca y cxclus1vamcntc requiere para su 
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validez conslitucional, mediante el cumplimiento del 
imperativo formal establecido en nuestra Lev 
Suprema, de la firma del Secretario de Gobernación 
CUY.O ramo administrativo resulta afectado por dicha 
oraen de publicación, toda vez que es el acto que 
emana de fa voluntad del titular del Ejecutivo Federal 
y, por ende, el que debe ser refrendado. Así pues, el 
articulo 13 de la Ley Orgánica de la Administración 
Pública Federal no es incongruente con 92 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexic<1nos. (!)Amparo en revisión No. 5087/86. Luis 
Garza Garza.- 16 áe febrero de 1988. unanimidad de 
21 votos. Ponente: Ernesto Díaz Infante. Secretario 
Antonio García Guillén.- Amparo en revisión No. 
7465/87.- Humbcrto Gar¿a Garw.- 23 de febrero de 
1988, unanimidad de 19 votos.- Ponente: Ulises 
Schmill Ordoñez.- Secretario: Víctor Ernesto 
Maldonado Lara.- Amparo en revisión No. 4758/86. 
Jorge l. Garla Herrera.- 22 de marzo de 1899, 
unanimidad de 19 votos. Ponente: Sergio Hugo 
Chapital Gutiérre'l.- Secretario: Roberfo Cale1ti 
Treviño.- Amparo en revisión No. 8018/86. Federico 
Reyes García.- 24 de marw de 1988, unanimidad de 
18 votos.- Ponente: Francisco Pavón Vasconcclos.
Secretario : José Luis Rodríguez Santillán.(Texto 
aprobado en sección de 10 de mayo de 1988)"•, 

Respect0 a este punto Margain Manautou no está conforme con este 

criteriÓ, al señalar, "el artículo 92 de nuestra Carta Magna sólo impone 

obligación de que los Secretarios de Estado o los Jefes de 

Departamento Administrativo refrenden los actos del Presidente en 

aquellos asuntos de su ramo y que derivan del ejercicio de las facultades 

otorgadas por el artículo 89 Constitucional; no así de aquellos actos que 

son el resultado de los dispuesto par el artículo 72 de la misma 

Constitución. El artículo 92 no señala que las leyes, que son 

disposiciones emitidas por el Poder Ejtcutivo podría anular fácilmente 

una ley que pretendiese imponerle el Poder Legislativo; bastaría oponer 

primero su veto y olvidar después su refrendo por el Secretario del 

471.ttfonnc ~cdiJo 3 b 5u¡>tttn11 mrtt"Jt:-Jw.llcb de IJ NJt:/Ón rt'r 'u r1\.""lidcr11e, 111 fím!.flurcl afio 1988. l'nmern P.mc, l'l1:no, 
Vol.11 JuruproJ1:nci:1. ll, p p. l\01-:N l la Sll.:!~O, 
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Despacho correspondiente. El Poder Legislativo legislaría solamente 

sobre lo que quisiera el Poder Ejecutivo" . ., 

H. PUBLICACION 

En nuestro sistema se puede considerar a esta última fase del 

procedimiento, como el cenit del mismo, ya que se establece éste como 

una condición sine qua non para que el ordenamiento normativo como 

producto final del proceso legislativo tenga vigencia, por lo que es el 

único medio para que los habitantes de una nación puedan conocer las 

nuevas disposiciones dictadas por el poder público. 

Podemos definirlo como el instrumento que utiliza el Estado para que 

los habitantes de éste, tengan conocimiento de una ley que entra en 

vigor, por Jo que no se puede considerar que la publicación en sí misma 

es el acto que le da validez a la ley, sino que como ya se explicó 

anteriormente es el procedimiento legislativo considerado en su 

conjunto e integrado totalmente el que le otorga la autoridad formal.,, 

este criterio se respalda por el adoptado por la Suprema Corte de 

Justicia al establecer en jurisprudencia obligatoria: 

"RUBRO: LEYES, AMPARO CONTRA LA 
EXPEDICION PROMULGACION Y 
PUBLICACION DE LAS. TEXTO: En el amparo 
contra la promulgación publicación y refrendo de la 
norma legal impugnada, no procede el 
sobreseimiento, _porque si bien es cierto que en el 
P.rocedimiento ác formación de las ley intervienen 
üiversos órganos constitucionales, como lo son el 

48 MARGAIN MANAtHotJ, Emilio, JnmlducáM al f.srudio del lkm:M TnbutGrio Mrncano, Máico, Unr•ttsid.ld 
Aulónom• de S.an Luis PotoM, 198.t 11~'i~ 
4')in(npp.1Jysig,. 
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legislativo que las expide y el ejecutivo que las 
promulga y qrdena su publicación,. dichos actos no 
pueden considerarse consumados irreparablemente 
para los efectos del amparo, toda vez que en su 
conjunto son Jos que otorgan Ja vigencia a J~ ley 
recfamada, y, por tanto hacen que e1 ordenamiento 
respectivo pueda ser ar.licado a Jos caso concretos 
comprendidos en las hipótesis normativas, y son todos 
ellos Jos que pueden ser reparados a traves del juicio 
de garantías, Ja expedición, promulgación y 
publicación de una ley no pueden quedar subsistentes 
o insubsistentes, aisladamente puesto que tales actos 
concurren para que tenga vigencia la ley y ¡meda ser 
aplicada, v en cambio necesariamente Clejan de 
producir efectos conjuntamente al pronunciarse una 
ejecutoria que declara inconstitucional a a Ja ley, en el 
caso concreto a que se refiere el fallo, 
consecuentemente, a pesar de que se produzcan por 
órganos diferentes, no pueden considerarse 
consumados irreparablemente ni improcedente su 
declaración en er juicio de amp-ªfO que se interpone 
contra una lej'. PRECEDENTES: Sexta Er.oca, 
Primera Parte: Vol. XLlbPág. 218 amparo en revisión 
5386/56 Anáhuac inmue les, S.A. 2 de Noviembre de 
1960.- Maymía de 14 votos. Ponente. Carlos Franco 
Sodi.- Disidente: Octavio Mendoza González. Vol. 
XLI, pág 218 Amr.aro en revisión 7316{56 Bienes 
Raíces Carmela, S:A: y coags. 15 de Noviembre de 
1960.- Mayorías de 15 votos. Ponente: Angel 
González de la Vega Vol. XLI, Pág. 218 Amaro en 
revisión 6826/56 Inmobiliaria Panamericana, S:A: 15 
de Noviembre de 1960.- Mayoría de 15 votos. 
Ponente: Carlos Franco Sodi.- Vol, XLI, pág, 219 
Amparo en revisión 7002/56 Condominio Nueva 
Clavería, S.A. 15 de Noviembre de 1960Mayoría de 15 
votos, ponente: Felipe Tena Ramírez.- Disidente; 
Octavio Mendoza González. Vol. LV pág. 81 Amparo 
en revisión 675/53 Esteban Herrera de Anda. 30m de 
Enero de 1962.- Unanimidad de 16 votos. Ponente. 
Mariano Azuela".so 

"RUBRO: LEYES, AMPARO CONTRA LAS. 
TEXTO: Si bien es cierto que en el procedimiento de 
formación de la ley intervienen diversos órganos 
constitucionales, como son el Legislativo que la 
expide y el Ejecutivo que la promulga y ordena su 
pul!licación¡ dichos actos no pueden separarse en 
forma abso uta para los efectos del nmparo, toda vez 
que en su conjunto son los que otorgan vigencia a la 
Ley reclamnda, y por tanto hocen que el 

50 PODER JUDICIAL DE LA rEDE.RACION '!"CD-ROM JUNIO 1992, lnstanci3: l'kno; Fuente; Aptndkc l'IS:'i; l'.me: I; 
Sccción:AmpU.1·csFl'tl;Tcsis:73; P.1g1t1J.: 15:! 
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ordenamiento respectivo pueda ser a¡ilicado a Jos 
caso concretos comprendidos en la hipótesis 
normativas, y son todos ellos los que pueóen ser 
reparados a través del juicio de garantías. La 
expedición, promulgación y publicación de una ley no 
pueden quedar subsistentes ni. insubsistentes, 
aisladamente, puesto que tales actos concurren para 
que tenga vigencia la ley y pueda ser aplicada y en 
cambio necesariamente deJan de producir efectos 
conjuntamente al pronunciarse una ejecutoria que 
declare inconstitucional a la ley, en el caso concreto a 
que se refiere el fallo; consecuentemente, a pesar de 
que produzca órganos diferentes no pueden 
considerarse consumados irrcr.arablemen(e, ni 
improcedente su reclamación en elj!)icio de anmaro 
que se interpone contra una lev. PRECEDENTES: 
Yo!. XXLX, pt\J;. 192. amQaro én revisión 6805/56.
"Inmobiliaria Cervantes Saavedra" S.A.- 18 de 
noviembre de 1959.- Unanimidad de 16 votos",, 

"RUBRO: PROMULGACION Y PUBLICACION 
DE LEYES Y DECRETOS. TEXTO: Si se recurre 
como agraviq l'! promulgación1 publica~ión de leyes y 
decretos, cst1mandose que dcocn considerarse como 
actos consumados de manera irreparable, y por lo 
mismo que no procede el amparo sino el 
sobreseiD11ento, tiene aplicación la tests sostenida por 
el Tribunal Pleno, que establece: "Si bien es cierto 
gue el procedimiento de formación de la ley 
intervienen diversos órganos constitucionales, como 
son el Legislativo que füs expediente y el Ejecutivo 
que las promulga y ordena su publicación dichos 
actos no pueden separase en forma absoluta para los 
efectos del amparo, toda vez que en su coajunto son 
los que otorgan vigencia a la ley reclamada, y por 
tanto hacen que el ordenamiento respectivo debe ser 
aplicado a los casos concretos comprendidos en las 
hipótesis normativas, y son todos ellos los que pueden 
ser reparados a través del juicio de garanhas. La 
expedición , promulgación y publicación de una ley no 
pueden quedar subsistentes ni insubsistentes, 
aisladamente, puesto que tales actos concurren para 
que tenga vigencia la ley y pueda ser aplicada, y en 
cambio necesariamente dejan de producir efectos 
conjuntamente al pronunciar una ejecutoria que 
declare inconstitucional a la ley, en el caso concreto a 
que se refiere el fallo; consecuentemente, a pesar de 
que se produzca por órganos diferentes, no pueden 
considerarse consumados irrerarablemenfe, ni 
improcedente su reclamación en e juicio de amparo 

St PODEKJIJJ)JClAJ. OE LA ffDf%\ClON 2'' CO-R.OM JUNIO l'J'J!, lnuanm: Pleno; fuente: SemJZ1noJudicW de fa 

Ftdcr.tción: Epoca: 6J\; \'oltuuen. XXL~ J'.igl.l).'I: 1 Y::. 
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guc se interponga contra una ley. "PRECEDENTES: 
VOL. XL V, pág. 185. Amparo en revisión 4998/51.
Lance Hermanos, S.A. y Coags.- 7 de marzo de 1961.
Unanimidad de 15 votos.- Ponente: José Rivera Pérez 
Campos".s2 

En un Estado Federal como el nuestro dicha publicación se hace a nivel 

Federal en el Diario oficial de la Federación, a nivel Estatal en las 

Gacetas Gubernativas y en el Municipal en las Gacetas Municipales 

cuando el presupuesto lo permite. 

En virtud de que el Diario Oficial de la Federación es un instrumento 

para dar a conocer a los gobernados el contenido y la entrada en vigor 

de las leyes, tratados internacionales, decretos, reformas, acuerdos, 

circulares y avisos de carácter constitucional; es un periódico de 

publicaciór. diaria excepto los días inhábiles. 

No existe un mandato ronstitucional expreso que ordene la publicación 

de las leyes en el Diario Oficial, sino que viene implícito en el artículo 72 

Constitucional inciso a) al señalar: 

"Aprobado un proyecto en la cámara de su origen, pasará para su 

discusión a la otra. Si ésta lo aprobare, se remitirá al Ejecutivo , quien 

sino tuviere observaciones que hacer, lo publicará inmediatamente."s, 

52 PODER JUDICIAL DE IA 1-T:.DEIV\CIO~ 2<; CD·ROMJIJNIO IW2, lnstanciJ: Pk.ari;Fucnte:5crnaMnOJ11JlaJJ dcb 

Fcdención E peo~ 6A; \'ulum<'n XIV; pjtin.i; 18~. 
i.lCon~li!Udón Polflica de lü1o &.tad,,.. llniJM Mc:ncana:s, 1"'.Xl 
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El Código Civil para el Distrito Federal, esto es una ley secundaria, 

también señala que se lleve a cabo la publicación de las leyes para que 

estas surtan sus efectos. 

La jurisprudencia inglesa que admite la ley común, lex non scripta, no 

sólo ley general, sino aun también como ley particular, que presume 

publicada en su origen, profesa el principio de que la ley para ser 

obligatoria, no necesita de una formal publicación, pues que a los ojos 

de la ley, cada uno de los ingleses tiene parte en los actos del 

parlamento, supuesto que asiste a él por medio de sus representantes. 

Este estatuto así registrado en los archivos del reino no necesita de una 

formal promulgación; pero sin embargo, se imprime y circula para que 

sea gencralrncn te conocido." 

Debido al tema de la presente tesis, la iniciación de la vigencia será 

tratada en el capitulo siguiente. 

S4 MONTIEl. Y DUARTE, hidro, Tra/Jdó dt!t.11 le)'esysu oplkíKidn,op.dt. p.88, 
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CAPITULO II 

I. AMBITO DE VALIDEZ TEMPORAL 

Pues para analizar la retroactividad de las leyes, es menester esbozar, 

como primer punto, el ámbito de validez temporal normntivo, es decir 

el aspecto temporal de las leyes. Dicho ámbito comprende tres 

aspectosss: A) la determinación del momento en que la ley comienza a 

ser obligatoria; B) la determinación del momento en que deja de serlo; 

C) la determinación de las relaciones jurídicas reguladas por una ley 

durante su vigencia. 

La norma tiene como contenido la conducta humana, según Kelsen la 

norma de la conducta humana comprende cuatro esferas de validez, 

pues "como las normas regulan la conducta humana, y ésta tiene lugar 

en el tiempo y en el espacio, las normas son válidas para cierto tiempo y 

para un espacio determinado. L1 validez de una norma puede principiar 

en un momento y terminar en otro. La validez de una norma tiene 

también relación con el espacio. Para ser válida, tiene que serlo no sólo 

en cierto tiempo, sino también en cierto territorio. Las del derecho 

francés son válidas únicamente en Francia, las del mexicano únicamente 

en México. Podemos por tanto, hablar de la esfera temporal y de la 

esfera territorial de validez de una norma. Para determinar cómo deben 

los hombres conducirse, es necesario determinar cuándo y dónde 

SS BERLIRI. Actooiu, Prin..·~.,;,m Je /A.T1-cll11 Trifuuufo, Vol.I. 111.Wrid, Editori;d de Derecho Fin;mc1cm, 11}('..4. p. 141 
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habrán de comportarse en la fonna prescrita. Cómo habrán de 

conducirse y qué actos deberán realizar u omitir, es lo que constituye la 

esfera material de validez de la norma. Las que regulan la vida religiosa 

de los hombres se refieren a una esfera material de validez distinta de 

las de aquellas que regulan su vida económica. Con referencia a una 

cierta norma es posible, sin embargo, plantear no solamente el problema 

sobre lo que se debe hacer u omitir sino también la cuestión 

concerniente a quién debe observar u omitir determinada conducta. El 

último interrogante se refiere a Ja esfera personal de validez de la 

norma. Así como hay normas válidas únicamente para un determinado 

territorio, para cierto período de tiempo, y con respecto a ciertas 

materias, también hay nonnas válidas sólo para detennina<los 

individuos ... La conducta humana que forma el contenido de las no1mas 

y que ocurre en el tiempo y en el espacio está constituida por un 

elemento personal y otro material.";o 

Fcrreiro Lapatza sugiere si uno se refiere a la vigencia de la ley lo debe 

hacer en un sentido amplio, es decir que víncule jurídicamente el 

momento de la realización del hecho, así como el lugar en que.el hecho 

se realiza y la persona que la realiza. Para saber si una norma está 

vigente es preciso, pues, determinar los límites de la eficacia de la 

norma en el tiempo y en el espacio.l7 

56 KELSEN, JIANS, Trorfu Cimr:r.Jldd Daechoy.klEw.ia,tJp. cit., p.49y1ip. 

51 H!RREIRO LAPATZA. J~ Ju.1.n, íwrodr: /J."fr'cl!o 1-Jp.¡ñol, ~faJrid, Mmfal rons Ubrm.is, l9S9, p.7R. 
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Carretero Pérez apunta que para evitar las colisiones de las normas 

internas o externas que se _aplican en el Estado, debe precisarse la 

vigencia temporal y espacial de toda norma.,. 

De esta apreciación se tomará en cuenta el ámbito de validez temporal 

de la norma, porque este último nos da la pauta para analizar el 

problema de la vigencia. 

La validez de la norma es "la existencia específica de las normas. Decir 

que una norma es válida equivale a declarar su existencia o lo que es lo 

mismo- a reconocer que tiene fuerza obligatoria frente a aquellos cuya 

conducta regula. Las del derecho son normas en cuanto tienen 

validez".s• El concepto de validez incorpora al concepto de vigencia 

normativa (validez temporal), así la expresión de validez es más amplia 

que la de vigencia, pues cuando se habla de ámbito o esfera temporal 

de validez, se asimila el concepto con el de vigencia de la ley. 

"Un determinado ordenamiento jurídico, o las normas que lo 

constituyen, no rigen en todo lugar, ni en todo tiempo, ni para todas las 

personas de por sí sometidas al Derecho, ni para todas las posibles 

relaciones de la vida. Por el contrario la vigencia de un determinado 

Derecho tiene límites espaciales, temporales, personales y objetivos. 

Ninguna norma de Derecho tiene en principio vigencia perpetua. Esto 

suscita las cuestiones del comienzo y el fin de la vigencia".oo 

58 CAlUU·;n"-RO, PEREZ.furrho Financirro, Dud:ls y Ccrtcus del Derecho, Espa.l'-1, ~ntill.1ru, p.89 
S? KFJ .'\EN, HANS, TerJrla Gmnaldtlfkr«lwydd E.s:.ulo,op. cfr. p.35 
60 NAWIA.c;KJ, HAN.'i, Tevrl<J Gr:wrul del lkmho, E.uuú10 Gcntral de N!l\11.tra, Madrid, Edidon~ Rialp, 1962, p.131. 
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La vigencia normativa comprende dos términos, los cuales son la 

vigencia formal de la ley y la vigencia material de la ley. 

La vigencia formal de !a ley es el tracto temporal comprendido entre la 

p11blictició11 y la derogación de la misma. 

La vigencia material de la ley se produce cuando ésta proyecta sus 

efectos a una fecha anterior o posterior a su publicación. 

La extensión temporal, puramente formal, puede no coincidir con Ja 

dimensión temporal resultante de la eficacia material de la ley. 

Domenico Barbero advierte que la evolución incesante de las 

condiciones sociales comporta una paralela evolución de la inte1vención 

normativa: normas terminan; normas comienzan. Principio y fin de la 

eficacia de la norma coinciden, normalmente, con el momento de su 

entrada en vigor y cesación. Pero puede ocurrir que una norma entrada 

hoy en vigor extienda su eficacia al pretérito, subvirtiendo relaciones ya 

establecidas bajo el imperio de una ley precedente. En tal hipótesis, la 

norma es retroactiva ... 

López Menudo en su tesis doctoral nombrada "El Principio de 

Irretroactividad en las normas jurídico-administmtivas" dice al respecto: 

6J BARDERO. DOMENICO, Sisrrmu dtl Darcho hfr.ado, I, ~ prt:liminar·p.mc: general, Humos Ai~ EJ.f.A., 1967, 
p.131. 
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"Las leyes positivas son perecederas y están sujetas tanto en su 

nacimiento como en su extinción a límites tcmporulcs".01 

De esta manera se ha querido precisar que todo ordenamiento jurídico 

tiene un alcance temporal, que algunos autores prefieren llamarle 

eficacia y que otros le consideran como validez temporal. Lo que es 

trascendente considerar, independientemente de estos criterios, es que 

es la _retroactividad un problema de orden normativo con fondo 

filosófico y social, pues al establecer un límite temporal a la ley se le da 

una certeza y una seguridad jurídica al gobernado. 

II. SISTEMAS DE INICIACION DEL\ VIGENCIA NORMATIVA 

Una ley debidamente aprobada, sancionada, promulgada, refrendada y 

publicada, es decir que se haya elaborado conforme a todas las etapas 

del procedimiento legislativo, adquiere la autoridad formal corno 

ordenamiento jurídico, pues reúne todos los requisitos esenciales para 

su vigencia y su obligatoriedad. Por virtud de la última etapa del 

procedimiento legislativo, se determina cuando la ley entra en vigor, es 

decir la fecha en que empieza a surtir efectos una disposición legal. 

Para determinar el momento en que se inicia la vigencia de una nonna 

legal se han elaborado varios sistemas, Francisco De la Garza los 

explica de la siguiente manera: 

6:? LOPEZ ME?-.lJOO, El principio Je /rrrrro.J(ti1;.JaJ m luJ nmrun jurlJi1:1• admitWtrutil'aJ, SaiUa, Ediciono del Irutituto 
Q3rcb (hhto, 19R2.. p 27 
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A) El sistema simultáneo ó sincrónico consiste en que la ley entra en 

vigor en el momento mismo de su publicación, es decir, que en el 

momento en que se publica una ley en ese mismo instante la ley 

comienza a tener efectos . ., 

Bajo el sistema simultáneo, una disposición legal entra en vigor en todo 

el territorio de la República Mexicana el mismo día de su publicación. 

B) El sistema sucesivo, la ley entra en vigor el día de su publicación en 

el Diario Oficial de la Federación, en el lugar que este se publica y en 

los lugares donde no se haga dicha publicación, el día que resulte según 

la distancia en kilómetros que le siga de aquella, a razón de 40 

kilómetros por día ... 

En el análisis de este sistema se advierten dos momentos, el primero lo 

constituye el tiempo de publicación; aquí se marca la diferencia entre 

este sistema y el sincrónico, porque en el sistema sincrónico la vigencia 

comienza en el instante mismo en que se publica la disposición legal en 

todo el territorio nacional; mientras que en el sucesivo se maneja un 

término más amplio, el cual comienza el día de la publicación de la ley 

en el Diario Oficial, en el lugar donde se publique éste. El segundo 

momento va a ser aquel cuando entra en vigor en virtud de la lejanía. 

63 "fA lnd1J.CUlLble que JU aplicaoón en muchos ClSOS trae cons.ccuencW injuM.u para mud10!> habitantes de 13 Rcp1lbllca que 

no \T.l:n en d Oi.ltri10 Fo.lernl y a quien~ puei.:lc UrdJ.r \'3ti05 dfa1 en Uegu la et.lio.ón dcl Diano Oficial en que apa~ 
pabliada una ley o dispa.ici6n financicr.a~. DE lA flAH.7.A, Sergio Francllco, Datcho firwnckro Mcrkano, Mb.iu\ Pornla, 
1973,p.48. 

&I DE LA GARZA, Sergio Frantis.ro, [).M:ho Finan&ro ,\fakano, op ciJ., p.48. 
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C) El sistema de la 1·acatio legis, consiste en que se señale un plazo o 

fecha para que entre en vigor la nueva ley. Rossy apunta que tiene la 

ventaja, sobre los anteriores sistemas, que permite estudiar la ley antes 

de su entrada en \'igor, y el inconveniente de que da tiempo l! crear 

situaciones que la defmuden, por lo que el legislador ha de elegir el 

sistema que crea más conveniente, según los propósitos de la ley.,5 

Como señala Virgilio Domíngucz, en su trabajo intitulado "La vacatio 

legis en el Derecho Mexicano" está institución es un elemento esencial 

de los sistemas de la iniciación de la vigencia y publicación de las leyes. 

La vatacio legis es Ja dispensa del cumplimiento de la ley que se hace a 

Jos particulares, para que ésta no los obligue en la fecha de su 

publicación, sino hasta después de que haya transcurrido cierto tiempo, 

con el objetivo de no sólo hacer conocer la ley, sino también prepararse 

para cumplirla; por lo que el Estado tiene el deber de conceder la 

vatacio /egis, para que los particulares tengan la oportunidad de cumplir 

con dicha obligación. 

En cuanto a su duración existen tres clases de vacatio legis: Ja normal, la 

prolongada y la abreviada. 

La vacatio /egis existe, en dos de los sistemas de iniciación de Ja vigencia 

de las leyes; el sucesivo y el simultáneo. Conforme al primero, la ley 

entra en vigor en el lugar de su publicación el día en que se hace dicha 

publicación o en una fecha próxima; y en los lugares distintos a éste la 

ley entra en vigor en forma escalonada según el lugar de que se trate, 
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pues se concede un plazo adicional por razón de la distancia. Conforme 

al segundo sistema de iniciacíón, la ley entra en vigor el mismo día en 

todo el territorio nacional. El sistema sucesivo estuvo vigente en la 

segunda mitad del siglo XIX. En nue.>tro• r!í;i~ casi se ha ahanrlonado, 

salvo el caso de Francia, México y otros países, por los problemas que 

crea por las diversas fechas de la iniciación de la vigencia de la ley. En la 

, actualidad, el sistema simultáneo ha sido adoptado en casi lodos los 

países por su sencillez, la cual evita toda clase de dificultades en su 

aplicación.M 

De lo anterior podemos concluir que sólo hay dos sistemas, el sucesivo y 

el simultáneo, cuya diferencia la da la duración y forma de la vacatio 

legis. 

El derecho mexicano vigente consagra a estos sistemas de iniciación de 

la vigencia: 

En el texto del párrafo I del artículo 3 del Código Civil se establece la 

mcatio lcgis de 3 días. que a la letra dice: "Art. 3.- Las leyes, 

reglamentos, circulares o cualesquiera otras disposiciones de 

observancia general, obligan y surten sus efectos tres días después de su 

publicación en el Periódico Oficial".n 

El sistema sucesivo está comprendido en el segundo parágrafo del 

mismo artículo.... Este sistema presenta varios inconvenientes. El 

6600MINGUEZ, Vir;tlio,fñ\vt:4JIÜ>[.rgi.~m ti Jkri•ch.(I M<:UC¡.Jl)O, México, 11/7! p.15 Y'ip,. 

67 Ctdigo Cr.it parad o;,1ii10 Fó.ler-.il en mJtC"tiA cclflltlrr y p.1r.i rod.1 L'I Krpllnlic..t tn ~mfa ~ p5 

68 ~ .. \rt. 3 par. 11.- Cn !!).{ !ug.im tfalinttY.>d\:I 1..-n que M! puMiquc d Pcri(Ji1.." Ofic.i.11, ¡unt q!.IC l.u ICl't'S, reg.Lunenlus. etctlen, 
se f~puten rubl1~('6 y ~e.rn obliptonoo. st nei:etit~ que :ukm.h dd tihtn que fijl d r~rrafo ,oinlcrior, u:m\Curta un dú llli$ 
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primero de ellos es su carácter anacrónico, pues concede un día 

adicional por cada cuarenta kilómetros de distancia del lugar de la 

publicación, por suponerse que ese tiempo se requiere para hacer llegar 

el Diario Oficia! a su destino. El segundo inconveniente es que viola el 

principio de la igualdad ante la ley. El tercer inconveniente es que 

permite la aplicación retroactiva de la ley, al presentarse distintas 

fechas para la iniciación de la vigencia de la misma. 

El sistema simultáneo está localizado en el artículo cuarto del 

multicitado códig06•, este sistema se instrumenta a través de los artículos 

transit01ios de la ley en cuestión, que por lo regular señalan: "Esta ley 

entra en vigor en toda la República en el día de su publicación". 

El comienzo de la vigencia de las leyes fiscales, se sustenta en los 

principios técnicos que regulan el fenómeno de la imposición, a fin de 

que la legislación positiva resulte justa y no obstaculice el 

desenvolvimiento económico del país y mucho menos provoque 

reacciones sociales que pongan en peligro la estabilidad que debe 

poseer necesariamente toda nación para el cumplimiento de sus fines 

políticos. Estas máximas se conocen con el nombre de principios de 

justicia, de certidumbre, de comodidad, economía, e igualdad. 

En razón a estas máximas se adoptó en el Código Fiscal de la 

Federación, vigente, el sistema simultáneo con una wicatio legis de un 

('l<lC" a.la cu.\rcot1 ll\ómctn\\ dr d11111ncia o lnnión que ciL-cl-1 la m1!Jd.- C&l1¡;o Cr.il rora el OL\lnto Fcdenl en autnia 
romdn y in111 cm., la Rcr11M:ci en m.ilcria Fnkral, p 5 
69"Ar1. -1.· Si 1.1 ky, rq:Wncnlo. <.in:ultr o JL~pouc1ón Je ~rv;in.:u geccral, Ci¡J el dLl en que debe comcnl.lr a ngir, obliµ 
des.de cs.cdll, con ul de qtJcsu publ.icactón hl)J 'ido anterior" CMignCMI p;IT:'t el DUtnto Ft"dm1I en m111criA cnm6ny P='r.\ 

1003 L1 Rcpfbho rn materu Fedci""ll, p.5. 
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día, a diferencia de los plazos normales de publicación para las demás 

leyes. Anteriormente se aplicaba una mcatio legis de 15 días. 

III. FORMAS DE CESE DE LA VIGENCIA NORMATIVA 

Berliri (para el caso de Italia) indica que el cese de ley puede producirse 

de 7modos: 

"A) Por derogación expresa realizada por el legislador. 

B) Por la promulgación de una nueva disposición legal incompatible 

con la primera. 

C) Por la promulgación de una nueva ley que regule toda la materia ya 

regulada por otras leyes. 

D) El vencimiento del término contenido en la propia ley. La diferencia 

entre está última causa de cese y las tres primeras se manifiesta en que 

en aquéllas el cese depende de un hecho, o mejor, de una voluntad 

extraña a la ley; en ésta en cambio, depende de una voluntad intrínseca 

de la propia ley, la cual, por ello, nace con carácter temporal. Los casos 

de leyes cuya eficacia debe cesar en un determinado día establecido por 

la propia ley, son más bien fn:cuentes en el campo tributario. 

E) Por decisión del Tribunal Constitucional, es decir: Cuando el 

Tribunal (constitucional) declara la inconstitucionalidad de unn norma 
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legal o de un acto con fuerza de ley, la norma deja de tener eficacia 

desde el día siguiente a la publicación de la decisión. La singularidad de 

tal forma de derogación - se trata de una verdadera y propia 

derogación, dado que para el período que transcurre entre la 

publicación de la ley y la decisión del Tribunal aquélla ha tenido plena 

vigencia- está constituida por el hecho de que el cese de un acto 

legislativo depende de un acto jurisdiccional. 

F) El referéndum, es decir que se convoca a referéndum popular para 

decidir sobre la derogación total o parcial, de una ley o de un acto con 

valor de ley, cuando lo pidan 500.000 electores o cinco Consejeros 

regionales. No se admite referéndum para fas leyes tributarias. 

G) La caducidad de la ley cuando se trata de decreto-ley que no se 

convierta en ley en los sesenta días siguientes a su publicación. En este 

caso, efectivamente, el decreto-ley pierde eficacia desde su publicación, 

lo que equivale a no haber existido nunca".10 

De la Garza señala que la terminación de la vigencia de las leyes puede 

produi;irse por caducidad o por derogación: 

"A) Caducidad. El concepto de caducidad lo recoge del pensamiento de 

Rossy, al indicar que las leyes caducan cuando llevan en sí mismas la 

indicación del límite de su vigencia. La caducidad puede ser de dos 

clases: por razón de tiempo y por razón de la finalidad. Por razón del 

tiempo caducan las leyes por extinguirse el plazo para el que fueron 

1D BERURI, Anlor.lci, ~irfrnok !Kttcho T~1t.uiot'p.ciI. p.l l5. 
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expedidas. A~í sucede con las leyes de ingresos y de presupuestos de 

egresos, las cuales por disposición constitucional tienen duración de un 

año, y porque además ellas mismas establecen el afio fiscal durante el 

cual van a estar en vigor (Art. 74 fracción IV constitucional). Por razón 

de la finalidad, significa el total cumplimiento de los fines de una ley. Es 

el caso de las disposiciones transitorias". 

"B) Derogación. Está puede ser expresa o tácita. La derogación expresa 

puede ser total y entonces se le llama también abrogación. Tiene la 

ventaja de que evita la consulta de disposiciones anteriores, y con ello, 

las discusiones sobre su vigencia. La derogación expresa puede ser 

parcial cuando deroga únicamente las disposiciones anteriores que se 

opone¡i a la ley derogante. La derogación mixta tiene lugar cuando se 

deroga expresa y totalmente una ley y parcialmente las que se opongan 

a la ley derogante". 

"La derogación tácita opera por aplicación del principio general de 

Derecho de que la ley posterior deroga la anterior, cuando es 

incompatible con la nueva ley. En el caso de derogación tácita es 

necesario tener especial cuidado con la j"rarquía de las leyes".11 

Esta clase de derogación, es quizás la forma más cómoda y usual de 

proceder a la derogación de normas anteriores, suele operar a través de 

las conocidas cláusulas finales derogatorias y, en general siempre que lo 

dispuesto en una norma resulta incompatible con lo dispuesto en otra de 

igual o inferior rango. Pero, precisamente, esta mayor comodidad para 
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el legislador, es fuente de innumerables problemas para la 

Administración, para el contribuyente y para los Tribunales de justicia, 

pues no es tarea fácil averiguar en muchas ocasiones en que medida tal 

o cual disposición contradice lo dispuesto en tal otra.n 

El sistema jurídico mexicano establece el principio de la vigencia 

indefinida de las leyes al señalar que "La ley sólo queda abrogada o 

derogada o por otra posterior que así lo declare expresamente o que 

contenga disposiciones total o parcialmente incompatibles con la 

anterior .11
73 

Dentro de la teoría jurídica se ha presentado la cuestión de si una 

costumbre puede abrogar una ley, la discusión ha sido muy amplia en la 

teoría francesa, y curiosamente uno de los mas grandes representantes 

de dicha escuela, Bonnecase, sostiene que en efecto una costumbre 

puede abrogar a una ley." 

Para el ordenamiento jurídico mexicano la discusión no tiene mucho 

sentido pues en nuestro sistema de jerarquía de normas la ley prevalece 

sobre la costumbre y las practicas." 

En México el control jurisdiccional sobre las leyes inconstitucionales no 

es una derogación o abrogación a la ley, porque quebrantaría el 

72 PEREZ DE AYAl.A. JMé L, GONZ.'\U.Z [us.cb10, Cww de Ckr«ho Tribl..uario, ({) t.L\DRIO, EDERSA, 197S, p65 y 
,¡&'· 
73 Articulo 9o. del C.6d1go Cmf pan c:I D~tnto Federal \igente. 

74 BUNNECASE. Juhc.n,/ruroducción d üruJio dtl /Xr«ho, \'o! l. PucbLt, Mtxico, CajiQ. 194-1, p 197 'i !.IJ;S. 

75 •¡n .. IO Cootra l.i ~'1ncu de b ky no puede 3!eganc d~~. costumbre o práctica en contr.mo.", Código Civil dc.J 

~· 
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principio de división de poderes, al arrogarse funciones el Poder Judicial 

Federal que no le corresponden, ya que el acto de lao derogación es 

propio del órgano legislativo. 

"Una de las virtudes de el Juicio de Amparo consiste en que el 

procedimiento en el que se desarrolla es sigiloso, de tal manera que no 

hiere la .mccptihilidad de los poderes o autoridades cuyos actos ataca."" 

El hecho de que la jurisdicción declare, e11 wi caso partiwlar, con 

exclusión de otros, que una ley, en sí misma, viola las garantías 

individuales o produce una alteración al régimen federal, no significa la 

derogación de dicha ley. Son, pues, dos conceptos totalmente distintos 

la inaplicabilidad de la ley al caso particular de que se trate, y su 

derogación o abrogación que sólo compete al órgano al cual la 

constitución inviste con la facultad legislativa. Si en materia de amparo, 

y principalmente cuanto éste se promueve contra leyes, la sentencia 

respectiva fuese erga om11es, si tuviera efectos de invalidación jurídica 

general de una disposición legal, contrariamente a lo preceptuado por el 

artículo 107, la jurisdicción invadiría evidentemente la esfera de 

competencia constitucional de la legislación, produciéndose el 

desequilibrio de los poderes constitucionalcs.11 

La actuación del órgano judicial se ejerce sin herir ta .mceptihilidad del 

Congreso o de las legislaturas locales, declarando que una ley por 

contravenir los mandatos constitucionales, propiamente se te reputa 

76 BUlUiOA. ORlllUéLJ\, I~naoo, El Jwdo tk Ampar<1, Mtuco, Porrú~, l '11-1, p 219. 

77 HURCJOA. ORlHUEl.A lgn.1Clo, t:l Juldo dt .impúltJ, <•r.m p.Z20 
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inaplicable e ineficaz para el caso concreto que se somete a su 

conocimiento, no se obliga por ende, al órgano legislativo a abrogar o 

derogar la ley tildada de inconstitucionalidad; no se menoscaba el 

prestigio de la autoridad legisladora, invalidando el acto en sí 

independientemente de su aplicación práctica, sino que simplemente se 

constata que, en el negocio concreto que se somete al conocimiento de 

la corte, la ley no tiene validez y, por lo tanto, no debe observarse en 

virtud de ser inconstitucional, constatación que no implica que en casos 

futuros las autoridades no insistieran en su aplicación, debido a que las 

declaraciones judiciales en el ser:tido de reputar a una ley como 

contraria a la Constitución, sólo tiene efectos en el caso particular que 

las provoca, sin poder hacerse extensivas a otras situaciones no 

planteadas ante el órgano jurisdiccional de control. 

En materia fiscal encontramos la vigencia determinada de la ley cuando 

se trata de la Ley de Ingresos, la respectiva Ley .de Egresos del 

Presupuesto de la Federación, así como las moratorias fiscales. 

Respecto a las leyes con carácter indefinido, la derogación o abrogación 

debe deber ser en forma fehaciente, es decir que Ja derogación sea 

expresa. 

Es de observarse que dentro de esta misma materia sucede otro 

fenómeno, que se le conoce como la suspensión de las normas fiscales, 

es decir, las leyes que temporalmente dejan en suspenso la aplicación de 

otras; está suspensión se originó en razón de unificar el sistema fiscal 

mexicano. La suspensión puede presentarse de manera expresa o tácita. 
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La suspensión expresa es un rcqu1SJ!o para adherirse al Sistema 

Nacional de Coordinación Fiscal, por el cual los Estados convienen en 

derogar o dejar en suspenso algunos gravámenes. 

La suspensión tácita opera cuando después que una ley establece una 

contribución, una Ley de Ingresos de Ja Federación ya no contempla 

dicha contribución, por lo tanto automáticamente ocurre la suspensión; 

suele confundirse con la derogación tácita de la contribución, pero no 

debe concebirse como tal, porque, en cualquier otro momento la Ley de 

Ingresos puede volver a contemplar dicha contribución, entonces 

quedará sin efectos la suspensión tácita o pérdida de "vigencia material" 

(positividad) de dichas leyes.,. 

Eusebio Gonzalez y Pérez de AyaJa,, señalan, que parece admitirse la 

aplicabilidad automática de la legislación declarada en suspenso por la 

disposición temporal de que se trate, una vez cumplido el plazo de 

vigencia que la misma norma marcó. 

78CARDENAS E.LlZONDO, FrancUcolntroJu.uWn al Eltudio d.:l fJrnd1u Htn:l,op. cit. p.163 y1ip. 
79 PEREZ.DB AYl\L\.Jot.t L., GONZAU~. Em.cbio, Curn1Je(>acd10 Dibuwrio,op. til., p.65. 
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IV. ¿cuAL ES EL EFECTO DE LA INICIACION DE LA 

VIGENCIA NORMATIVA? 

Ahora bien, después de haber tratado el momento en el cual una ley se 

torna vigente y el momento en que pierde tal vigencia. Se debe aclarar 

los efectos que dicha ley produce durante el citado período. 

La ley, por su misma naturaleza, es un acto de autoridad esencialmente 

continuo; es decir, que mientras no se derogue o se abrogue, rige todos 

los casos concretos que se presenten durante el período de su vigencia, 

proyectándose permanente e ininterrumpidamente en forma obligatoria 

sobre ellos. 

Ahora bien, atendiendo a la forma en cómo surte efectos una ley en las 

esferas en que va operar, es decir, la rnusación pn!clica de los efeclos de 

una ley, se puede decir que éstos se producen mediata o 

inmediatamente, a partir de la vigencia constitucional de la disposición 

legal. 

En efecto, se dice que las consecuencias de una ley st: producen 

mediatamente, cuando por su sola expedición no se engendra afectación 

alguna en las situaciones prácticas en que opere, sino que se requiere la 

comisión de un acto de autoridad posterior que imponga o haga 

observar los mandatos legales. En esta hipótesis, la observancia, el 

acatamiento de una ley, se hacen efectivos mediante un hecho posterior, 

por Jo que su sola promulgación, su mera existencia corno tal, es inocua 

para producir efecto alguno en la situación que va a afectar, puesto que 
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es incfispensable la realización de un acto de autoridad posterior, 

concreto, que aplique la norma jurídica. 

Por el contrario, existen leyes que no necesitan de una aplicación 

posterior para producir sus efectos en las situuciones para las que están 

destinadas a operar, sino que su sola promulgación ya implica una 

evidente obligatoriedad efectiva y actual para las personas o categorías 

de personas por ellas previstas, a las cuales afecta, por tal motivo, 

inmediatamente. Estas disposiciones legales, que no requieren parn la 

causación de sus efectos jurídicos ningún acto aplicativo, concreto y 

posterior, se denominan a1110-11plicatims, por tener en sí mismas su 

aplicación práctica, por engendrar, por el solo hecho de su expedición 

constitucional, la consiguiente afectación de las esferas, hipótesis y casos 

en ellas comprendidos."° 

80 "Dice :i.J respttto 1.aljurispt111knd;i, ~cnt11d1 en v.m_i\ cjcrurom.i' T.ln!o d anf;:Ulo IUJ com1JrudonaJ, como el primero de 

su ley n:glamcnt.lri.1,er.uMn:cn 13 prrw:nknri11 dd juicio l/c ;nnparo cnn!rJ l.\1 l0r1, 'cmo 'ontra cualqu1C'r ac10 lle ¡¡uforiJ.\1f. 

l:o ttnninos nhsir.1ctct.. djuido ru1 p11ale inid.11n.c (,jno a f'Clinón de !.J p.me kgil1m.t, nrocs, de p.mede:i quifn lil lcyod 

11cto 1g111\i.1t, funJ:inJ¡1ll1 rn algUn dl'n'Cbo g~r.1uüz.1do por IJ (\lruf1rurit"in. Ahu1a l•ien, i1.11Jndo p~e t!J/lrl1l1nr t'<1"k1idapor 

la lry In 1-iolw;i:ln í()(lltiJlMi1irul lflU' diori;."n'I aljuiáo de JirUWtrlaJ? l.3 l!Octrina y IJjuti.!prudencia h.1n rJisringulJo tro <':\Tailos 

de lll lcy,~1ln l.tf.hvt:nirJ.itl de dech'G que prt't.!at'C: en d r'f'Íttltro, IJ ley time un car.ieter de numL!mlcnru lnofcmi\-11, qu~ Ol' 

d11i1t ni 11fc-da a ptnonl alguna, por su w!J promul~aci~n. rues10 que lfA preccptns gcncr.tlr.s sin il~¡;n.i.r pcaun.u; Li Sup1tma 

Curte: lt.J 01<1bkcido que es irupro.:clcntc cunu;i L1 soLl opcJkión Je un.1h:y,1¡uc mnlcnga !lruc.imcnrc: ®~icioncs de 

e:iraaer gcne:nrl, ya que m1rnrra.~ no se cjt-rure. o aplique, dd~ [TiJUidt'f<ttie rnruo lelra mucttJ, y a n.1die ofende ni ~ll\11 

petJWcio; por tanro, b dctMnd:t 1¡uc r.c cndcruc conlra un,1 ley de es!J n.uurJkJ.J, oo puct:!e ~perar, 11.unque ~ pid.1 

atlum·itmcnrc conua l.i Jl,{'lr.Wón de que d qui:JOSO qucd.1 oomprcnd1do dcnfro d~ 5:U dt.sp.~ldm•d; nu ~ hast11111c Jl"nt 

consid~r proo..~eillc d a:np11m n•nlr.i una ky, IJ citcUJU!.tncia tln1ca de que bs aulond.'\dd admrnisr~1rv;u se nieguen 11 

do:lar.tr que aquella oo o •piír.:il>fc 11/ qu<"jt"'-'.1, ¡11.Jrqu~ 0<1 M: cncucnrr:a rornp~nJido entre b.s pen.on:u 3 qu1ena arec1a d 

rumpfünictHo de U lq.; el amp;110 no o. apio J'Mll oh101r.r L1 dhpr~ de una kyde c.:1.cicler genera!,}' enlrc t.lnlo pcrn1inrJC.t 

~ ~ E.n11.do, t10 puOOe -w:r impugn.1d;¡ en!:\\[.¡ ro1~111ucio:u/; el sr&WU!o nrado no d del.u leya. dt- arci1fo autnmAtic.i, ~ 

decir, cu;indo 'lU prcct-ptrr1.1kncn un •añncrdc tnmcdiJt.11nen1e oMig.:¡romn, rur l.J s.ola pmruulgacMn; btc <'3. d °'~'de la~ 

k)'t:f. que en pn'C'l'ptos tc..-.-Ulcn ).¡ fonu3 gener.il,design.:in fll=íSOnJ¡ o rnmprenden inifo1dur>.\ inn•lmin.1Jcl\ rx-ro f•icn rJdmidO'i 

p.irLu co11diciont:1., nrcun~l.tncl.'JSy pos1c1!'.ln en que i.e erHUentran,ycnlon,--e<, quicno1kmuc.r1en 1¡t/\'. l:'3tfir. cc..•mprcnJ1dos i:n 

IJ do;ign;i;ción de L:i ky. he.:ien el CJciCICr de agr;nlJJ!'I:'. por dL1 y pt:nnn11li<l-id fl.Jr.I pnimnH·r t•J juicio de 3m¡uro conrr:i IJ 

mism.l; lls IC)'CS en a!gun::is flCli.~.onei; comprcnJcn 11 p:norus llclt•1111in.iJ.l\ p:.'í ci1curnt.inci.u cuncret.u que lls delem1i!L1" de 

nunera clara, romo cuand<1 \C rdicn:n :i 1~ Jm-cJorcs t11po1ec.1nos. sm dcs1grución de perwn.u; en e<fe mi.,nio l.4lM1, et.IJ5 

mUmM pcn.on . .u ar.in oblt.~Jdu bJcer o depr de h;i~r y si tntentJn ejero1.u SU\ Jcn:dul.\, hadcnJn pu:im omi<,(J de la!'}, )1 

por lo muOlo su cxpedicióo }'J akclJ a ~ dalgn.:tJcis, IC'i c.11a.1 un pcrjuki.i y no~ ncCUJ.1io que etÍ!le un pnncipro de 

cjcructOa p;¡.r.1 qu~ puedan ~1cil.'lr el amp<l!O rontn !.1 lry, 1mkprnilicn1i:muuc i¡ue pued.111 h.1ccrlo ronrra Jclo conercro de 

11p11c.Jdór:. (amp.iro conrra J~cs): el tm:CTO y UlfJlnn C$L:>do \l: refine a h\ kP-"'- de •<J.rkh.T gcncr.il pt.nl.a_s en <icto de 
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En relación al comienzo y fin de la vigencia, De la GarLa resalta tres 

problemass1: la restauración, la supervivencia o 11/traactividad de la ley 

derog;~da y la retroactividad. 

Respecto a la restauración señala que una ley derogada recobra su 

vigencia y esto sólo puede suceder cuando así lo dispone expresamente 

una nueva voluntad del legislador, cita por ejemplo, "la Ley de Ingresos 

de la Federación (XII-30-61), dispone (art. 5 transitorio) que "el 

impuesto sobre el consumo de algodón, establecido en el Art. lo. , 

fracción IV, Inciso II, de dicha Ley, se recaudará de conformidad con la 

Ley del Impuesto sobre Consumo de Algodón de 20 de junio de 1944 

cuya vigencia se restablece en su totalidad a partir del lo. de enero de 

1962 en toda la República." 

La supervivencia o 11/traactividad de la ley derogada es el fenómeno 

opuesto al de la retroactividad, pues significa que la ley derogada 

continuará en vigor parcialmente a pesar de la expedición de la nueva 

ley. 

cjt."\."UCiOc. C\ drcir, cu.indo por me,ho tic un ac10 de autortd.ld distimo dd leg'tslarh.u, s.e tjl".ciuc matt:rlalmcmc el (lm:cplo 1¡uc 

se consldm cootrario a 1l C~litución, en 01~ ttrrumos., cuando L\ ley se ~plica a tkmminad.u pcrw!Ul, mnlianlc act~ 

toDttcl°" tjccutado5 en su con1r:a poralguM auloridad. l.a actMJiul po .. 1aior de un óq::,1no dd podcr pClbliro, h:i.cc que lJ ley 
abs1mta. roncn:Undm.e en un C!l.\ll p.lnlcul:ir, mn.,tituya un ulm1je al dc:nxho tic alguno; G cnlonces cwndo L1 ley .ldquicrc 

um1 ai:o.1rncia ll'.l!, y cuJ.ndu uc.i p.:IWllJ. ufcnJ1d.1 ti~-nl' el dcrccho de pedir :imp;iro con1r:1 su .:iplkadón, y en o.1e l11fimo ca.vi, 
cl t&minu pan pc:dir amp.iro. lr:mscum, a pa:1ir del coaocimienlo dd .wo de 11pli01cifin.~ HUIHiOA, ORlfilJEIA, Ignllcio, 

El Juirúi r.k ¡lmpüró, op. cit. pp.2Z~ y 225. 
81 cfr. DEL\ GARZA. Sergio F~nruco, lkrtchiJ IUtanáao Ma:icunv, op.cit. ¡1.5 l y sig\. 
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En términos generales la ley nueva produce un efecto inmediato, en el 

sentido de que a partir de su entrada en vigor, rige todos Jos actos y 

hechos jurídicos que se produzcan durante su vigencia. Así en principio, 

la ley sólo se aplica a los hechos realizados duramc el tiempo en que estti 

e11 vigor. Sin embargo, a veces la ley reglamenta hechos amen"on-s a su 

promulgación o posteriores a su a brugación .0> 

Lo anterior significa, en otras palabras, que las leyes disponen para lo 

futuro, "no hay posibilidades de gravar retroactivamente hechos 

anteriores que han quedado concluidos bajo el imperio de otras leyes"SJ 

Son dos las excepciones a esta regla, la ultraactividad y la retroactividad 

de la ley. 

Se entiende por ultraactividad de la ley, cuando está ya ha sido 

formalmente derogada, pero extiende sus efectos hacía al futuro. 

V. lQt}E ES LA RETROACrIVIDAD? 

El efecto retroactivo de la ley significa que en vez de que esta tenga un 

efecto inmediato a su entrada en vigor, se le da fuer7.a para que obre 

82 Se obcr-'3 qlK' l:t doctrin.J francv..:1 n:'l.r.'t: r..., idl"3 de 11mniu1g.1Li"'t1 del lkrccho H.om.lnO', porqui: en ble a.-c conccHi a L1 

protiulpdóo co:DO puNIC.lción. PLANIOL M.m:d, RIPERT Gnirp3., foiwdo f;knunrd Je l~ 0}1/, tr..d. CAJICJ\ Jr. 

Jost M .. Mtdm, I'JSI, p !:!._"l. 

81 AHUMADA, Ciuíl!mn11 Tr1J11Jdt1 de fwm:at /':.iNiúu, \'t-1.I 
Ar¡aitina, ASSANDRl, 19-l.ll, r :?3 
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sobre ~I pasado (leyes er post facto),., es decir, que estudia la legalidad 

de los actos o hechos jurídicos que se originaron antes de su 

publicación, es decir bajo la vigencia de la ley ya derogada." 

A contrario sem-11, la irretroacth~dad de la ley, "es el principio según el 

cual las disposiciones contenidas en las normas jurídicas no deben ser 

aplicadas a los hechos que se realizaron antes de la entrada en vigor de 

dichas normas"."" 

Sánchcz-Covisas1 antes de referirse al concepto de retroactividad, habla 

del término colisión, afirmando "que eriste colisión e11tre dos 

proposiciones legales rnando afecta11 a un mümo supuesto de hecho 

consecuencias jurídicas incompatibles". 

La retroactividad puede presentarse en dos formas: a) ya sea que la ley 

nueva estudie las situaciones jurídicas nacidas en el ámbito de la ley 

vieja, o b) cuando con anterioridad no hubiere ley que previese. la 

situación jurídica regulada en la nueva norma. Por lo tanto no 

necesariamente la retroactividad se presenta como un conflicto de leyes 

en el tiempo, es decir entre dos leyes que regulan el mismo acto, hecho 

o situación jurídica, en virtud de que también puede darse cuando la ley 

regula una situación hasta entonces imprevista legalmente. 

IU La \"Dl rcuoo.:tMd.ld es n.ceptad.J por ll AcaJemt.i en lSJ.! )' \'trnc Ud IJtln uctJ, t¡uc r¡uie1t: <lrcir ~co.a~ hcch.u-, neutro 

plural de aGIW. .x1a, «JUM p:in1cipio de a{Pr, que quir..'fc dt·1·1r tihrJr. COROMINA, Joan, PA.SCUAL, Jrl!o~ A. Di~·cianarió 

Crl!Jco EziMcMsico C.i.Jttll.:110 t lli1]'Jriko, Wm•• A-CA, M.:uJnJ, E--.p.¡ñ.t,Gn'll<...., l'ISI), 

8.S En r.u attf<!ón m.u simple, rrlroac!rndJ,l !1gr11f1c.l ulldiwl dt rrt"l&CU~n. lll ecpn~i.~n rdn1.&Clho rmneoe del Lllfn 

Tt't10lk"tum. 5upioo de reuOügar, hJccr rctro.:cdcr. El aiJ;ciho c. qut obr. o Utnt ruina ""'b" d pa...do. l>icd.?n.Jrio dt la 

l,cngua f}¡J1.1iióla, 1omo V, l·.J.¡ul\.1, Re.al Ac.;idem1.1 E.sp.11\0Ll, 1970, p 1152 

R6 nkc:io1wri11Jw1J1.:u,\faie"i;nn, lt•mo 1-0, Mb.1~'( .. [DStl[UIO de ln\t:'>lip~1'mC'S Jurl'Ji~. romi4, I'A2. p.J824 

S7 SANCllEZ COVISA IU:H.NANUO, Jooqu{r., /,.J 1 i~'Cl'1C1.i ·rur.,_"O';J../ Jr {u l.ry tri d Or,fm..rmimtulurlJicu Vi·r.aufann, \'111. 

XI, ClracJ.J., VcnC'LUt'li, Fltul1:11l J~· 1kn:d10, 19~6. p.11.i 
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La doctrinass ha estudiado el concepto de retroactividad desde un punto 

de vista abstracto, dividiéndose en este sentido en dos posiciones, por 

una parte vemos el sector monista, que inicia su análisis desde un 

concepto unívoco de Ja retroactividad; y por otro lado, el sector con 

una visión pluralista del concepto de retroactividad, es decir, que admite 

ciertos grados de retroactividad. 

A) DOCTRINA MONISTA 

Esta doctrina se inicia con el postulado que ofrece Paul Roubicr, al 

setialar que el efecto retroactivo y el efecto inmediato de la ley, son Ja 

base fundamental de los conflictos de las leyes. Se entiende por efecto 

retroactivo la aplicación de Ja ley en el pasado y por efecto inmediato Ja 

aplicación de Ja misma en el presente. si la ley pretende regular hechos 

cumplidos (Jacta praeteritcz) es retroactiva; si pretende regular 

situaciones en curso (Jczctcz pendentia) habrá que establecer una 

separación entre las partes anteriores a la fecha del cambio normativo, 

que no podrán ser alcanzadas sin retroactividad, y la~ partes posteriores, 

para las cuales la ley nueva no tendrá más que el efecto inmediato; 

respecto a los hechos futuros (Jacta futura) es claro que la ley no es 

nunca retroactiva. 

Los anotadores de Enncccerus parten de un concepto unívoco de 

retroactividad, la idea de retroactividad no puede interpretarse más que 

como "acción hacia atrás". 
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De esto se puede resumir que la forma pura o el único grado de 

retroactividad que va admitir es aquel, en el cual, la ley se aplique a 

hechos o situaciones jurídicas nacidas a instancia de la ley derogada, 

con la característica, que éstos hayan quedado totalmente consumados. 

B) DOCfRINA PLURALISTA 

Esta éorriente doctrinal admite o impone de acuerdo a los casos 

aplicables, grados o formas templadas de retroactividad. Así, cierto 

sector doctrinal distingue dos grados de retroactividad (primero o de 

grado débil; segundo o de grado fuerte); y otro, más numeroso, admite 

hasta tres variantes en dicho concepto. 

La aplicación de la ley a hechos anteriores de su publicación, puede ser 

absoluta o limitada. La forma de la retroactividad puede variar de 

intensidad: 
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A) Eficacia retroactiva de carácter pleno, absoluto o total. La ley es 

retroactiva en todos los derechos o situaciones existentes a su entrada 

en vigor, es decir es la aplicación de la ley nueva a todos los efectos . 

anteriores a su vigencia. 

B) Grado medio. La ley actúa desde que otra anterior rija. Es el caso de 

las reformas de las leyes. 



C) Mínima. La ley sólo actúa en ciertos aspectos de la relación jurídica . ., 

El criterio del Tribunal Constitucional Español entiende, grado medio 

de retroactividad, como aquél que incide sobre efectos jurídicos ya 

producidos y todavía no agotados o consumidos de las situaciones 

anteriores que perviven tras el cambio legislativo; respecto al grado 

mínimo de retroactividad seiiala que no constituye una vulneración a los 

preceptos constitucionales españoles (art. 9.3 constitucional).90 

López Menudo analiza la siguiente tesis referente a los grados de 

retroactividad: 

La retroactividad de grado máximo, "supone que la nueva ley se aplica 

tanto a la relación jurídica básica, constituida bajo la normativa anterior, 

como a los efectos jurídicos producidos y ejecutados bajo aquélla 

legislación. Es la retroactividad en sentido estricto por cuanto implica 

una neta acción hacia atrás de la norma nueva. En suma, la 

retroactividad de grado máximo supone la auténtica revisión de los 

hechos y efectos jurídicos consolidados. 

La retroactividad de grado medio consiste en la aplicación de la nueva 

ley a los efectos jurídicos de la legislación básica, que habiendo nacido 

bajo la legislación anterior hubieran de ejercitarse bajo la nueva 

(intereses devengados bajo la legislación anterior pero aún no pagados). 

89CARRETERO PEREZAJolfn,Darchl.•f'ínanáno,op. cil. p.74 
90 QUERAT, Juan MuUn, JuriJptudenáa F'innndaa y Tnf.ut,;na dd Tribunal Corur:úud011'1/, TO!llo 1, l~ll, CMW., 196.1, Jl· 
l62ys.igs. 
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La retroactividad de grado mínimo supone que la ley se aplica a los 

efectos de una relación jurídica regulada según la legislación anterior, 

pero sólo a los que mizcan después de la vigencia de la nueva ley (una 

ley nueva modifique lo establecido en un contrato de obra pública 

nacido bajo el régimen de la legislación anterior). 

VI. lA QUIEN VINCULA EL PRINCIPIO DE 

IRRETROACTlVIDAD? 

El principio de irretroactívidad de las nonnas no vfncula al le¡;:islador, sino 

que se impone al juez. Este postulado se consideraba un imperativo 

categórico con carácter general, ya que había sido de explorado derecho 

el reconocimiento a la ley de poder extender su acción al tiempo pasado 

y la correlativa prohibición al juzgador de hacer lo propio. Sin embargo 

se observó en el error en que se estaba incurriendo, por lo tanto dicho 

principio se extiende tanto al legislador como al órgano encargado para 

aplicar la ley. 

La posibilidad de la retroactividad de la ley está limitada por los 

derechos amparados por garantías constitucionales. 

61 



VII.FUNDAMENTO DE LA IRRETROACTIVIDAD 

A) TESIS DE LA SEGURIDAD CONTRACilJAL DE PLANIOL Y 

RIPERT 

En principio se considera a Ja irretroactividad de las leyes una de las 

bases de la libertad civil (libertad en cuanto contratación), y se acoge 

como un principio que vela la seguridad contractual. 

Planiol y Ripert sciialan que "las razones que obligaron a establecer este 

principio son muy sencillas; este principio es la salvaguarda necesaria de 

los intereses individuales. Ninguna seguridad existiría para los 

particulares, si sus derechos, fortuna, condición personal, y los efectos 

de sus actos y contratos, pudiesen a cada instante ser modificados, 

suprimidos por un cambio de voluntad del legislador. El interés general, 

que en esta materia es la resultante de Jos intereses individuales, exige, 

pues, que lo realizado regularmente bajo el imperio <le una ley se 

considere válido, y por consiguiente, estable, aun después del cambio de 

legislación."" 

B) TESIS DE H.LA HART 

Hartr. al estudiar el vínculo que existe entre la validez jurídica y el valor 

moral, señala que en Ja aplicación de la norma jurídica siempre existe 

cierta moralidad, que la conexión entre el derecho y la moral es 

91 PU\N!OL. M:m::d, RJPfRT, Gcor¡;o, 1i.:mJo /-1ant11111l dr l.Jr:rrcho C11i/, ('f· dr., p.127. 

9Z CTr. llAf'lT.11.LA.,E/ Concr{"o•k lknxhrJ, Mt<icc:.. Editonal t"am•n3l, 1%0, r· :?47 y ~ig~. 
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inseparable y al tratar de demostrar estas pretensiones, menciona seis 

formas, entre las cuales ubica los principios de legalidad y justicia. 

El citado autor sostiene una cierta idea "objetiva" de justicia, justicia 

como aplicación del derecho, justicia como legalidad, que consiste 

simplemente en tomar en serio la noción de que lo que ha de aplicarse a 

una multiplicidad de personas diferentes es 1.1 misma regla general, sin 

prejuicios, intereses o caprichos. Esta imparcialidad es lo que están 

dirigidos a asegurar los principios procesales conocidos por los juristas 

ingleses y norteamericanos como principios de "Justicia Natural". De 

aquí que, aunque las normas mtís abominables pueden ser justamente 

aplicadas, en la mera noción de aplicar una regla general de derecho 

tenemos por lo menos el germen, o algún germen, de la justicia, así pues 

señala que necesariamente se realiza un mínimo de justicia dondequiera 

la conducta humana es controlada mediante reglas generales que se 

hacen conocer públicamente y son judicialmente aplicadas. 

Aparecen otros aspectos adicionales de esta forma mínima de justicia, 

que podríamos llamar "natural", si analizamos lo que de hecho va 

implirado en cualquier método de control social - tanto en las reglas de 

juegos como en el derecho- que consista primariamente en pautas o 

criterios generales de conducta comunicados a clases de personas, de 

quienes se espera que los entiendan y se ajusten a las reglas sin nuevas 

directivas oficiales. Para que funcione un control social de este tipo, las 

reglas tienen que satisfacer ciertos requisitos; han de ser inteligibles y 

poder ser obedecidas por la mayoría y, en principio, no deben ser 

retroactiva~, aunque excepcionalmente pueden serlo. Esto significa que, 
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en la mayoría de los casos, los que eventualmente sean castigados por la 

transgresión de las reglas lrnbrán tenido la posibilidad y la oportunidad 

de acatarlas. Obviamente estas características del control mediante 

reglas están estrechamente relacionadas con las exigencias de justicia 

que los juristas llaman principios <le legalidad. 

Hart, al hablar de las características del control social, hace hincapié, en 

que dicho control debe ·estar establecido con anterioridad a la 

realización de la conducta humana, es decir, en cualquier sistema 

jurídico, por mtís inicuo que sea, debe existir un halo de justicia, que se 

pueda traducir en el establecimiento de normas jurídicas anteriores al 

acto h':lmano. 

También se justifica la no retroactividad al seüalar, que después de una 

revolución o de conmociones sociales graves, los tribunales de un 

sistema tienen que considerar su actitud frente a las iniquidades morales 

cometidas, guardando, las formas jurídicas, por los ciudadanos o los 

funcionarios bajo el imperio de un régimen anterior. El castigo d~ esas 

iniquidades puede ser vivido como algo socialmente deseable; sin 

embargo, procurarlo mediante una legislación frnnc•m1ente retroactiva, 

que declare delito lo que de acuerdo con el derecho del régimen anterior 

era permitido o incluso obligatorio, puede ser dificil, moralmente 

abominable, o quizás Imposible. 

Un caso de castigo retroactivo no debe ser presentado como si se 

tratara de un caso ordinario de castigo, por un acto que era ilegal en el 

momento de su realización. Por lo menos puede argüirse en favor de la 
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simple doctrina positivista que las reglas moralmente inicuas pueden ser 

derecho, que ella no oculta elección entre males que, en circunstancias 

extremas, podemos vemos en k1 necesidad de efectuar. 

En e~ta línea de pensamiento, Hmt sostiene, que en ninguna 

circunstancia por más injusta que sea, es justificable la retroactividad, 

como fenómeno general, de la norma jurídica. 

C) PRINCIPIO DE CERTIDUMBRE 

El fundamento de la irretroactividad esta relacionado con las bases que 

sustentan el sistema impositivo y con especial referencia al principio de 

certidumbre, "El impuesto que cada individuo está obligado a pagar 

debe ser cierto y no arbitrario. El tiempo de su cobro, In forma de su 

pago, la cantidad adeudada, todo debe ser claro y preciso, lo mismo 

para ~l contribuyente que cualquier otra persona. Donde ocurra lo 

contrario resulta que cualquier persona sujeta a la obligación de 

contribuir estará más o menos sujeta a la voluntad del recaudador, 

quien puede muy bien agravar la situación contributiva en caso de 

malquerencia, o bien lograr cierta dádivas, mediante amenazas. La 

incertidumbre de la contribución da pcihu/o al abuso y favorece la 

corrupción de ciertas gentes que son impopulares por la naturaleza 

misma de sus cargos, aun cuando no incurran en corrupción y abuso. La 

certeza de lo que cada individuo tiene obligación de pagar es cuestión 

de tanta importancia, a nuestro modo de ver, que aun una desigualdad 

considerable en el modo de contribuir, no acaITca un mal tan grande -
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según la experiencia de muchas naciones- como la más leve 

incertidumbre en lo que se ha de pagar" . ., 

El principio de certeza se cumple cuando todas las personas naturales o 

jurídicas de una nación saben de antemano si son o no sujeto de un 

impuesto dado, cuánta es la cantidad que deben pagar de acuerdo con 

las normas señaladas por las leyes y cuándo debe realizarse el pago, 

pues al conocer el estatuto orgánico de la tributación, sus reglas precisas 

para ?eterminar la masa imponible, etc., no temen tanto a la 

arbitrariedad de los funcionarios recaudadores. a pesar de que posean 

una marcada tendcnciajismlis1t1. 

En la vulnerabilidad de este principio se presenta la seguridad política 

del propio Estado, pues es bien sabido que, en la inmensa mayoría de 

los casos, las grandes revoluciones que ha conmovido los cimientos de la 

historia han tenido por causa el abuso excesivo de los recaudadores y la 

presión tributaria que agobia al pueblo trabajador. 

El Estado moderno trata, por todos los medios a su alcance, de hacer 

conocer las normas que regulan los impuestos y les hacer propaganda a 

fin de que los contribuyentes no caigan en falta por ignorancia y se les 

haga más gravosa su situación fiscal" 

93SMmt. Ad:Jm. /rnat~1Jn 1ohrelJ /V1Jnuri!c.ayColll.J'ol1 ck fu /?i.¡ua•J Jrb ,ro,',;,.·i.,~J, (j!'iro \', Mairo, fCE, 1958, p 727. 
94 Lorez FRE'1..E. luJc, Prrncipi.m d~ fJocch" Tri.f>u1111W, Lip..1i!J E<lirto:io. l cmt·r, 1 'J60, p. J~ y iip. 
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La ley, en suma, debe ser instrumento suministrador de certeza y no 

vehículo generador de vacilación y confusionismo.•i 

D) PRINCIPIO DE CAPAClDAD CONTRIBUTIVA 

Se ha querido encontrar un nuevo punto de apoyo a la írretroactivídad 

de las leyes tributarias en el principio de la capacidad contributiva. 

Esta tesis, ingeniosa en su formulación y atrayente por su desarrollo, no 

parece, sin embargo, que pueda mantenerse tras la severa crítica de que 

ha sido objeto (Allorio, Amatucci, Schiavcllo, Bcrtora, Gaffuri). En 

efecto, no puede hablarse de desconocimiento de la efectiva capacidad 

contributiva de un sujeto por el hecho de que el legislador conecte el 

nacimiento de una deuda tributaria actual a situaciones de hecho 

pasadas (siempre que esas situaciones fueran reveladoras de 

capacidades contributivas efectivas). Habría que demostrar, más bien la 

ruptura de Ja proporcionalidad prevista por la norma, en el lapso de 

tiempo que habitualmente media entre la contemplación por la norma 

de una cupacidad contributiva relevante y la efectiva incidencia del 

tributo sobre el titular de dicha capacidad había supuesto. Circunstancia 

que, de una parte, no tiene que producirse necesariamente; y, de otra, 

tampoco es privativa de las normas retroactivas,,,, 

El principio de legalidad coadyuva al propio principio de capacidad 

contributiva y el de certeza del tributo, pues el contribuyente ha de 

95 rOINT MES .. ffiE.<;, M:iiin, faruJinr Jühr. raiwt Ttt/lma1io1 Acn1aln, Vol. Tercero, &p;1ful, Uru\·ersn.at de: B:irtdon:i-, 

Publirac:fones, l770. p39. 
96 PERf.Z PE A Y ALA J./_, GONJ'_.\!.t!:/1 ElllCho, Cima~ l>t:mlto 1i-ibutono, op. ár. p.1.,-: 
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conocer el régimen tributario a que están sometidas sus operaciones, 

actividades, de carácter económico antes de realizarlas. 

Las contribuciones deben cumplir con el principio de legalidad, lqué 

significa esto? "el principio de legalidad, que se expresa en el aforismo 

1111/111m trib11111111 sine /ege (no hay tributo sin ley), constituye una garantía 

esencial en el derecho constitucional tributario en cuya virtud se 

requiere que todo tributo sea sancionado por una ley material y fornrnl, 

entendida ésta última como Ja disposición que emana del órgano 

constitucional que tiene la potestad legislativa, conforme a los 

procedimientos establecidos en la Constitución para Ja sanción de las 

leyes y que contiene una norma jurídica. El principio de legalidad del 

tributo encuentra su fundamento en la necesidad de proteger a los 

contribuyentes en su derecho de propiedad, por cuanto los tributos 

importan restricciones a ese derecho, ya que en su virtud se sustrae a 

favor del Estado parte del patrimonio de los particulares y en el estado 

de derecho, ello no es legítimo si no se obtiene por decisión de los 

órgan<?s que las forn1as republicanas de gobierno representan la 

soberanía popular. 

La legalidad - fuente exclusiva del derecho tributario sustantivo y del 

derecho tributario penal (1111//um tribut11111 sine /cge y 1111//1111 crimen et 

poena sine lege)- abarca la obligación jurídica tributaria en sus aspectos 

sustanciales; esto es, debe provenir de la ley formal y material la 

creación y configuración del hecho imponible o presupuesto que hace 

nacer la obligación de tributar" .• , 

97 GAHCIA RFUiUNCE, Horacw, Ton.ru de Dnrdw /n."«1.u:,1, llucn~ !um,Ar~111int1, Ahdn!u P•·rro1. p.7Yy '1p. 
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A lo expuesto se ha de agregar que cualquiera que sea la época en que 

se determine las bases imponibles y las deudas tributarias, estas 

operaciones se atendrán a la legalidad vigente del día en que la 

obligación tributaria nació. 

E) TESIS DE LOPEZ MENUDO 

López Menudo señala que las afirmaciones realizadas por la doctrina 

para fundamentar el principio de Irretroactividad son insuficientes, 

argumentando que obedece a que el problema está condicionado por 

dos cuestiones esenciales: 

- "En primer término, sería preciso que cada uno de esos 

pronunciamientos condenatorios de la retroactividad llevase aneja la 

aclaración de qué se entiende por tal concepto, mfu.1me cuando la 

doctrina más hostil hacia la posibilidad de la retroacción legal es la que 

comúnmente precia un concepto de retroactividad más amplio. En este 

sentido resulta comprensible una abierta actitud condenatozfo por la 

doctrina que, como Rouhier. sustenta un concepto de retroactividad en 

sentid9 estricto, negando sean en ningún caso retroactivas las leyes que 

regulan todas las relaciones y situaciones jurídicas del día de su 

publicación; pero si el concepto de retroactividad se interpreta en un 

sentido material, o sea, no necesariamente relacionado con la acción 

hacía tras es claro que estos pronunciamientos condenatorios, típicos en 

la doctrina sustentadora de un concepto de retroactividad en sentido 

material, hay que rcla1ivizarlus necesariamente, pues extender esos 
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argumentos a toda manifestación de la retroactividad se llegaría 

prácticamente a la conclusión de que todo el ordenamiento atenta a la 

justici~ como a la moral, a la seguridad jurídica, etc". 

"Vemos, pues, cómo la idea de retroactividad juega como algo 

sobreentendido, pero no precisado; esto es un fenómeno siempre 

presente en los diversos tratamientos del derecho illlertemporal. A esto, 

podría objetarse que esos pronunciamientos condenatorios hay que 

entenderlos referidos a un concepto de retroactividad de grado máximo, 

es decir, la retroacción en sentido genuino o en el simple y unívoco 

sentido que tiene para Rouhicr; pero en este caso también esos 

fundamentos carecen de valor explicativo pues no toda retroacción 

h11cí1111tnís atenta a la justicia, al orden, cte., ni se puede decir que la ley 

que acciona para el futuro - retroaccionando materialmente- no atenta 

en ningún caso a esos valores". 

"- En segundo tém1ino, e insistiendo ahora en esta última idea, o sea, la 

ambivalencia o reversibilidad de los valores cuando se conectan con el 

fenómeno de la retroactividad (la justicia, la moral, el orden público, 

sirven tanto para fundamentar el principio de irretroactividad como 

para justificar sus excepciones) es preciso colocar el fundamento del 

principio en un terreno que está enmarcado en lo político por dos 

tendencias contrapuestas: de un lado, la irretroactividad como garantía 

para la conservación de los derechos; de otro, la retroactividad como 

instrumento de transformación social. Tradicionalmente se ha venido 

asociando, de forma simple a nuestro juicio, la primera de las tendencias 

con actitudes reaccionarias y la segunda con posiciones progresistas. En 
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lo jurídico, la traducción de esa controversia estaría compuesta por otro 

par de elementos en supuesta contradicción; un lado, la seguridad 

jurídica como idea ajena a la irretroactividad; enfrente, el interés 

público como título legitimador de la retroactividad; esta oposición 

generará algunos otros pares de ideas contrapuestas y así se dirá, por 

ejemplo, que respecto a las leyes civiles rige el principio de seguridad 

(irretroactividad) mientras que en leyes administrativas tienden al 

principio de igualdad de trato (retroactividad)". 

"Puede comprenderse la dificultad de hallar un fundamento cierto u 

unívoco a un principio enmarcado entre tantas relatividades. Todos y 

cada uno de los argumentos y tendencias favorables o contrarias a la 

retroactividad pueden ser puestos en cuestión: 

La contraposición conservación de derechos-transformación social, o, lo 

que es lo mismo, la identificación del principio de irretroactividad con 

posturas conservadoras y viceversa, quizás traiga su fuerla de su 

carácter esqut:mático y simplificante, como generalmente ocurre en el 

campo- de las ideas, pero teóricamente tiene una hase falsa; en primer 

término porque la garantía de la irrctroactividad no se suficiente para la 

defensa de los derechos, ni la retroactividad es necesaria para operar el 

cambio social ; en segundo lugar porque el instrumento de la 

retroactividad no está avocado a fustigar a una clase determinada sino 

que es utilizable por quienes en cada momento detenten el poder 

político". 
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'Tampoco la seguridad jurídica ni el interés público explican 

suficientemente la irrclroactividad o retroactividad, respectivamente; la 

seguridad absoluta implica el inmovilismo del Derecho invocándose a 

menudo en defensa de intereses egoístas; el interés público no siempre 

exige se dicten leyes retroactivas, amén de que acaso sea más fructífera 

para los intereses públicos una conducta constante del legislador (que 

no regresiva) generadora de confianza. También es sumamente relativa 

la división y la diferencia de regímenes que se predican entre el Derecho 

público y el privado."•s 

Este autor ofrece unn posible solución para dar fundamento ni principio 

de irretroactividad, indicando que Jo más admisible, es buscar un 

fundamento común, unívoco irreversible, que se basaría en el fenómeno 

de la retroactividad en su más pura abstracción. 

El citado autor tiene razón en cuanto a sus críticas, pues sostiene que el 

concepto de retroactividad tiene anexo dos problemas: conservación de 

derechos y transformación social, señalando que la mayoría de las 

doctrinas se inclinan por la irretroactividad por ser garante de seguridad 

jurídica; pero obviando el problema de Ja transformación social. 

1,ópez Menudo, sostiene que dicho sesgo se debe a que se da por 

entenclido el concepto de retroactividad pero que nunca se ha 

especificado claramente, quedando solo en términos relativos pues se 

basan dichas definiciones en valores. 
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"Ya hemos dejado constancia más atrás de algún intento doctrinal 

encaminado a definir la retroactividad abstractarnente, es decir, como 

concepto a priori, válido a efectos legales, independiente de toda 

consideración de orden material. El anhelo de In doctrina en este 

sentid9 esta mas que justificado, pues el hallazgo de un concepto 

unívoco, formal, de la retroactividad vendría a eliminar para siempre 

todas las restantes teorías (la de los ium quaesila y sus derivadas).",,., 

Esta propuesta es criticable pues se observa que cae d.:ntro de la 

corriente kantiana que busca definir al derecho como razón, libre de 

cualquier impureza cmpíric.a; sin embargo el mismo Kant se percató de 

que el mundo totalmente racional del derecho necesita de lo empírico 

para poder existir. En este caso no se puede definir a priori un concepto 

de irretroactividad o retroactividad, es necesario considerar los casos en 

concreto y las circunstancias de cada ordenamiento jurídico así como la 

situación histórica para poder hablar de retroactividad o 

irretroactividad. 

99/bídmt,p.44 
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CAPITULO lII 

!.ORIGEN DEL PRINCIPIO DE LA NO RETROACTIVIDAD DE 

LAS LEYES EN LA DOCfRINA FRANCESA 

La Revolución Francesa fue una revolución masónica cuyos postulados 

se signaban en la igualdad, libertad y fraternidad surge en un ambiente 

impregnado de liberalismo, el cual tiene sus fundamentos dentro de la 

tradición del individualismo. El credo liberal nació como un principio 

organizador de una sociedad dedicada a crear un sistema mercantil. El 

liberalismo sólo surge hasta ya entrado el capitalismo. 

L-i frase del "!illssez faire" se uso por primera vez en Francia en la época 

mercantilista con Colbert, en el siglo XVIII. 

Una clara expresión del liberalismo es el "Código Civil de Napoleón" de 

1805. 

Es dentro de la teoría individualista donde aparece el postulado de los 

derechos adquiridos, como principio protector de la propiedad privada y 

de la autonomía de la voluntad, lo que se puede resumir en tres palabras 

"dar seguridad individual". 

La doctrina civil francesa de la irretroactividad surgió con motivo del 

mencionado Código, al introducirse como novedad en el artículo 

segundo: "La loi npa pas dpeffet rétroactif. elle ne statue _q!!LPQ!!I 
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lpavenir". El principio de la no retroactividad se estableció como tutela 

del patrimonio de las personas civilcs100. 

Sin embargo se advirtió el choque del antiguo régimen con la tendencia 

radical de la aplicación de la nueva legislación, cuyo objetivo era 

obtener rápidamente una unificación, mediante la confección de un 

código y el exterminio inmediato de las múltiples e inciertas costumbres 

locales. Todo esto fue el resultado de la reacción contra la amenaza 

extranjera. 

Esta legislación estuvo impregnada de un espíritu de reforma, espíritu 

que con el paso del tiempo fue reemplazando el añejo conservadurismo 

romano, esto se logró a través de las disposiciones transitorias.101 

Así se observa que la nueva legislación trae aparejada nuevas doctrinas 

impregnadas de un espíritu renovador con la misión de aplastar los 

antiguos regímenes absolutos. 

El sistema jurídico mexicano de principios de siglo adopto tanto en su 

legisla~ión, jurisprudencia como doctrina esta ideología, ya que se 

encuentra sumergída en la misma tradición liberal e individualista. 

100 ROUB!ER, PauJ, [.a Conflms <k !.nis D.in.I le Tor.ps, Tumc l'rcmk·t, P;nü., Rr:cucil Si rey. l?Z9, p.:?D4. 
101 Par.a mJ:s infonoaoóo. :klbre ll..$ uri¡:c~ dd artkulo scgllndo Jd Cé-Ji;o Napokónirn, conftunto.c ROUDIER. Paul, La 
Con/lim Jr LoiJ lJ.Jmlc Tnrf'J,op w., p.~(\b)' siµ. 
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Las leyes secundarias en vigor en materia común datan de esas épocas 

liberal~s102; por lo tanto en la actualidad se sigue conservando esta 

misma tradición. 

A continuación trataremos esas teorías que han servido de sustento en 

nuestro sistema. 

II. TEORIA DE LOS DERECHOS ADQUIRIDOS 

La expresión ius quaesitum (derechos adquiridos) es una de las pocas 

herencias que fue legada por los glosadores y pos/glosadores italianos 

(siglos XIII y X!V). 

Hacia el siglo XVIl, la doctrina del Derecho natural volverá a precisar 

este concepto, matizándolo frente a los derechos innatos. 

Recibe su formulación moderna en las obras de Gabba, Lasalle, Merlin 

de Douai, Fiare por nombrar solo algunos.toJ 

Dentro de está corriente han surgido muy diversas y variadas posturas, 

pero siempre éstas giran en tomo a la concepción de "derechos 

adquiridos", con el objeto de precisar el límite de validez temporal de 

una ley en relación con los actos o hechos ocurridos con anterioridad a 

su vigencia. 

102 F.J C..':rd1go CMI parad Untri10 FCl.ktat en M111cna Cimnlny p.:it:t [odJ. ll HepO.ti!Jcoi en Milrcri.1 FroeraJ Wra dd .atlo 19.ZS, 

d CN1go de \_,{Jmerao tbta J8S9. 

103 <.ffil.hof lk l.jiA!hcr, ,\ut>ry el R.iu, Dcmoioo1be, f.1urrn1, Hi.mdu. Zid:.:me, tiicrtc. cfc~ltT.i. LOPEZ MENUDO, 11 

prinri¡tio di: lrtntoa.:rii-i.J.J.J r:n !a.r nomw.s jund1coadm.1.J1il:r.ufra.1, ,;pcit., p.91. 

76 



Todas estas teorías parten del siguiente postulado "L• ley nueva debe 

respetar los derechos adquiridos de conformidad con la ley anterior": la 

inviolabilidad del derecho adquirido es el fundamento de la máxima, y al 

mismo tiempo el límite de la aplicabilidad inmediata de la ley. 

Este p'rincipio trae aparejadas varias cuestiones importantes y que se 

deben precisar: ¿cuáles son los derechos adquiridos?, /.Cuándo ha de 

entenderse que estos derechos han entrado en el patrimonio de una 

persona?, i.hasta cuándo o hasta qué punto estos derechos ya 

incorporados a ese patrimonio permanecen intangibles para una futura 

le~? y i.la intangibilidad del derecho adquirido significa respeto de su 

existencia únicamente, o también de las consecuencias que constituyen 

sus varias manifestaciones?. 

Se puede advertir de las anteriores interrogantes, que hay incertidumbre 

y desacuerdo sobre el concepto mismo del "derecho adquirido".,., 

Demolombews señala el derecho adquirido es el que debidamente ha 

llegado a ser nuestro, del que estamos investidos, que nos hemos 

apropiado, y que un tercero no puede arrebatamos, y también es la 

consecuencia de un hecho realizado bajo la antigua ley, el cual es 

llH C11\idlo ~!.a que: Ll locudOO de derecliu ad'iuind•l o dclCCl!Kl'..l: "Un dcrttho que fltl 1.ca adquirido, en el 'e11tido de que 
n<l quede l~g.ado a uru pcnona en \irtud de un hn:ho au!.1mcra idóneo para producu :u¡ut'I dclr1mmado p;x1er que forma 'u 
ron1cniJo. no e:. uu dcm:ho•. Por lo t.:u\to o uw o.presión l:iulológic.a, de ahl la gran dlfereoci;i de opinlODQ en tomo al 
c:oocqitow:ibre d cu.,l 1nd..-. dC"berún e:sur de acumlo. COVll:I 1-0, Nimlh, Dotaina Grt.n-.;J dtl /km:ho Cr.:;/', Trad. Felipe 

de J. T1,.'n.1, Unión Ti¡ugrlJkA F~litnrial H~pano-Amenrana, 19\'1, p 11:! 

105 OEMOLOMDE, 0.N."J ~Cu.fe Nqi<>ldm, P;u-U, 1, n. 40 
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principio generador, causa eficiente y directa de aquélla. Es el efecto 

con que los particulares han debido contar. 

GABBA 

En primer término se encuentra la Teoría que es defendida por Gabba, 

que define a Jos derechos adquiridos como "Todo derecho que entró a 

formar parte del patrimonio de alguno a consecuencia de un acto 

idóneo y susceptible de producirlo, en virtud de la ley del tiempo en que 

el hecho hubiere tenido lugar, aunque la ocasión de hacerlo valer no se 

presentase antes de la publicación de la ley nueva, relativa al mismo, y 

por los términos de la ley bajo cuyo imperio se llevará a cabo". 

En otras palabras, se dice, que los derechos son las consecuencias de un 

hecho idóneo para producirlas bajo el imperio de la ley durante la cual 

el hecho se ha realizado, y que si bien no se hicieron valer bajo ella, 

entraron sin embargo durante aqud tiempo a formar parte del 

patrimonio del individuo. 

Así es que para tener el derecho adquirido sería necesario el concurso 

de varios elementos. Desde luego la existencia de una ley, pero como la 

ley no .contempla casos abstractos, es indispensable la verificación de un 

hecho que traduzca en acto la facultad otorgada por la ley. Este hecho 

debe verificarse bajo la antigua ley, y no sólo esto, sino que ha de 

realizarse de acuerdo a las condiciones intrínsecas y de forma exigidas 

por la misma, para que pueda reputarse idóneo para producir 

consecuencias jurídicas. Estas deben presentar una utilidad, y no una 
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utilidad cualquiera, sino una utilidad privada; y aunque no realizadas 

bajo el imperio de la antigua ley, deben haber entrado en ese tiempo a 

formar parte del patrimonio de un individuo; lo cual ocurre cuando la 

persona de que depende el derecho no tiene ya poder de revocarlo. Por 

consiguiente, los derechos adquiridos son tan sólo los derechos 

privados, que han entrado ya a integrar el patrimonio de un individuo, 

sea cual fuera la causa adquisitiva de que deriven: la actividad humana o 

la ley. Aunque de ésta deriven, se distinguen de las facultades de ley que 

son las facultades anteriores a los derechos y un medio para adquirirlos, 

no ya las consecuencias o los efectos de los derechos adquiridos, aun 

cuando puedan considerarse como un desarrollo del concepto del 

derecho mismo o como su transformación. Por eso no son de tenerse 

como consecuencias que entran en el concepto de derecho adquirido, 

los medios de prueba permitidos al tiempo de la conclusión del negocio 

jurídico, y los efectos provenientes de una relación jurídica posterior a 

dicho negocio, unida por la identidad del sujeto, como la renuncia, la 

novación, la eompensación.106 

Pero está fórmula es incompleta ya que no advierte en qué momento 

están integrados los derechos adquiridos en el patrimonio de una 

persona ni tampoco menciona que cuál es la naturaleza de la que gozan 

los derechos adquiridos. 

106GADDA.ú:mroar.hiu: fkUt/~, lt.111.1, \'Ol.ll, 1891, p..14 
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LASA LLE 

Lasalle afirma que, "el concepto de retroactividad no es otra cosa que 

el de una invasión sobre la libertad y la responsabilidad del hombre". 

Recordando las circunstancias históricas, intelectuales y sociales donde 

surge esta doctrina, se puede aseverar que Lasalle alude a la esfera del 

Derecho donde rige la autonomía de la voluntad, ya que en dicha esfera 

la libertad y la responsabilidad del hombre actúan como fuerzas 

creadoras de relaciones jurídicas futuras. Y si se mira a las normas 

imperativas, la libertad y la responsabilidad del hombn: sólo son libertad 

y responsabilidad para el cumplimiento de esas normas. 

La teoría de Lasalie es más precisa al señalar, "Que los derechos 

adquiridos son los realizados mediante actos de la voluntad humana, en 

cuya circunstancia resida la razón por virtud de la cual es jurídicamente 

imposible la retroactividad de la ley; pero aquellos derechos que la ley 

atribuye al individuo sin el concurso de su voluntad, son atributos o 

facultades generales que únicamente subsisten merced a Ja ley que los 

concede y, por tanto, con ella desaparecen." 

Como 'se puede advertir la esencia de la doctrina de Lasalle, se basa en 

los principios fundamentales siguientes; 

1° Las leyes que sólo alcanzan al individuo a través de sus actos 

voluntarios no pueden retrotraer, es decir, obrar hacía el pasado, afectar 

a relaciones ya formadas, sin incurrir en injusta retroactividad; y 
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2° Por el contrario, las leyes que alcanzan al individuo fuera de los actos 

de voluntad, o sea, las leyes que le afectan en las cualidades que no se 

ha dado a sí mismo, que le son comunes con la humanidad entera y que 

proceden de la sociedad, o aquellas que le afectan únicamente en la 

medida en que modifican la sociedad misma en sus instituciones 

orgánicas pueden retrotraerse, es decir, pueden entrar inmediatamente 

en aplicación y afectar a las relaciones existentes, sin que ello implique 

injusta retroactividad. 

Por consiguiente, en el sistema de Lasalle, la noción de derecho 

adquirido entronca directamente con la noción de acto voluntario, o 

sea, el acto que pone en juego la libertad y la responsabilidad del 

hombr!!; en tanto que frente a las leyes que se refieren al fondo de las 

instituciones y al contenido de los derechos, no cabe hablar de derechos 

adquiridos, ya que debe imaginarse que todas ellas existen con una 

condición resolutoria tácita, que es la que lo permita la conciencia 

jurídica colectiva. 

Esta teoría nos permite observar claramente la distinción entre las 

normas de derecho privado y las normas del derecho público. Esta 

distinción se analizará más adelante. 

FIORE 

Fiore, entiende por derecho adquirido, aquel "derecho perfecto", esto 

es, aquél qUt: se debe tener por nacido por el ejercicio integralmente 

realizado o por haberse íntegramente verificado todas las circunstancias 

del acto idóneo según la ley en vigor para atribuir ese derecho. La 
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definición precedente se apoya en la distinción elahorada por los 

glosadores y postglosadores, entre el i11s q11aesitum y la merafacultm: 

La nueva ley no podría ser retroactiva sobre los derechos firmemente 

adquiridos (ius c¡uaesitum firmum) pero sí respecto a sus expectativas 

(ius existens in spe) porque éstas constituyen meras csperam:as, simples 

intereses que el legislador puede modificar a voluntad. 

MERLIN 

Merlin, jurista francés, cuyo pensamiento ha sido recogido por la 

doctrina imperante del siglo XIX, distingue entre derechos adquiridos y 

simples expectativas, mencionando por una parte que "los derechos 

adquiridos son aquellos que ha ingresado definitivamente en nuestro 

dominio (patrimonio) y de los cuales nadie puede ser privado, ni aun de 

la per&ona de quien los obtuvo, es decir, la nueva ley no podría ser 

retroactiva sobre los derechos definitivamente adquiridos, pero sí 

respecto a las simples "expectativas"; señalando por éstas, como simples 

esperanzas o meras posibilidades de adquirir un derecho cuando se 

realice el acontecimiento que ha de darles efectividad, y en estos casos, 

la simple expectativa de derecho puede ser desconocida por una nueva 

ley. 
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BAUDR Y LACANTIN ERIE 

Baudry Lacantinerie partiendo de la precisión que realiza Merlin, indica 

la diferencia que existe entre "facultad legal'' y "ejercicio", considerando 

a la primera como una simple expectativa que no se convierte cD 

derecho adquirido cuando DO es ejercida, y en sentido contrario, el 

ejercicio de tal facultad se traduce en la constitución de un derecho; ello 

es de considerarse , cuando la nueva norma destruye o restringe una 

facultad no ejercida durante la vigencia de la norma anterior, Ja 

aplicación de la primera no es considerada como retroactiva, ya que 

nunca se llegó a constituir el derecho al no haberse ejercitado la 

facultad. La noción de derecho adquirido se presenta bajo la forma de 

un derecho positivo, de una "facultad legal regularmente ejercida". 

DUGUIT 

La teoría de la Escuela de Burdeos, cimentada por Duguit, se resume en 

el enunciado siguiente: "Una ley nueva no puede modificar una 

situación jurídica subjetiva; si lo hace tendría efecto retroactivo.y sería 

contraria al derecho superior. Una ley nueva modificará una situación 

jurídica objetiva en el momento de su promulgación y no por ello tendrá 

efecto retroactivo".101 

La teoría de Duguit contempla, el régimen de los actos jurídicos y los 

regímenes de tas situaciones jurídicas, sean éstas subjetivas u objetivas. 

101 ouourr, Trcú~ r, p.Z.."\8 
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Respecto de los actos jurídicos la solución es muy simple; un acto 

quedará siempre regido por la ley que estaba en vigor cuando aquél se 

produjo, cualesquiera que sean las modificaciones que aquélla sufra 

posteriormente (tempus regit actum ). Así los actos válidos conforme 1" la 

ley del momento en que se produjeron siguen siendo válidos aunque la 

ley posterior venga a modificar las condiciones de forma o fondo de 

tales actos y lo mismo debe decirse de los actos inválidos: toda ley que 

incidiera sobre los actos hechos anteriormente sería retroactiva y ello 

por la razón de que el individuo que actuó conforme a la ley entonces 

vigente quedaría defraudado si una ley dispusiera otra cosa. Esto es 

predicable de todos los actos jurídicos hechos por particulares, 

unilaterales o contractuales1DR 

Como puede observarse Duguit distingue entre siluaciones jurídicas 

objetfras y situaciones jurfdicas subjetivas. Las situaciones objetivas, 

legales o reglamentarias, son generales y configuran status jurídicos de 

todas las personas a las que se refieren y no son efecto de un acto 

eventualmente existente, acto que no es más que una condición de la 

aplicación de la ley misma, esto se puede resumir que son las derivadas 

directamente de la ley, y consecuentemente forman status legales, 

impersonales y permanentes. Situaciones jurídicas objetivas son, por 

ejemplo, las relativas al estado y capacidad de las personas, a la 

nacionalidad, al estado familiar, al régimen de la propiedad, a la 

situación de los funcionarios, cte. Si una Ley modifica estas situaciones 

no por ello puede decirse que tenga efectos retroactivos, ni que 

108 DUGUIT, TRArrE.ll,op. cit., p.231 ·2.35 
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perjudique derechos preexistentes, o sea, que ataque el acto del que 

emanó la situación objetiva porque ese acto no constituye la causa 

eficiente de la situación jurídica sino la condición para la aplicación de 

la ley a tal o cual pcrsona10'1. Verbigracia, el nombramiento de un 

funcionario por el presidente de la República constituye el acto

eondición que coloca a esa persona en el statfil de funcionario. 

La ley que modifica situaciones objetivas no tiene efectos retroactivos, 

porque la modificación es para el futuro (por ejemplo, a partir de la 

publicación de la nueva Ley - no antes de ella -, la mayoría legal de edad 

será a los dieciocho años). No perjudica derechos preexistentes, porqUe, 

nacida de la Ley y no del acto, ha de seguir todas las vicisitudes de la 

Ley, frente a la que no cabe esgrimir derecho alguno (por ejemplo, un 

funcionario no puede exigir que se mantenga invariable a lo largo de su 

carrera administrativa el horario de trabajo existente en el momento en 

que ingresó al servicio). 

Las situaciones jurídicas subjetivas son, por el contrario, las 

determinadas por un acto independiente de la ley que se configuran en 

situaciones individuales, especiales y temporales. 

Su extensión y su alcance son determinadas por un acto o un negocio 

jurídico, no directamente por la Ley, que se limita a hacer posible la 

conclusión de ese acto o negocio (un contrato, por ejemplo). Este 

negocio singular e individual no puede ser afectado por la norma 

posterior. 

109 DIJCilJIT,/.a non rtUú<XrfrittdN loll, p.1(.ti; 1RAflE. np. ciL p. :?..39.1.iO 
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Son situaciones subjetivas, y por tanto intangibles por la nueva ley tanto 

en lo pasado como hacia lo futuro, las obligaciones derivadas de la 

autononúa de la voluntad, en este sentido Duguit prefiere hablar de 

situaciones jurídicas subjetivas en lugar de contractuales, ya que - dice -

muchas de esas situaciones no derivan de un contrato sino <le actos 

unilaterales o plun·latera/es que no son contratos (los cuasicontratos del 

derecho privado; en derecho público, "los actos que contienen 

requerimientos dirigidos a un particular de los que nace la obligación de 

cumplir una cierta prcstación)"no 
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Estas situaciones subjetivas no pueden ser modificadas por una ·ley 

nueva porque ello implicaría la modificación del acto del que dicha 

situación es inmediata consecuencia. 

Para que pueda hablarse de derechos adquiridos propiamente tales es 

necesario, por tanto, que se trate de situaciones subjetivas. Las 

situaciones simplemente objetivas, generales, no dan lugar al nacimiento 

de verdaderos derechos no modificables, sino que son esencialmente 

sustituibles a través de regulaciones nuevaslll 

Así el pensanúcnto de Duguit se puede resumir en los siguientes 

postulados: 

J 10 OUGtJrf, TnJitt_ J rp.cfr. p.31-t 
1J1 OARClA DE ENn::RRt,\ y T.R. fF..RNANDF.7., 0'1W Je D..:T«hoAdminútro:fro Tomo l. t.Lidnd, Cr\iw. l~i, (l-71. 



l. Una ley no puede volver sobre tos actos jurídicos realizados con 

anterioridad. 

2. En cuanto a los efectos de esos actos, la ley nueva debe respetar los 

producidos antes de su promulgación, pero puede modificar esas 

situaciones a partir de aquélla. 

3. La ley nueva no puede modificar las situaciones subjetivas creadas 

con anterioridad, no ya respecto al pasado sino incluso después de su 

promulgación. 

4. Se distingue tres casos de retroactividad a saber: a) Cuando resultan 

afectados los actos jurídicos realizados con anterioridad a la nueva ley; 

b) Cuando la nueva ley afecta a las situaciones objetivas existentes en la 

época anterior a su promulgación, en lo que se refiere a esa época; y c) 

Cuando la nueva ley modifica una situación subjetiva, aunque sólo sea 

para el futuro.11' 

Se puede observar que la ventaja que ofrece esta teoría, es que abre la 

posibilidad de ser aplicada tanto en 

Derecho Público como en Privado, superando así uno de los más graves 

defectos de que suelen adolecer las doctrinas de los derechos 

112 -i:i sl~u1enle supueslo rom¡-n:nde toiLu. Lu rondw.ionl'.$ 11u1criorc; ~up1ir_,1n 11uc UM nut"\o<1 ley quc rq;ula..\C Ll 

cacionalld.:!d; aJ podri dcciJir que k~ extranjero\ n.1cion.1fü.1Jo1o anh::rionn1:n11: qm ... Jcn t1...,,natunili1;1d1.tt o t¡m:: no ¡1ualcn 

\IOUr a ¡urt1r de :;11 promu!g:\dón (ID('.o.1!lic.1óM de Jlatu.f ol;etr.Th); h) no poJn\ dC'CIC que Ot1'5 o.tranjcM nunai olu\"icu•n 

MCIOl\.3.tiuJOI!. (pues moJ1fic:'lrá re1rn.1i:1r.-;uncnte un JtJnu nhjclhn); e) nn po.11.lrá i1w11lidar d \"UlO que ~11 ~u d!J!. cmiiicran ni 

JO\ efectos que prr.Jujn 11n10. de i.u pmmul¡:.tri6n {nmJiGcafL1 n:ln.l.lclÍ\'Jlncnlc un acto juriJico); d) no p1.x..lrá alterar IOll 

negoci1a juriJY.:os qu¡:, mmu 11.1cior1Alc:;, cnmrrt;uan ante:. de l!i 11rrnnu!¡;11·iñn de la IJ11l'\'ll ky aunque tales ne(:OCiC6 ronttnllen 

\iVO$ d~pu\:3. que 1.ian ~ido dc:in.atun!iLadr.a (•upotJJtfa l.l J!tcr:món de una .itwciOn 'ubjetiv.I, iruher.ible Unto lucia el 

¡w.ado roco el (uturof. LOrEZ MENUDO. El pn.>1.-ip1;1 dt lITTTTúJCmid.:i.J c11 /oJ.f Mrmas jurid1cn 11dmu1iW11ti1'df, op.. r:11. 

p.101. 
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adquiridos. Por consiguiente puede tener la capacidad suficiente para 

resolver los problemas que se suscitan entre la Administración pública y 

los particulares. 

Frente a la doctrina de los derechos adquiridos han surgido severas 

críticas que pueden concluir de la siguiente manera: 

l. Se objeta la expresión de Derecho adquirido, puntualizándose qué 

derecho es adquirido, Domenico Barbero señala que la distinción no se 

basa en derechos adquiridos y no adquiridos, sino derechos adquiridos 

antes o después de la entrada en vigor de una nueva ley. 

2. La definición de derechos adquiridos es taxativa, ya que sólo se 

refiere a los derechos patrimoniales, excluyendo los derechos 

extrapatrimoniales como son los derechos familiares y los derechos de 

carácter público. 

3. Está doctrina es débil en la definición de derechos adquiridos, al no 

señalar el alcance del respeto a estos, es decir a las consecuencias de 

estos derechos o simplemente a la existencia de los derechos adquiridos. 

4. Se hace una crítica con especial referencia a la postura de 

Lacantinerie, en cuanto que este autor concibe al derecho adquirido 

como una facultad legal ejercida, en este sentido, el derecho no se 

condiciona a ser ejercitado ni a cumplir una obligación, es decir que el 

derecho existe sin ningún tipo de condición, García Máynez indica que 
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es posible tener derechos y no ejercitarlos, como también lo es tener 

obligaciones y no cumplirlas. 

S. Igualmente se objeta la diferencia entre los derechos adquiridos y las 

simples expectativas, sobre todo cuando existen algunas expectativas 

merecedoras de protección (testamento ya realizado antes de que se 

abra la sucesión) y derechos plenamente adquiridos que resultan 

insostenibles (derecho feudales o la esclavitud). 

6. De- Castro afirma que a los derechos adquiridos "se les había 

convertido en una nueva etiqueta para rotular las situaciones a las que 

se deseaba inmunizar de los efectos de la nueva ley''.rn 

7. Quizás el mayor inconveniente de esta teoría radique en su dificultad 

para explicar la pretendida intangibilidad de los derechos adquiridos, 

teniendo en cuenta que muchos de ellos tienen una duración indefinida 

(típicamente, al propiedad) por lo que de respetar cada ley nueva los 

regímenes antiguos bajo los cuales nacieron esos derechos y su haz de 

consecuencias, se llegaría a una superposición de regímenes vigcntcs.11, 

8. El concepto de derecho adquirido se ha limitado arbitrariamente a los 

derechos privados; de ahí que no baste para construir la teoría general 

de la irretroactividad. También los derechos políticos y píiblicos pueden 

entrar por su naturaleza en el concepto de derechos adquiridos: sin que 

valga observar en contrario que, a diferencia de los privados, en la 

113 DE CASTRO,Dmcho Cinl de llpi11ia~ p,utc Gcnml, I, E!.p.lfl.i. 3a. Ed. p.717 

114 LO PEZ MENUDO, E/ f"'l11Cipio i/( /rr(truactil'idad m Ln Mmw.f ¡r.J.d.Jico .:dmú1UtnUfra.i, 1.'J'· cu. 1>4. 
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naturaleza humana, los que, por lo demás, también se derivaron, aunque 

en tiempos remotos, de concesiones del Estado: no hay pues, una razón 

plausible para considerar los derechos públicos fuera del radio jurídico 

de la pcrsona.us 

Ill. TEORIA DE JUUEN BONNECASE, "SITUACIONES 

JURIDICAS ABSTRACTAS Y SITUACIONES JURID!CAS 

CONCRETAS" 

Bonnecasc al estudiar las características de la ley "strictu senm" analiza 

dos problemas, el primero, es el problema del alcance de la aplicación 

de las leyes en el tiempo; el segundo, es la cuestión de la retroactividad 

o de la no retroactividad de las leyes. 

El citado autor indica, que el principio de la no retroactividad de las 

leyes desde Merlín1" se ha manifestado como postulado con la fuerza de 

una verdad axiomática, aportando a la omnipotencia de la ley un límite 

derivado de la naturaleza misma de las cosas y en el supuesto que fuera 

lícito a la ley cambiar todo un pasado jurídico regularmente establecido, 

no sería sino un instrumento de opresión y anarquía. Siendo expresión 

de esta ideología, el artículo segundo del Código Civil Francés: "La ley 

sólo dispone para el porvenir; no tiene efectos retroactivos". Y como es 

característica de las fórmulas lapidarias siempre se hu de observar que 

l IS COVltU-0.NICOl.AS./J.xtnr.a Grnaal dd l>m'c/111 Ci1i.I, r'p ciL p .. I i.~ 

J 16 •&glln McrUn. no c:tulc probknu ~s O.'mpkjo en LI cfrnrlJ del Dcnx.ho 11ue el de 1:1 r.o rcrro:ictr.1<lJd de Un k)e!o. To.Jos 
!el\ jurúU1 dd siglo XLX, en p:u1!CU!J.t los cmll!ll~, han n:pi.:ti.111 como un lei1morn., Ll fóimul.1 Je Merlfn~. DONNEí'..A'iE, 

Julicn. lnucxiuccWi al t:.H:J.hO iúl [kuchD, op. cu p :01 
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alrededor de éstas surge polémica. Aunque unánimemente se reconoce 

que el principio de la no retroactividad no se impone a legislador. 

Bonnecase, para analizar el problema de la no retroactividad de la ley, 

se basa en la doctrina clásica sobre la no retroactividad de las leyes, a la 

cuál opondrá una solución que a su criterio es más justa. 

"La doctrina tradiciona 1 o clásica de la no retroactividad de las leyes 

consiste en distinguir, por una parte, los derechos adquiridos, y por la 

otra, las expectativas. Es retroactiva la ley nueva que afecta a los 

derechos adquiridos; pero no lo es la que se contenta con destruir o 

modificar las simples expectativas. 

Baudry-Lacantinerie y Houques-Fourcade, declaran el princ1p10 que 

debe guiar al juez. Toda ley nueva constituye a los ojos del poder del 

cual emana, un progreso sobre la legislación anterior. Para sus autores, 

reglamente ciertas relaciones jurídicas mejor que la precedente. El 

interés social exige, pues, para que la legislación más reciente produzca 

todos sus efectos bienhechores, que se aplique en el mayor número de 

casos posibles y, en consecuencia, también a las relaciones nacidas antes 

de su publicación. Pero el progreso se compra a este precio y, por otra 

parte, nadie puede sentirse realmente lesionado por esta extensión d1.; la 

ley, si no se le despoja de ningún derecho adquirido. Contra el derecho 

adquirido, al contrario, la ley nueva no puede nada; su fuerza expira allí 

donde encuentra un derecho verdadero, consagrado por la antigua ley 

bajo cuyo imperio ha nacido. Al afectar este derecho, ley nueva no sería 

ya una causa de progreso social, sino de desorden, pues se exterminaría 
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toda la seguridad de las transacciones y la ley sería obligatoria aun antes 

de existir, lo cual serfo injusto y contrario tanto al buen sentido, como a 

la idea misma de la publicación. La ley sólo dispone para el porvenir, no 

tiene efecto retroactivo. Nótese bien que no produce efectos 

retroactivos por el solo hecho de que se aplique a situaciones antiguas y 

a relaciones anteriores, porque son entonces las consecuencias nuevas 

las que rige y no se puede decir que vuelve sobre el pasado. Sólo es 

retroactiva cuando ataca los derechos adquiridos, destruyendo los que 

se hab!an adquirido anteriormente, lo que illlplica una pérdida para sus 

titulares. En virtud de este análisis se ve que si la ley, en principio no es 

retroactiva, no es absolutamente exacto decir, como lo hace el artículo 

2, que sólo dispone pura el porvenir ya que en cierta medida rige el 

pasado mismo, el pasado que no es, si estas expresiones son permitidas, 

constitutivo de un orden adquirido. O como se ha dicho en otros 

términos, la ley nueva no extiende únicamente a los hechos futuros que 

se producen sin ninguna relación con un hecho anterior, sino que 

también puede regir los hechos futuros que deriven de los pasados. De 

esta manera la dificultad no es tan grave, pues reside, en definitiva, en 

una distinción de lo que se llama comúnmente derechos adquiridos o 

expectativas. 

La cuestión es sab<!r lo que debemos entender por expectativa y por 

derecho adquirido. La doctrina clásica representada por Baudry

L1cantinerie y Houcques. Fuorcade enlaza, de manera absoluta, la 

noción de derecho adquirido a la facultad legal y ve la realización del 

derecho adquirido en la facultad legal regularmente ejercida. Por lo 

menos, parece que tal es su concepto. Citaremos en nuestro apoyo los 
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párrafos siguientes: "Bajo el nombre de derechos, dicen, la ley nos 

reconoce determinadas aptitudes, nos concede determinadas facultades, 

dejándonos por lo general en libertad de usar o de no usar. En tanto 

que no hemos utilizado una de estas aptitudes, tenemos un derecho, si 

se quiere, solamente en el sentido de que somos aptos para adquirirlo 

según formas determinadas. Pero sólo adquirimos este derecho cuando 

hemos recurrido a <;:sas formas, y cuando nuestra aptitud se ha 

manifestado de hecho, por medio del acto necesario para su utilización. 

El ejercicio de la facultad legal que en cierta forma se ha materializado 

en este acto, traducido exteriormente por él, es constitutivo de derecho 

adquirido. Y este derecho nos pertenece en lo sucesivo en el sentido de 

que no puede privarnos de él por una le} nueva, sin que sea retroactiva. 

Lo anterior se comprende bien, ya que al destruir la obra que ha 

permitido en el pasado la ley se destruiría a sí misma, con gran perjuicio 

de su autoridad personal y de los interese que rige, puesto que nada 

sería ya estable en la sociedad. En consecuencia, por superior que sea a 

la ley antigua, la nueva debe imponerse en principio y no aplicarse sino 

a las situaciones que aun no han nacido. Nada mejor que suprima, 

restrinja o modifique las facultades concedidas con anterioridad y de 

que aun no se haya hecho uso, pues no lesiona a nadie al mejorarse a sí 

misma; cierra, reduce o rectifica una vía que hasta entonces estaba 

abierta, pero en la cual, por hipótesis, los interesados, o al menos 

algunos de ellos, no habían entrado." 

Bonnecase critica profundamente esta doctrina, afirmando, que no 

obstante el ser la mejor de las propuestas para interpretar el artículo 

segundo del Código Civil y la ventaja de no presentar el pasado y el 
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presente, considerados desde el punto de vista jurídico, como colocados 

bnjo la nmenaza constante de un porvenir susceptible de destruirlos sin 

que el medio de extinción, la ley, sea por esto tachada de retroactiva, es 

insuficiente para sustentar una teoría de no retroactividad de las leyes 

porque la noción de derecho adquirido es muy estrecha. Este concepto 

no baSta en todos los casos para proteger a una persona que se ha 

beneficiado con una ley, porque este beneficio no se traduce siempre en 

la obtención de una facultad positiva, de un poder positivo. 

"En efecto, el objeto de una ley de Derecho privado no es 

exclusivamente crear o reconocer, de una manera directa y principal, 

determinadas facultades en provecho de los particulares. Su objeto es, 

por el contrario, crear situaciones jurídicas, es decir, definir en 

condiciones determinadas la posición de cierto número de individuos 

con relación a los demás''.111 

Dentró de la noción de derecho adquirido, tal como se ha presentado 

tradicionalmente, no todas las situaciones jurídicas dan origen a una 

facultad positiva en provecho de una persona; de un derecho activo, 

podríamos decir, que bajo la forma de expectativa escape a la regla de la 

no retroactividad de las leyes. No se puede fundar la solución en el 

artículo segundo, con base a esto se debe condenar la noción clásica de 

derecho adquirido y substituirse por la de situación jurídica concreta, ya 

117 Para opliCAt el objclo de L11q, ~ctiala un ejemplo· "Oc ~ta manera, cu:rndo d a11ti¡:uo arlkulo 3-10 del CódiJ;o Ci~il 
prohibió la inveuigación d¡.- l1 p.t11.--rnidi!d n.11ur.1~ fij¡, d ~.,,.\;iJo de lam1hJ dd hiJ~' fl.,ltunl. En otri....., ténllino~. prec1i.l1 lU 

1i1uadó11 con reo.pecto l l>ll í;imili.1 ru11ural. Lcjt~ rJc rt-rono;;cr, r.t"gún la fónnu\;a d:\.sica. facultadn kg¡tln 1usctpUhlt.!ii dt !><U 

irjc-nJdu, d ankulo 340 pfr•;11b al btjo nJtur.i.l tk una fan1ltml; l.1 rJe in>;csli¡;ar quién e ~u p;!drc, y prule¡;Ll a\ mismo hcwpoa 
ole t'.l{limo a\ r.lccidtrque no podllser inquietado. El :inlculo ~O le tr.i.duda, pu~. en unl Mrmull ifot>lcmcntc ne¡;;iuvl; y1.!Jba 
n.acimiento a una ~nuación Jur1:1io: la 1i11uelón del htjo r.a1unl lientc :i rn padre"./MJ,.,n, p.il.16 
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que la de la expectativa cede por sí misma su lugar a la de situación 

juridica abstracta. 

Así surge la teoría de Donnecase con fundamento en las situaciones 

jurídicas abstractas y concretas, pues el problema de la no retroactividad 

de las leyes pone en juego, a título de principio esencial, la noción de 

situación jurídica, es decir, la manera de ser de cada uno frente a una 

regla de derecho o a una institución jurídica determinada. 

A. NOÓON DE SITUACION JURIDICA ABSTRACf A 

"Por la noción de situación jurídicas abstractas elltr:ndemos la manera de 

ser eventual o teórica de cada mw, respecto de una lq detcnninada. Desde 

que se dicta una regla de Derecho, engendra, de pleno derecho, una o 

varias situaciones. jurídicas abstractas. Podría decirse que tomadas en sí 

mismas, consideradas objetivamente, no son sino las categorías o tipos 

sociales creados por la ley, y en los cuales sólo entran o son susceptibles 

de entrar los que reúnen ciertas condiciones; por el contrario, 

consideradas desde el punto de vista subjetivo, es decir, desde el punto 

de vista de las personas a las cuales se dirigen, las situaciones jurídicas 

abstractas se reducen a 1 manera de ser en lo sucesivo se impondrá a 

estas personas, en virtud de la ley nueva y frente a la misma, en tanto 

que no sobrevenga el acontecimiento generador de la situación jurídica 

concreta. Por lo mismo, lo que caracteriza a la situación jurídica 

abstracta, es estar desprovista de consecuencias prácticas para sus 

beneficiarios: además, éstos no están individualizados, sino 

detenninados simplemente in genere. en tato que forman parte de los 
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grupos sociales que la ley considere teórica o eventualmente; sólo los 

aconte_cimientos generadores de la situación jurídica concreta provocan, 

al mismo tiempo, la individualización de los beneficiarios .~ucesivos y 

verdaderos de la ley nueva".n• 

B. NOCION DE S!TUACTON JURIDICA CONCRETA 

En oposición a la sit11ació11 jurídica abstracta, la sit11ació11 jurídica concreta 

es la manera de ser de ima persona detenninada, deri1'ada de un acto o de 

1111 hecho juridico que ha hecho actuar, en su pro1•ec/w o en su co111ra, las 

reglas de una instit11ció11 juridica, y el cual la mismo tiempo le ha conferido 

efectivame11te las vc11tajas y las ohligaciones inherentes 11/ fu11cio11amic11to 

de esa instilllción. En otras palabras en tanto que la situación jurídica 

abstracta es una simple manera de ser teórica, una esperanza de 

beneficiarse eventualmente con una ley, la situació11 jurídica co11creta es 

una realidad positiva. Es la ley funcionando verdaderamente en 

provecho de una persona determinada. Como lo revela la definición de 

situación jurídica concreta, ésta se basa en un acto o en un hecho 

jurídico que ha puesto en movimiento a la ley de que se trata. En esto 

no hay nada de particular, pues como es sabido, el funcionamiento de 

las leyes respecto de los interesados, es efectúa por medio de un neto o 

de un hecho jurídico. 

1 IR Julkn llonncal.e, Kfl.ll.l como cjcmpl<>S: • Supon~~:n~ que un:. ley rcorgMil.1 el derttho de ¡ucc.ioncs y rrea di\'Cfl>3• 

a.tcgocW de sucooroquc no cili!l3n 3ntCS. Todos IO!l que rclin.\n !Ju <.u1ulidnnc. fipd:u. por 13 lcy, adquieren 11 cu:Uidad, b 

,¡tUJci6n jurllliCl!. de hererlern., ptro lust:i L1 apenura !!e L1 1ucción de 1¡ul" $l" lr:1tc su .si:uMicSn fwídica tJ ab.suacta, 

dC$p~ta.dc cftci~ f'U'il~- Supnn~Mlll~ umb1tn que u.-u ley disminuye la cdaJ de la fI\.\)TirLoi, d~ Zl 1tñ~ a \~ 111\n!. K 

bcncfici11.rán inmcdi.1Umcn1c con \J l!tu:ici6n jurfdic.n nuc-...·a; ptm, se tral3 umbitn de uru nmaci6n jurldica !lbJUill'llJ, sin 

\'Clltllj~ dccfr;11s imned1'1ta.S y que ~e re>Juo;e a la opc:r.tru.1 J,: M:r Olll)W. con tcid.u l.u con.sccuencin inb('l'Cn!d a C$ll\ 

CW11id.ld, cl dll en que cumpbn I~ lt! ari~. Unicamcntr, a P.'rtir tk ~-:>le mnn1~10, es cu:i.ndo L1 s1cuaciOnjur1d1CJ a~u-.itta del 
menor se trnnsfonulJ! en \1lu;ic16n ju¡1J1ca ronrrcu. Lo 11mmo 3D"Jnlectl' ron la 11tua-:16n jurld1C3 lel heredero, cuando el 

1u1ormucn y cuando nqu<!I n-ttbl ¡)l'.'l':.ur.·am~n!t• 1., ~u,~i{¡u .. .". lbiJ.:m, r· ::oa 
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C.TRANSFORMACION DE LA SITUAClON JURIDICA 

ABSTRACTA EN SITUACION JURIDICA CONCRETA 

La circunstancia antes indicada hace que la transformación de la 

situación jurídica abstracta en situación jurídica concreta, no esté 

siempre al alcance y poder de los interesados. Si es posible a un célibe 

convertir la situación jurídica abstracta en que se encuentra, con 

relación a la institución del matrimonio, en una situación jurídica 

concreta de esposo, por medio del matrimonio, no es lo mismo para el 

heredero; la realización de su esperanza, es decir, la transformación de 

la situación abstracta de heredero en situación jurídica concreta de 

heredero efectivo, depende de un hecho jurídico concreto, cuya 

realización no está bajo su potestad: la muerte del autor. Pero ya se 

trate de una ley, cuyo beneficio dependa de un hecho jurídico 

independiente de nuestra voluntad, o de una ley cuyas ventajas pueden 

semos conferidas inmediatamente, si recurrimos a un acto jurídico, la 

situación jurídica abstracta que se deriva de dichas leyes es 

rigurosamente idéntica; se reduce a una manera de ser teórica, aun 

esperar, como dice Blondeau en su célebre teoría de la retroactividad de 

las leyes. La situación jurídica abstracta no es 1ma realidad positiva; no es 

sino e! marco dentro de cuyos /lmite.v e.v smceptihle de producirse la 

realidad positiva que constituirá la situación jurídica co11crctu. 
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D. EL CRITERIO DE LA NO RETROACTIVIDAD DE LAS 

LEYES: EL RESPETO DE LAS SITUACIONES JUR1DICAS 

CONCRETAS, POR LA LEY NUEVA. 

Habiéndose asentado que por situación jurídica se entiende la manera 

de ser de cada uno respecto de una regla de Derecho o de una 

institución jurídica determinada, o en otros términos, que toda ley se 

significa por la creación de situaciones jurídicas, la regla de la no 

retroactividad de las leyes choca fatalmente con la noción de situación 

jurídica. En esta materia, toda la cuestión consiste en buscar, ante el 

silencio del legiflador, máles son las situadones jurídicas que debemos 

considerar como respetadas por la ky nueva y cuáles están rc¡¡idas por ella. 

E. NO SERA RETROACTIVA LA LEY QUE RESPETE LAS 

SITUACIONES JURIDICAS CONCRETAS. 

Por otra parte, debiendo presumirse la no retroactividad de las leyes 

ante el silencio del legislador, el juez deberá considerar como regidas 

por la ley antigua, las situaciones jurídicas concretas nacidas bajo su 

imperio y en virtud de ella. El fundamento de esta teoría aparece por .l'f 

mismo. Hemos dicho que la noción de situación jurídica corresponde a 

la manera de ser de cada un frente a una regla de Derecho o de una 

institución jurídica determinada. Solamente que, mientras por la noción 

de situación jurídica abstracta entendemos la manera de ser eventual o 

teórica de cada un respecto de una ley determinada, sucede de distinta 

manera con la situación jurídica concreta. Esta C$, en oposición a la 
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situación jurídica abstracta, la manera de ser de una persona 

detenninada, derivada de un acto o de un hecho jurídico, que ha hecho 

actuar en un provecho en su contra las reglas de una institución jurídica, 

confiriéndole al mismo tiempo y efectivamente, las ventajas o las 

obligaciones inherentes al funcionamiento de esta institución.11• 

IV. MARCEL PLANIOL Y GEORGES RIPERT "TEORIA DE LOS 

DERECHOS CONSUMADOS O CUMPLIDOS" 

Planiol y Ripert no fueron la excepción al tratar el problema de la 

retroactividad con base en el artículo segundo. Estos autores critican 

como también lo hace Bonnecase, la doctrina de los derechos 

adquiridos por insuficiente e inexacta. 

Señalan, que la definición usual de retroactividad, que ha adoptado la 

doctrina se hasa en la distinción entre los derechos adquiridos y simples 

expectativas. Sin embargo esto no indica que sea verdadera desde el 

punto· de vista científico, por lo tanto nadie ha podido dar una 

definición suficiente del "derecho adquirido". Por lo general, los autores 

parecen atenerse a la idea de que el derecho adquirido es un derecho 

definitivo del que no se puede privar a su poseedor, en tanto que la 

expectativa es un derecho que aun no ha nacido, una esperanza que 

puede desvanecerse. 

119/bldan,p, ltl7y &i&'. 
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Esta dÍstinción no proporciona ningún criterio. se dice que "hay derecho 

adquirido'', cuando la antigua ley se aplica con exclusión de la nueva, y 

"simple expectativa" cuando los interesados sufren los efectos del 

cambio de legislación. Estas exprc:siones traducen los resultados de la 

distinción, y en realidad no brindan ningún medio para hacerla; lo que 

ha de explicarse es justamente por qué la nueva ley no se aplica a ciertas 

situaciones adquiridas bajo el imperio de la antigua. 

Afirman que una de las desventajas prácticas de la aplicación de 

derechos adquiridos y simples expectativas, se fundamenta en la 

distinción usual que se hace de éstas, porque se contradice, es decir, por 

la necesidad de clasificar en uno de ambos grupos, las facultades o 

ventajas que corresponden a la definición del otro, siendo que ninguna 

de ambas categorías presenta un solo carácter que le sea propio. La 

mayoría de los autores advierten esto y modifican las fórmulas 

primitivas, con correcciones que lejos de suprimir su insuficiencia, no 

hacen sino más difícil la comprensión de su pensamiento. 

Esta dificultad proviene porque se ha querido definir con ayuda de las 

mismas fórmulas, dos cosas diferentes: 

"lo. La retroactividad de la nueva ley, remontándose en el pasado a 

hechos que la ley antigua debería ser la única en regir. 

2o. La supervivencia de la ley antigua, que continúa rigiendo hechos que 

se sitúan bajo el imperio de la nueva ley".120 

120 Pl..ANIOI ~ Mand, R!Pf-.RT, ürorg~. Trc1a&1 Ehnm:ul J" flard1:J Cm'l, op. cit, p.129. 
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Planiol y Ripert haciendo esta distinción formulan su propia tesis. 

Sostie~en que la ley es retroactiva cuando vuelve sob.-e el pasado, ya sea 

para apreciar las condiciones de legalidad de 1111 acto, o para modificar y 

suprimir los efectos ya realizados de 1111 derecho. Fuera de esto no hay 

retroactividad, y la ley puede modificar los efectos fwuros de los hechos 

o actos, aun anteriores a ella, sin ser retroactiva. 

Utilizan la fórmula de Roubier para distinguir los efectos inmediatos y 

retroactivos de la ley. "En principio las leyes nuevas tienen un efecto 

inmediato, no sólo porque se presume que son mejores que las 

anteriores, sino sobre todo, porque la unidad de legislación en un país 

puede asegurarse si no existe una aplicación concurrente de dos leyes a 

situaciones semejantes. Pero no deben tener efectos retroactivos, 

porqué los hechos y actos se rigen por la ley bajo cuyo impetio se han 

realizado, y porque las soluciones, no pueden cambiar por la 

circunstancia de que cuando el juez falle, no sea la misma ley que 

reglamenta tal acto. Por ello si la intervención del juez es necesatia para 

constituir una nueva situación jurídica, (ejemplo: divorcio, separación de 

bienes) no habrá retroactividad, siendo aplicable la ley que esté vigente 

cuando el juez falle".m 

Los actos jurídicos (contratos) así como los hechos jurídicos (delitos) 

pueden ser instantáneos (para su realización pueden agotarse en un 

121 /b!.it:m,p.129. 
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mismo instante) o de tracto sucesivo (que requieran de un plazo 

prolongado para cumplirse). 

Dichos autores, afirman, que por lo general estos actos o hechos 

jurídicos requieren de un lapso corto para su realización colocándose 

totalmente bajo el reinado de una sola ley, es decir, que deben regirse 

exclusivamente por la ley vigente al realizarse; por lo tanto si una ley 

posterior se les aplicase habría retroactividad. 

En base a este criterio Planiol y Ripert formulan su propia regla: 

"Temp11s regit uct11m", por analogía con la regla simétrica, relativa a la 

autoridad territorial de las leyes: "I.ocus regir actwn". 

Demuestran este principio mediante dos ejemplos:--

"ACrOS JURIDICOS: Todo lo que se refiere ya sea a las co11dicio11es 

de validez, formas, o medios de pmebu de un acto jurídico debe 

apreciarse únicamente según la ley en vigor el día en que se haya 

celebr~do y no según las leyes posteriores.,,, 

lll "1..3 transc.npci611 ~t:ibk"L-il.ii como u:\3 fomi.:J.fúLJJ nC'uw1J P3r3 Ll ~u~ición de inmuel>ks ror ta Ley del 23 de m.arm 
de lSSS. i'cro IÓ!O a una corulición di: 1~iliJa u::i.pcctn a lb ,enw ~1criorc:s al pnmcro de cncm iil' 1856, JC:1 en que 
comentó a aur en \igoc dicha IC)-; Lu cumprll.\ 11ntcrinrr-s .1 el.1 du¡Qi..,,,•.n ~1.1n dupenud.n dedil; wn v.ilida\ inmquc nó 

dltn tnnM;:nW; IJ ley coba ¡¡<lo n:1n1;11:11~"'· 

La Ley dd 2S de Ol3rLo de BB5; n:ÜIÍ\3 11 las opcm1ones de Mis.! l\Jr.ud.:15 rrpotrM, ~upriw16 de l~IM llpi.!rnciono 1.1 

acq:rúó11dt j~ establedd3 pord 2nfculo l%5 1.kl CMi¡;t1 Civil. F. • .,ta CU"C"pción ~111.1 31 jUft3dorquehJbl.l pcnlido p:11 c1 

ali.a o Np:. ncgln.c a p;ag3r Ll d1faencu. La •upmióo 1.k ~ta CU'l'J'(".i<'io ilo\o•111ti6 dcctoi p.ira d tuturo, conform~ al :utfcub 

2 dcl Código civil, !M cnntr:itfl\ celclir.idos rujo el imf('.no lid artfn1!0 19ri:'ó C.Cw )X"fdicmn •u fucna.; C3dl uno de k:~ 

jupJorcs coru.ctvú J.U dal"'Cho de i.crm~e de Lt c:u:crd6o, pues la l(') r.uC'\·:i huhl1'1! leni.!n clcrll)\ 1eU().lCtJW.6 de haber 

coa\'21.id.ldo bs oblipcwol'!t antl'Tifln."":.. •U pn,mulgaci.~r.. En esic i.c:i!ldo s.c pronuna6 la (l1rtc de Cu.aLi.'in. (C..M., 18 nt>c. 

1887, D.871. 153,S.87. 1.157; Ca.i.. !~jul. 1m n R\ !. IO( /b/dcr~.p.no 
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Los medios de pmeba de un contrato se determinan por la ley vigente al 

celebrarse éste. Aunque sean utilizados mucho tiempo después, y quizás 

en un momento en que la ley ha cambiado, están preconstituídos, es 

decir, preparados y creados por las partes al celebrarse la convención. 

Tratase de hechos anteriores a la nueva ley y no deben estar 

reglamentados. 
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DELITOS: Si una ley sancionapenalmeme un hecho que hasta entonces 

no se castigaba, o si aumenta la pena de una infracción, esta pena 

agravada o nuevamente establecida, sólo puede aplicarse a los actos 

cometidos con posterioridad a la entrada en vigor de la nueva ley. Si se 

aplicara la ley a hechos anteriores, habría retroactividad. La regla 

anterior se halla formulada por el Art. 4 del Código Penal, en los 

siguientes términos: ninguna contravención, delito o crimen puede 

castigarse con penas que no estén establecidas por la ley antes de ser 

cometidos. 

TESTAMENTOS: La aplicación de la regla de irretroactividad es más 

complicada respecto a los testamentos, pues es necesario distinguir la 

confección del testamento y la realización de sus efectos. La confección 

del testamento y la regularidad de su forma se aprecia únicamente de 

acuerdo con la ley vigente al hacerse éste; por tanto, si en el intervalo 

entre la fecha del testamento y la muerte del testador se promulga una 

ley que cambia Ja forma de testar, el testamento hecho en la forma 

antigua es válido. En cambio, la atribución de los bienes por virtud del 

testamento sólo se realiza al morir el testador: si una ley sobreviene en 

el intervalo, que reduzca la parte <le los bienes de que se puede disponer 



por testamento, será aplicable esta ley y reducirá el beneficio que los 

legatarios hubieran podido obtener según el testamento. En estas 

condiciones, cada ley rige los hechos que se realizan durante el tiempo 

de su vigencia"10J. 

Respecto a los actos o hechos jurídicos de trato sucesivo, indicanm, que 

puede acontecer durante el tiempo que éstos perduren, sobrevenga un 

cambio de legislación; y de esta clase son los actos procesales (adopción 

y divorcio) y la prescripción positiva. 

Los actos de procedimiento ya cumplidos permanecerán siendo válidos, 

pero sus consecuencias deberán regirse por la nueva ley, que llega a ser 

inmediatamente aplicable. 

Cuando una ley modifica la duración de la prescripción positiva, sea 

para prolongarla o abreviarla, no resultan afectadas las prescripciones 

que se haya cumplido; pero las que estén corriendo sufren el efecto del 

cambio. 

Por lo tanto su conclusión es la siguiente; "El pasado debe regirse por 

las leyes antiguas" y la ley nueva regirá, por regla general, los efectos 

futuros de los derechos y de las situaciones adquiridas bajo la ley 

anterior. Esto último significa, que una ley nueva puede modificar un 

estado. de derecho que resulte de hechos anteriores, si sólo los rige para 

123/bMmi, p.131. 
124 /Ndcm, p.131. 
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el porvenir, y a contar de su promulgación, por ello no hay en su 

aplicación ningún efecto retroactivo. 

En efecto, el legislador no garantiza de ninguna manera el ejercicio 

indefinido, en el futuro, de nuestros derechos actuales; estos derechos 

sólo eXisten y duran mientras está en vigor la Ley que los rige y que los 

permite. 

!.EXCEPCIONES AL PRINCIPIO DE IRRETROACIWIDAD DE 

LA LEY 

Los citados autoresm señalan tres supuestos en los cuales las leyes 

tienen efectos retroactivos: 

1° Cuando el legislador lo ha declarado expresamente; 

2° Cuando la ley es interpretativa; 

3° Cuando se trata de una ley penal que disminuye o suprime una pena. 

2.LEYES DECLARADAS RETROACTIVAS 

El principio de la no retroactividad de las leyes no es un principio de 

orden constit11cio1111/, capaz de imponerse al mismo legislador; se halla 

consagrado en una ley ordinaria; el artículo 2° del C. Civil; por 

consiguiente, puede ser desconocido por otra ley de la misma categoría. 

Pero la regla legal es obligatoria para el juez. En consecuencia, el 

11.S lblJms p.132-133. 
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principio sólo rige la interprctacicín de las leyes, siendo libre el 

legislador, cuando desee, para atribuir efectos retroactivos a las 

disposiciones que dicte. 

En épocas pasadas la Convención elevó el principio de la no 

retroactividad de las leyes civiles, a la categoría de regla constitucional 

(Const. 5 fructidor año llI. Declaración de los derechos art.14). Ninguna 

otra constitución reprodujo este articulo, por ello la irretroactividad de 

las misma, sólo fue una regla obligatoria para el legislador bajo el 

gobier~o del directorio. creado por la Constitución del año. lll. 

Actualmente el principio de la irrctroactividad sólo tiene el valor de una 

regla de interpretación para el juez, ya no obliga al legislador. El art. 2º. 

significa que los tribunales no pueden aplicar retroactivarnente las leyes, 

salvo una voluntad contraria manifestada por el Poder Legislativo. 

3.LEYES INTERPRETATIVAS 

Las leyes interpretativas no establecen reglas especiales: se limitan a 

determinar el sentido de las leyes existentes. Por consiguiente pueden 

aplicarse aún a los hechos anteriores a su promulgación; su 

retroactividad sólo es aparente, puesto que no se aplica la ley 

interpretativa, sino la interpretada. El legislador puede abusar de su 

derecho de interpretación, calificando como leyes interpretativas las que 

contengan nuevas disposiciones. 
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4.LEYp:S QUE MODERAN LAS PENAS 

Esta excepción resulta úcl artículo 4 del Código Penal. Se funda en 

razones úe equidad y humanidad: cuando se reconoce como inútil y 

excesiva una pena, no procede continuar aplicándola. 

A FRANCESCO FERRAR/\ 

Francesco Ferraram, profesor de la Universidad de Pisa, indica que el 

.. problema.del derecho intertcmporal radica aquí: "Existe una duplicidad 

de leyes que regulan en el tiempo el mismo objeto en modo diverso". 

El principio de la irretroactividad de la ley, es un postulado general en el 

sistema, en cuanto domina en el derecho privado y el público, que se 

extiende a todas las normas jurídicas, aunque nazca del reglamento o 

de la costumbre. 

El citado autor afirma que dicha máxima constituye un principio 

jurídico, mas no un límite legislativo. El principio que la ley no tiene 

efecto retroactivo limita la eficacia de la ley promulgada, más no se 

dirige al mismo legislador, prohibiendo la aplicación de la norma con 

efectos retroactivos. El principio de la irrctroactividad es un principio 

entro del orden jurídico, no al di fuori o al cli sopra de éste. El legislador 

no está vinculado con este principio, está habilitado para dictar normas 

1:'.6 Fl:RRARA, Fr.inl'O' . ., Truml!O J1 Diriao Cf1ik fo1/iw.u, lXxtrinc Generali. \.'111.l, \'arte l., Roni.,, Athrn.1cum,MCMXXJ, 
¡1.257-~bó 
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que regulen relaciones anteriores, a la entrada en vigor de éstas. Pero 

esto, no significa que destruya el pasado, considerando como no hecho 

lo que se realizo, o dando realidad a algo inexistente, porque en tal 

sentido la retroact.ividad sería una imposibilidad jurídica; sin embargo es 

ordinario que se aplique la ley nueva a hechos pasados, siempre que sea 

una medida de la política legislativa. En el caso, en que el nuevo 

ordenamiento señalará exclusivamente que su eficacia volviera sobre la 

eficacia del ordenamiento precedente, sometiendo las relaciones 

anteriores a su imperio, se habla de retroactividad de la ley. Está 

palabra es equivocada e imprecisa, porque supone que la ley nueva se 

aplica a un tiempo anterior a su entrada en vigor, influyendo o 

modificando efectos que se produjeron en el pasado, en cambio, 

significa simplemente aplicación actual t:r mmc de la ley nueva a las 

relaciones anteriores, con exclusión del ordenamiento precedente. La 

verdadera retroactividad proviene sólo en el caso de que la ley nueva 

atacare, modificando o destruyendo los efectos realizados y concluidos 

del hecho anterior. 

La regla de la irretroactividad se encuentra fonnulada en los Códigos, 

en modo objetivo y en modo subjetivo, La fórmula objetiva es la del 

Código Francés: L1 le¡;ge non dispone che per ¡pawcnirc, essa non ha 

cffeto retroattivo. 

Ferrara se apoya en la Teoría de Planiol y Ripcrt, afirm¡¡ndo, que así 

como la doctrina de los derechos adquiridos parte del postulado que "la 

ley nueva debe respetar los derechos adquiridos de conformidad con la 

ley anterior", está postura parte del siguiente enunciado básico: "Cada 
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hecho jurídico debe quedar sometido y ser regulado por la ley vigente 

en el momento en que dicho se produce". 

Sostiene, que la ley antigua bajo cuyo imperio se realizó determinado 

hecho continúa regulando ese hecho aunque una ley nueva la hubiese 

derogado, y ello por razón de que tanto el orden jurídico antiguo como 

el nuevo fonnan un único ordenamiento jurídico que perpetúa 

ininterrumpidamente, porque el Estado no puede contradecirse a si 

mismo privando de etJcacia las relaciones y los derecho creados bajo la 

protección de un orden anterior; sólo por imperiosos motivos de interés 

público podría exigir ese sacrificio. Salvo esta última excepción, la 

fónnula ccmp11s rcgit-actum no admite, ni restricciones ni complementos; 

se trnta de una regla única y precisa: todo hecho jurídico, sea un evento 

causal o un acto jurídico debe ser regulado en su fonna, en su 

substancia y en todos su efectos (pasados, presentes y futuros) por la ley 

del tiempo en que fueron realizados, seguirán siendo ineficaces bajo el 

imperio de una ley nueva. 

En está misma línea de pensamiento García Trevijano, afirma: 

únicamente respecto a los efectos ya consumados se aplica la 

irrelroactividad pero no para los efectos futuros. 

V. TEORIA DE PAUL ROUBIER 

El postulado de esta doctrina consiste en la distinción entre el efecto 

retroactivo y el efecto inmediato de la ley, pues considera que "la ley 
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nuevn debe respetar todos los efectos jurídicos producidos en el pasado, 

pero debe regular los futuros a partir del día de su entrada en vigor"m. 

La ley 'tiene efecto retroactivo cuando afecta a hechos pasados y efectos 

pasados de hechos pasados, es decir, si la ley pretende aplicarse a 

hechos consumados (Jacta prm·terita ), es retroactiva. 

La ley tiene efecto inmediato, pero no retroactivo, cuando afecta a 

efectos futuros de hechos pasados, esto es. si la ley pretende aplicarse a 

situaciones en curso ([acta peru/entia ). 

Escribe Roubicr, "El efecto retroactivo de la ley está estrictamente 

prohibido por el artículo 2° del Código Civihu.; el intérprete deberá 

definir la retroactividad y proscribir toda aplicación retroactiva de la ley. 

Por et· contrario, el efecto inmediato de la ley constituye el derecho 

común.n1:9 

Por eso es necesario establecer una separación entre las partes 

anteriores a la fecha del cambio de legislación, que no puede ser 

afectadas sin retroactivüla<l, y las partes posteriores, parn las que la ley 

nueva, si debe aplicarse, no tiene sino un efecto inmediato; en fin frente 

a hechos futuros (Jacta futura) es claro que la ley nunca puede ser 

retroactiva. 

121 ROUDLtR,PauLl..cConfli:uJr{.J1tl!>.»iJfr Tat<,pS.op. cÍJ.. p.!i9ysip. 

Roub1~r se m~n: .al COJ1go ffllllb 

J zq ROUHit::R. PAUL. ln Conflir:u d~ LoU .Ou.1u k 7.7!1fU, "P nr. p-374. 
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Agrega que esta diferencia es fundamental y esta constituye una 

absoluta oposición entre dos modelos de aplicación de las leyes en el 

tiempo.1.10 

"El principio de no retroactividad de la ley se opone a que la ley nueva 

se aplique a los [acta praetctita y a tocia esa parte de los facla pendenlia 

que es anterior a su entrada en vigor, pero no nos enseíia nada en lo 

que respecta al tratamiento de las situaciones en curso <t p<trtir del día 

del cambio de la ley."m 

"Si suponemos una situación jurídica que produzca sus efectos durante 

un cierto plazo de duración, la nueva ley determinará los efectos que se 

producirán después de su entrada en vigor, sin que haya otra cosa que 

efecto inmediato, pero no podrá afectar a los efectos jurídicos 

anteriores, y<t se trate de modific<trlos, aumentarlos o disminuirlos, sin 

que haya retroactividad"m 
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En su tesis Roubier también señala otro elemento importante, este es, el 

principio de la supervivencia de la ley antigua, que es una exciusión al 

efecto inmediato de la ley. Este principio se aplica fundamentalmente a 

aquellos actos jurídicos que responden al criterio de autonomía de la 

voluntad y que sirven para la diversificación de la vida jurídica, es decir, 

en especial a los contratos. En consecuencia, Roubicr niega en general 

el efecto inmediato de la nueva ley sobre los contratos en curso y se 

basa para ello en el principio de supc1vivencia d¡; la ley antigua. Es 

130/b!dan.p.:ns. 
IJJ lb/Jcn,p.547. 

132 lhfJrm, p.380-JSJ. 



preciso, sin embargo, destacar, que el principio de supervivencia de Ja 

ley antigua es perfectamente independiente del principio de 

irrelroactividad de la ley. Según manifiesta literalmente Roubier "la 

supervivencia de la ley antigua y el efecto inmediato de la ley nueva son 

las dos maneras posibles de la actuación de la ley no retroactiva".rn 

Por lo tanto se puede decir que la nueva ley no se debe aplicar, en 

general, a los contratos en curso, no es porque ello implique 

retroactividad, sino en virtud del principio de supervivencia de la ley 

antigua, que es un principio de Derecho temporal no consagrado en 

ningún texto legal y que constituye, por ende, una simple orientación del 

intérprete, que deberá aplicarlo siempre que no sea excluido por algún 

texto legal expreso. 

Roubieri" señala, en efecto, que la aplicación del artículo 2° del Código 

Civil francés conduce a negar el efecto retroactivo y que, por lo tanto, 

sólo el legislador, mas no el intérprete, puede dar aplicación retroactiva 

a una ley; pero señala asimismo que la aplicación del citado artículo 2º 

no niega el efecto inmediato y que, por lo tanto, la aplicación inmediata 

o no inmediata es un problema que debe resolver el intérprete. Robier 

afirma que el derecho francés el problema del efecto inmediato puede 

ser resuelto en un caso concreto por un simple Reglamento, ya quu no 

existe limitación legal alguna, como lo existe en el problema del efecto 

retroactivo, donde es preciso una decisión del legislador. 

l~l lbúkm, pA~. 

134 fb{.dan, p376-317. 
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"En materia de Contratos, el efecto inmediato se encuentra excluido de 

igual modo que el efecto retroactivo; pero no hahrá necesariamente 

retroactividad por parte de una ley que decidiera que los efectos futuros 

de un contrato en curso serían regulados por. ella; sin duda esta ley 

podría ser criticada, porque el mantenimiento de la ley para regular los 

contratos en curso descansa sobre bases serias; pero ella no podría ser 

criticada como tachada forzosamente del principio de retroactividad y 

como derogatoria del artículo 2° del Código civil''. ni 

En la anterior cita, lCuál fue la idea que trato de plasmar Roubier al 

señalar "que una ley que decida regular los efectos futuros de un 

contrato en curso no será 11eet·sariamcnte retroactiva? A primera vista se 

podría decir que Roubier cree que hay un caso en que tal ley será 

retroactiva: cuando al modificar los efectos cambie cláusulas 

expresamente convenidas por los contratantes. Cree, por el contrario, 

que no será retroactiva si modifica disposidoncs supletorias establecidas 

por la ley o si modifica el estatuto legal del contrato. Se funda para ello 

en que, si la ley modifica cláusulas expresas, afecta a la validez misma 

del acto contractual, y afecta, por consiguiente, a un hecho anterior a la 

vigencia de la ley.i:,,; 

Roubier relaciona estos casos con las diferentes clases de retroactividad: 

a) Rétroactivité restitutivc (Retroactividad restitutiva) 

b) Rétroactivité ordinaire (Retroactividad ordinaria) 

135 Ibtdntt, p399 
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e) Rétrm1ctivité tcmpéreé (Retroactividad moderada) 

La retroactividad restitllliva son las leyes retroactivas que afectan a los 

hechos definitivamente consumados y extinguidos. Esta clase de 

retroactividad es de carácter excepcional, afecta incluso a las c1111s11e 

finitac. 

La retroactividad ordinaria son las leyes retroactivas que no a fcctan a 

los hechos definitivamente consumados y extinguidos. Este tipo de 

retroactividad es el común de la retroactividad y afecta sólo a las ccmsae 

pendentes. 

La retroactividad moderada está muy próxima del efecto inmcdiatom. 

En la tesis expuesta por Roubier también hace un análisis profundo 

sobre la distinción de las leyes sobre régimen de contratos y las leyes de 

orden público. 

En tal sentido, Roubier critica expresamente la doctrina que él llama del 

orden público y afirma como criterio diferencial propio la distinción 

entre leyes sobre régimen de los contratos y leyes que establecen o 

modifican un estatuto legal. Las últimas reciben aplicación inmediata y 

las primeras, por el contrario, no afectan a los contratos en curso. Tal 

distinción reposa sobre las dos nociones fundamentales de contrato y de 

institución. Así, las leyes contractuales carecerán del efecto inmediato, 

que es propio, en cambio, de las leyes institucionales. 

l31Ibfd.an,_p.53f ... 545. 
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La tesis de Roubier abarca ampliamente todos los matices de 

irretroactividad de la ley, y sería prolijo enunciar cada uno de ellos en la 

presente tesis, por lo tanto se ha hecho una selección de los aspectos 

más importantes de esta teoría. 

Primero se quiso apuntar la distinción que hace Roubier entre efecto 

inmediato y efecto retroactivo de ley, y en que clase de leyes se dan 

estos efectos. Ahora profundizando en su teoría se tratará el ciclo de la 

situación jurídica. 

Roubierl38 señala que el ciclo de una situación jurídica comprende tres 

momentos: el de su constitución, el de sus efectos y el de su extinción. El 

primero representa la dinámica; el segundo, la estática de esta situación. 

- En cuanto a la fose dinámica (constitución y extinción de la relación 

jurídica) hay que distinguir si se realiza en un sólo momento (daño 

causado por un accidente, renuncia de un derecho, cumplimiento de la 

mayoría de edad), o requiere de cierto período de tiempo; bien 

necesitando de un mero estado de hecho continuando en el tiempo 

(usucapión, prescripción 1:rti11tiva), bien requiriendo la concurrencia de 

elementos sucesivos que acaecen en momentos diferentes (sucesión 

testamentaria - testamento y muerte del causante -, cancelación de 

hipoteca, etcétera.). 

138/b!Jan, J.'11y38Z. 
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Los problemas de transición se plantean en relación con estas 

constituciones o extinciones de derechos no instantáneas. Roubier los 

resuelve del siguiente modo: 

a) Si la constitución (o extinción) del derecho se ha verificado 

completamente bajo el imperio de la ley antigua, sería retroactiva la ley 

nueva que afectara a esa fase dinámica constituida o extinguida. 

b) Si la ley nueva incide sobre situaciones en curso de constitución (o de 

extinción), la regla es que la ley nueva puede modificar con las 

condiciones de esa constitución o extinción sin que por ello tenga efecto 

retroactivo. Sin embargo, la ley será retroactiva si modifica aquellos 

elementos ya existentes que tuvieran un valor jurídico propio (así, la ley 

que entrase en vigor entre el momento en que se hubiere realizado el 

testamento y el de la muerte del causante podría modificar el im 

disponendi, las cuotas legitimarias, etcétera., mas no las condiciones de 

validez del testamento, asimismo podría modificar las condiciones de la 

prescripción en curso de constitución o extinción, mas no podría 

desconocer, por ejemplo, una interrupción de la prescripción y sus 

correlativos efectos fijados por la ley anterior). 

c) Los hechos que no conformaron la constitución o extinción de una 

situación jurídica conforme a la ley en vigor al tiempo en que se 

produjeron, no pueden constituir o extinguir tal situación en virtud de la 

ley nueva; (así, los actos verificados por incapaces según la ley antigua, 

no devienen válidos porque los sujetos resulten capacitados con arreglo 

a la ley nueva). 
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d) Mll/atL~ mutandis, la solución es al misma a la anterior si la situación 

jurídica está en curso de constitución o de extinción. al ley nueva sería 

retroactiva si diese valor a algunos elementos que no lo tenían según la 

ley antigua (si un hecho no es considerndo en el momento en que se 

produjo como interrupción de la prescripción, seguirá si1.mdo üre/ewmte 

aunque la ley nueva, aun surgida antes de que la prescripción se cumpla, 

establezca dicho modo de prescripción. 

- En cuanto a la fose estática (efectos de la situación jurídica), la regla es 

que éstos son regulados por la ley en vigor al tiempo en que se 

producen. Por tanto, de esto surgen dos conclusiones: 

a) La ley que regula los efectos de una situación jurídica no puede 

alcanzar los ya producidos bajo la ley anterior. 

b) La foy que regula los efectos futuros de una situación jurídica en 

curso no es retroactiva; tiene eficacia inmediata. 

Según López Menudorn, en primer término señala, que la tesis de 

Roubier, llamada "moderna" por contraposición a la doctrina "clásica" 

de los derechos adquiridos, ha alcanzado numerosos adeptos, 

especialmente en la doctrina del derecho privado. Sus notas más 

celebradas son las siguientes: 
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1. Haber deslindado el concepto de retroactividad, superando el 

tradicional eufemismo entre "retroactividad" y "efecto inmediato" de la 

ley. 

2. Situarse en una clave dialéctica distinta. al abandonar la 

"irrctroactividad de las leyes" como principio que se deduce del artículo 

2 del Código Civil Francés, y sentnr como regla general la "eficacia 

inmediata" de las mismas. 

3. Establecer una exacta delimitación de los ámbitos temporales de la ley 

antigua y nueva, evitando la yuxtaposición de distintos derechos vigentes 

en un mismo momento para situaciones jurídicas de la misma 

naturaleza. 

4. Ofrecer un cuadro de reglas de aplicación automática, prescindiendo 

de la índole material de las situaciones jurídicas afectadas por el cambio 

nonnaiivo. 

En segundo ténnino el citado autor hace una severa crítica a la teoría de 

Roubier: "A pesar de la innegable precisión jurídica de esta doctrina, 

consid~rada con justicia como la más moderna, completa e importante 

entra las dedicadas al estudio del Derecho i11tcrtcmpural, no deja de 

ofrecer aspectos criticables que resumimos seguidamente: 

Al sustituir el concepto de "hecho jurídico" (gozne sobre el que giran las 

teorías de los Jacta practcn'ta) por el de "situación jurídica" en fase 
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dinámica o estática, se acerca considerablemente a la tesis de Duguit 

con su.correlativo distinción entre situación subjetiva y objetiva. 

Y es al hilo de esta comparación donde surge la quiebra fundamental de 

la tesis de Roubier. Duguit distingue entre actos y situuciones, 

distinguiendo Roubier entre fase dinámica y estática de una relación o 

situación jurídica ; pues bien, las soluciones que ambos ofrecen respecto 

a los actos (Duguit) y fase dinámica (Roubier) son equivalentes, 

entroncando a su vez con las teorías de los facta practcrita: tem¡ms rcgit 

actum. 

Roubier llega así a coincidir con la solución clásica, aunque por distinto 

razon'1:miento y eludiendo su terminología; se ha dicho con fundamento 

que al sustituir esta teoría Ja contraposición de retroactividad e 

irretroactividad por la de efecto inmediato y retroactividad no hace más 

que trasladar la dificultad a Ja fijación de ese efecto inmediato. 

Roubier no pretende extender su teoría al campo del derecho público, 

dado que esta rama del derecho obedece a reglas muy distintas de las 

del derecho privado''t.a 

La crítica que recibe está doctrina de Roubier, es por parte de García 

Máynez, al afirmar que el concepto de retroactividad, como es 

concebido por Roubier es erróneo, pues si un derecho o una obligación 

han nacido bajo el imperio de una ley, y el ejercicio de aquél o el 

cumplimiento de ésta pueden prolongarse durante cierto tiempo, o se 

l.ul/b!Jtm,p.ll7y•1tl 

119 



hallan diferidos de algún modo, en su concepto, la modificación o 

supresión de tales consecuencias por una ley posterior debe ser 

considerada necesariamente retroactiva, en virtud de que de esa manera 

se modifica o destruye lo que ya cxistfo antes el comienzo de Ja vigencia 

de la nueva ley, si bien ya existían, no se habían realizado; pero entonces 

habría·que responder que la rcalilación de una consecuencia jurídica es 

un mero hecho, y que lo único que una ley puede modificar o suprimir 

son los derechos u obligaciones derivados de la realización de un 

supuesto jurídico, mas no el hecho dd ejercicio o del cumplimiento de 

estas facultades y deberes. 

La crítica de García Máynez, en nuestra opinión, no es válida tratándose 

de leyes fiscales, las cuales son de interés público y, por ello, deben ser 

aplicadas de inmediato para los hechos y consecuencia que se 

produzcan o realicen a partir de la iniciación de la vigencia de la nueva 

ley, a menos que el legislador disponga lo contrario. 

TEORIA DE NI COLAS COVIELLO 

La obra que nos presenta Coviello"' expone de un punto de vista 

personal, el planteamiento de la irretroactividad de la ley. 

Señala que "Si en el momento mismo en que entra en vigor una nueva 

ley cesa la anterior, derogada por aquélla, no cesan igualmente en la 

vida las relaciones jurídicas nacidas bajo el imperio de la ley precedente, 

no sólo en cuanto son hechos realizados, y que han producido ya sus 

JJI COVIFU O, NrCOl.AS,D._.,,:tri."fó1Gen1Tddc/O.."t'(<:h->Cll1f,l•p. 'ª p, J07. 
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efectos, sino también en cuanto tienen la capacidad ele producir otros, 

que por la necesidad misma de las cosas vienen a verificarse cuando ya 

impera la nueva ley. Surge de aquí la cuestión de saber cuál es la ley que 

debe aplicarse""'· 

Este autor al analizar el problema que presenta el conflicto de leyes en 

el tiempo, recurre a la máxima heredada por los romanos, "la ley no 

tiene fuerza retroactiva". Sin embargo, al apelar a este principio lo hace 

con un sentido crítico: "A ptimera vista parece un axioma de sentido 

común y de evidencia intuitiva, tanto los profanos en derecho la repiten 

frecuentemente, es, sin embargo, una de las más oscuras; hasta el punto 

de que habido quien haya preferido desterrarla de la ciencia 

jurídica ... "w 

121 

Llega a la conclusión que esto deriva de la interpretación inexacta que 

se hace de la locución "retroactividad", exponiendo su criterio de la 

siguiente forma: "Si la máxima quisiera decir que la ley no es retroactiva, 

en el sentido de que no puede destruir lo pasado, y hacer que exista un 

estado de cosas que no ha existido, sería una máxima de buen sentido, y 

muy ingenuo hubiera sido el legislador que la hubiese proclamado. Pero 

lo cierto es que si es materialmente imposible que el hecho realizado se 

convierta en no realizado, es muy posible que el legislador ordene al 

magistrado que aplique la nueva ley a los hechos pasados, no sólo 

cuando las controversias relativas a ellos surjan después por vei 

primera, sino también cmmdo se hayan decidido y agotado mediante 

14..:!JblJarr,plOS. 
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sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada o mediante una 

transacción; y con mayor razón puede querer la aplicación inmediata de 

la nueva ley a hechos que, aunque ligados con el pasado, se realizan 

después de que ésta ha entrado en vigor. Por lo cual, excluyendo de la 

palabra retronctil'idad en el sentido natural de obrar hncia atrás, o sea 

de destruir lo ya hecho y dar vida en el pnsado a lo que nunca ha 

existido, quedan tres posibles signilicados jurídicos, tomados en 

consid~ración por los juristas. A saber: 1" Retroactividad de la ley 

puede significar aplicación de la ley nueva a hechos no sólo realizados, 

sino agotados bajo el imperio de la antigua ley, esto es, que ha 

producido ya todos sus efectos, y las controversias relativas han 

terminado por transacción o por sentencia pasada en autoridad de cosa 

juzgada. La ley nueva importaría una resolutio ex tune de todas las 

relaciones jurídicas realizadas según la ley precedente. 2° Retroactividad 

de la ley puede significar un campo de acción más restringido que el que 

acaba de indicarse, esto es, la aplicación de la ley nueva a todas las 

controversias que surgen o que están pendientes todavía en el momento 

en que aquélla entra en vigor, aunque tengan por objeto hechos 

verificados bajo el imperio de la ley abolida. De este modo, quedarían 

respetadas las transacciones y las sentencias pasadas en autoridad de 

cosa juzgada con anterioridad a la nueva ley. 3° Retroactividad de la ley, 

en fin, puede denotar no la aplicabilidad de la ley a hechos ya decididos 

desde antes, o a cuestiones pedicntes relativas a hechos pasados, sino la 

aplicabilidad a hechos nuevos, que por primera vez se realizan bajo su 

imperio, pero que se encuentra en cierta relación con hechos anteriores. 

Así es que la máxima la ley no es retroactiva podría significar: 
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1° la nueva ley no toca las controversias definitivamente resueltas con 

anterioridad; 

2° la nueva ley no es aplicable a las controversias relativas a hechos 

anteriormente realizados, aun cuando estén pedientes en el momento 

en que la ley entra en vigor o surjan después; 

3° la nueva-ley--no regula los hechos nuevos que tienen lugar bajo su 

imperio, si están en relación con hechos verificados antes". 

Por lo .tanto Coviel101u afirma en que el sentido que debemos entender 

esta máxima, es que las transacciones y las sentencias pasadas en 

autoridad de cosa juzgada deban respetarse por la nueva ley, cosa que 

se explica por sí misma, desde el momento en que las respeta la misma 

ley bajo cuyo imperio se realizaron. Más ésta recibe un valor propio y un 

significado práctico imp011ante, cuando se entiende en el sentido de que 

la nueva ley no puede aplicarse ni siquiera a las controversias que se 

deben decidir durante su imperio, si se refieren a hechos pasados. 

Creemos por esto que no es justo atribuir a la máxima el tercer 

significado exclusivamente o darle a éste tal predominancia que quede 

olvidado el otro, porque, así, no sólo se da las palabras de la ley un 

signifii:ado poco apropiado, sino que llega a barrenar el concepto 

legislativo. En efecto, si el art. 2° de las disp. prclim. se interpreta en el 

sentido de que la ley no tiene aplicación inmediata a los hechos que se 

han realizado bajo su imperio, porque tienen relación con hechos que se 

l·U lbldan. p.110. 
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han realizado antes, se llamará retroactividad a la que no es sino la 

natural actividad de la ley, es decir, a su eficacia sobre hechos que 

siguen a su entrada en vigor; y se llegará a la consecuencia paradójica, 

pero lógica, de que la irretroactividad de la ley no es el principio, y la 

retroactividad la excepción, sino que, viceversa, toda ley es por sí 

retroactiva, y sólo en cierto casos esa eficacia general suya encuentra un 

límite, esto es, se vuelve irretroacti\'ll. Pero no creemos que este tercer 

significado deba excluirse. 

Por esto convendrá decir desde ahora que es prc:ciso dar a la expresión 

"la ley no es retroactiva" un significado comprensivo: la ley no se aplica 

nunca a las controversias concernientes a relaciones jurídicas realizadas 

antes de su entrada en vigor, y, en ciertos límites, ni a los hechos que se 

verifican posteriormente cuando son consecuencia de hechos anteriores. 

La teoría a la que se acoge este autor, para resolver el problema de la 

retroactividad, es la desarrollada por Vareilles-Somrnicres, - indicando 

él mismo - que se apoya en ésta, salvo alguna modificación de orden 

secundario. 

Así comienza explicando: "L1 norma de ley no puede obligar antes de 

existir; por eso es racional y justo que no extienda su eficacia a los 

hechos efectuados antes de su aparición. Tal es el fundamento y 

contenido de la máxima de la no retroactividad. Pero hay eficacia 

retroactiva no sólo cuando la nueva ley desconoce las consecuencias ya 

realizadas del hecho cumplido, es decir, cuando destruye las ventajas ya 

nacida~, sino también cuando impide una consecuencia futura de un 
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hecho ya consumado, por una razón relativa a este hecho solamente; de 

modo que la privación de la futura ventaja se muestre como un efecto 

de la realización de aquel hecho determinado. Si en el primer caso hay 

retroactividad, porque la ley obra directamente sobre el hecho pasado, 

también la hay en el segundo, en que la ley, si bien mediatamente, obra 

asimismo sobre el hecho pasado destruyendo sus consecuencias, sólo 

porque el hecho que las produce no fue conforme a sus preceptos. 

Cuando por el contrario la nueva ley regula tamhién las consecuencias 

de un hecho pasado, que se realizarán bajo su imperio consideradas en 

sí mismas, y no por una razón relativa a aquel hecho, que queda así 

intocado, no hay retroactividad, sino aplicación inmediata de la ley. Así 

es que no siempre las consecuencias de un hecho pasado deben ser 

reguladas por la ley vigente al verificarse el hecho que las determina, ya 

que esto no se deriva del principio de la irretroactividad, ni sólo aquéllas 

que constituyen un derecho adquirido; sino las que no pueden ser 

reglamentadas por la ley nueva, sin que ésta venga así a regular el 

mismo hecho que las causa. Así, pues, el criterio que sirve para 

discernirlas es la relación de causa e efecto entre el hecho pasado y la 

aplicación de la nueva ley: la razón por la cual la consecuencia de un 

hecho ·pasado viene a ser desconocida. 

En otros términos: la ley nueva no es aplicable a consecuencias de 

hechos pasados, aun efectuados bajo su imperio, cuando su aplicación 

tenga como presupuesto necesario el hecho pasado, ya sea porque no 

fue conforme a la nueva ley, o por constituir el elemento de hecho de 

que surgen consecuencias jurídicas que no habrían nacido para la 

antigua ley: en cambio, la nueva es aplicable en la hipótesis contraria. 
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Algunos ejemplos ilustrarán la teoría. Así, una ley que exige para la 

existencia de In venta de inmuebles la formalidad de la escritura, 

mientras que la ley anterior permitía la forma verbal, no sólo será 

aplicable para negar la eficacia a los actos de disposición realizados por 

el comprador al tiempo de la ley abolida, sino que no lo sen1 tampoco 

para negar dicha eficacia a los actos que el comprador llega a realizar 

después. De no ser así, habría retroactividad no sólo en el primer caso 

(desconocimiento del hecho pasado), sino también en el segundo, 

porque se vendría a negar al comprador la validez del acto de 

disposición realizado por él bajo el régimen de la ley nueva (hecho 

nuevo), no por la razón de que este acto es nulo por sí mismo, porque lo 

suponemos realizado conforme las prescripciones de la nueva ley, sino 

porque su título de propiedad no tiene los requisitos que ahora son 

necesarios (razón relativa al hecho pasado). Al contrario, una ley nueva 

que, por ejemplo, prohiba las servidumbn:s prediales perpetuas, ordene 

la redención de todas las rentas perpetuas, sería aplicable aun a las 

servidumbres y a las rentas anteriormente constituidas. Porque en la 

aplicación de tal ley no se toma en consideración el hecho pasac!o o el 

comportamiento de las personas en el tiempo anterior; se tiene en 

cuenta el estado actual de cosas, aunque tenga su raíz en el pasado. 

Podemos formular la teoría en los siguientes términos. La máxima "la ley 

no tiene fuerzn retroactiva" significa que el juez no puede aplicarla a 

hechos pasados, o desconociendo las consecuencias ya realizadas, o 

quitando eficacia, o atribuyendo una diversa, a las consecuencias nuevas 

sobre la única base de la apreciación del hecho pasado. 
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Desde luego, esta teoría, tiene el mérito de proporcionar un criterio de 

fácil aplicación práctica para discernir cuándo se puedan o no regular 

con la ley nueva relaciones jurídica~ que son consecuencia de un hecho 

pasado. No obliga a examinar si hay un derecho adquirido, facultad o 

expect~tiva, bastando ver en qué relación esté la aplicación de la ley con 

el hecho pasado. Tampoco obliga a indagar cuándo un hecho pueda 

decirse jurídicamente consumado o perfecto, es decir, idóneo para 

producir todas las posibles consecuencias jurídicas de que es capaz. 

En segundo lugar, se logra dar a la máxima la ley no es retroactiva su 

propio significado y natural alcance. La no retroactividad es la regla, y la 

retroactividad es la excepción; ya que leyes retroactivas no son las de 

aplicación inmediata a los hechos que se realizan bajo su imperio, 

tengan o no conexión con hechos precedentes; sino sólo las que regulan 

los hechos pasados de manera directa o indirecta, esto es, o destruyendo 

sus consecuencias jurídicas ya realizadas, o regulando las nuevas, 

teniendo como base únicamente la diversa apreciación del hecho 

pasado. Y de esta suerte, no se recurre a ningún principio nuevo que 

importe limitación al de la eficacia natural de la ley. La cual comienza el 

día en que entra en vigor, y cesa cuando otra ley la reemplaza.'\., 

Coviello asevera que esta teoría se construye para ser aplicada a todas 

las leyes, mientras que las doctrinas de los derechos adquiridos y de los 

hechos consumados se enfocan solamente a un radio del Derecho. 

145/btdmi.p.118121. 
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LEYES DE PROCEDIMIENTO. Son de aplicación inmediata a todas 

las contiendas que se inician o que están pendientes al tiempo en que 

entran en vigor. Pero esto no importa retroactividad, porque la 

aplicación de las leyes procesales mira a un hecho existente en la 

actualidad, esto es, a la litis, no a un hecho pasado, cual es el negocio 

jurídico, y menos a la acción que se ejercita. En cambio, si el juicio ha 

comenzado ya, los actos procesales realizados en conformidad con la 

antigua ley conservan sus efectos y continúan producie.ndo todos los 

nuevos, cuya negación importaría la aplicación de la nueva ley al hecho 

cumplido anteriormente. Y he aquí cómo el p1incipio de IH 

irretrnactividad funciona aun en este campo, prescindiendo del 

concepto de derecho adquirido. 

LEYPA'i POLITICO-ADMINISTRATIVAS. También éstas se 

consideran por lo común retroactivas; pero lo cierto es que no operan 

de. modo distinto al de todas las demás leyes. Así, si modifican la 

capacidad de elegir o de ser elegido, son aplicables aun a aquéllos que 

eran antes capaces o incapaces: lo cual ocurre no por la naturaleza 

especial de la ley, sino por el principio general de que toda ley se aplica 

aun a las consecuencias nuevas de un hecho pasado, cuando éste no se 

tome en consideración. Pero si la ley declara incapaz de ser electo o 

elector al que comete ciertos hechos, no podrá aplicarse a aquéllas 

personas que los han verificado en un tiempo en que no producían 

semejante consecuencia. 
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A. EXCEPCIONES AL PRINCIPIO DE LA IRRETROACTlVIDAD 

Coviello1<0 sostiene que el principio de la no retroactividad es una regla 

que mira a la aplicación de la ley, y que, por lo tanto, concierne al juez, 

no al legislador. A éste siempre le es lícito querer lo contrario. 

Por lo tanto indica la posibilidad de dos excepciones: 

1) La retroactividad que importa eficacia de la nueva ley sobre los 

hechos pasados; y 

2) La supervivencia del derecho abolido, por la cual algunas relaciones 

jurídicas que no caen bajo el dominio de Ja regla de la irretroactividad, 

se disciplinan, sin embargo, por la legislación anterior. 

"Cualquiera ley puede ser retroactiva por voluntad del legislador; pero 

ninguna es retroactiva por su propia índole, ya que, según lo hemos 

visto, ni las leyes políticas y procesales son retroactivas, esto es, no 

regulan hechos ya realizados, ni directa ni indirectamente. Retroactivas 

por voluntad del legislador son las llamadas leyes interpretativas y 

retroactivas por la propia razón son también las leyes penales más 

benignas. Pero la voluntad de legislador puede ser no sólo expresa, sino 

también tácita. No existe un criterio general para inferir la voluntad 

tácita; y es erróneo el sacado de la naturaleza de la norma, Ja que, 

según algunos, en caso de duda debería presumirse retroactiva, si es de 

orden público; no retroactiva, si es de interés privado. Aquí, como en 

cualquiera otra cuestión de interpretación, hay que investigar por todos 

los medios posibles y concluyentes cuál fue la efectiva intención del 

146.lblJan, p.1~6-128. 
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legislador, y, cuando ésta no resulte, es de creerse que la excepción no 

existe; por lo que vale el principio general de la no retroactividad, que 

comprende debajo de sí todas las leyes de orden público o privado. 

L1 efic;acia de una ley que por la voluntad expresa o tácita del legislador 

resulte retroactiva afecta sólo a las controversia~ pendientes o no 

surgidas aún. Pero el legislador bien puede manifestar una voluntad 

contraria, haciendo n:troactiva la ky aun con respecto a los fallos y 

transacciones; sólo en caso de duda dicha voluntad no puede 

presumirse, por ser contraria a las exigencias de la justicia y a los 

principios generales del derecho. 

L1 otra excepción es la supervivencia del derecho abolido. Ciertamente 

aquellas relaciones que no pueden ser gobernadas por la nueva ley 

sobre la base del principio de la no retroactividad, son disciplinadas por 

la ley ~nterior. Mas esto no importa una prolongación de la eficacia de 

la ley abolida; sino sólo un reconocimiento de la eficacia ya por ella 

desplegada al infundir vida jurídica a una relación de hecho realizada 

mientras la ley regía, y una deducción de las consecuencias que 

necesariamente derivan de la misma. Por el contrario, cuando nos 

hallamos en presencia de relaciones jurídicas que en el principio de la 

irretroactividad no encuentran ningún obstáculo para ser disciplinadas 

por la nueva ley, la que más bien debería comprenderlas en su dominio, 

a pesar de encontrarse sometidas a la ley anterior que regía cuando 

surgió el hecho que fue su causa primera, entonces el derecho abolido 

sobrevive, por decirlo así, a sí mismo, desplegando una eficacia nueva 

aun después de la abolición. De este modo, mientras la retroactividad 
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ensancha los confines naturales de la esfera de eficacia de la ley, Ja 

supervivencia del derecho anterior los restringe; la no retroactividad, en 

cambio no es más que uno de estos límites naturales". 

VI. TEORIA DE LAS NORMAS DE DERECHO PUBLICO 

FRIEDICH CARL VON SA VGINY 

La clásica distinción que hace Savigny entre las leyes que se refieren a 

la existencia de los derechos y las leyes que aluden a la adquisición de 

los derechos, que, respectivamente, son y no son de aplicación 

inmediata. 

Josserand, afirma, que, ante las exigencias del orden público, los 

intereses particulares deben ceder y que "no puede pretenderse tener 

derechos adquiridos frente al orden público". Las leyes de orden público 

se aplican inmediatamente, más tal aplicación inmediata no es una 

aplicación retroactiva. 

En contraste a la doctrina de los derechos adquiridos, que emana como 

princi~io protector de la autonomía de Ja voluntad, imperante en el 

Derecho privado, surge como reacción natural, pura contrarrestar la 

fuerza con que se venía gestando las doctrinas a favor dei interés 

particular, "Ja doctrina del Derecho público"w; se dice que emana en 

contra de esta corriente doctrinal, porque se entiende que las leyes de 

J471.ópc:t Mcaut.la al rrfennc 11 IA taori,1 dtl intrtt:s pu1:>:1m :u1entJ.,qt1t- m.\.s qu~ de: uru 1~orú cabe tt.JHata1 o.u: G'VJdc 11n"' 
cnrrlcntcdr:drin11J ml~l'<'".r~1<Lt por Rug,gcru, S11mmcdl1, Paccl1ioni. Jk Buen. t>e Castro•. LOPEZ MENUDO,El¡>TÍN.:ipiti Jr 

/nr:troat:JhidtJJ en la.r111Jn!lill)°urld1i:o adnW1iJ11atm1r,op. á1. p.118 
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orden público no pueden derogarse por la voluntad de los particulares y 

entonces todas las leyes senín retroactivas por regla general. 

Esta nueva doctrina puede ser entendida como interés público u orden 

público14s, ya que en este punto lo importante es destacar, el derecho 

que atañe a las cuestiones públicas. 

l-'S Por L'"1:1:JU:S runuco ~ t:nllcni.k, d ron1unto Je p(l:'1(';15lúnt~ rtbÓ1ln.:u.LM. nin 1.1.~ n~hfadt';'i nlll"'CtNal de." 10$ 

mkmbros de u.na comuctd;).t, cuyJ. uuu.irn.:on o;Wna N"nclk\{'(. ['\UJ lt~ k.'$ inlt'¡;rautn de o.u. 81:u ¡m:·r('n\ione3 i..Jn 

f'C\)l~id.u rntdilnle l.1 lnCt'f\.t::ncillf1 difttt\ ~- J""n11.aflt'I'\\(' dd b.C.:\do.. ~ dedr. S;)IJ pr.mt1l.ld1'o 3 lr.1\·~ Ll óltlr..i1!¡11i c·on.<.\<intc 

de¡.., Ófi'lllll dd F~~1aJo. 

la apra.í6n •utilitl.ltl ('Ul'lu,':.\~ l'l'i U!..i.da [fl-'l..'Ucnll'llll'1llc en h l~!.1cill11 nwur;;ina, {\.lr<i !'.isníficar !ti mimm que ~ JenotJ Cl..'f'I 

d roncz:pto J\'. 8 inll'lt:! plibbat. DICCIO ... ~mo JURIDICO .\/f:Xl<:.f.\0, T0MP ].(}, Mf:tl(U, lJNAM. lN~Jmno DE 

tsVE.mOACtoNF..SJURm!cA<;, irn:.. fl- 1-:°M. 

F.n un iC:llíd.Jamrlio d ORnF~"I flJRlJCO, iw: idcntific:1 wn L1 p.11 pUM1c.1. F.n un >t'1l!iclo 1~11ingidod mun:."' PlJULlCO ~ 

refiere ;il c.xmj\lnlu de i.ru.lilucium.'.S 1urtJ1\~ q11c 1drn\i!ic:1n o <lu.tin¡;Ut'll el dcn,.·ho ck tul<! romunidad; !lrincipio:.. nonn).S e 

i.tt.Sllludont~ que no puctJc1. k'f aheradu ci ~r ll \'IJ!un!Jd de k.s ll\lil'>-ith.10<\ (no ~~I~ lujo d imperio de la "autonoruta de Ll 

\'Olunu-.1") 11i ?-X b :ipllCJnOn del dCT«h-0 atr.1njm1 Úl<-"!> princiri<l'\ e ituutucwnn !}\) ~11 !.-<~fo u•>rm.11 lq;i1lil•tu .. •·.1 rio.kn 

pOblioo<:mnprende 3<.knús. tradKfon~. y prk!1cas ód f\m\, ~I ci)mo !ra.JiciOl\N y pr.ictica' tic l.t~ prok~innr.. juridic;1.\.. PoJda. 

decin:t que cl orden pd.hlkt) ~ rtfa:n~. a b "t"UlfUrJ" Jut1drw de un;¡ romumd~d di:te11I1iro1,fa, Ul.dU}clldO ~us 1r.1J1d<Jn'-">, i·k~les 

e, incllbll, dogm.u y m.i.11.li k~ su tktt.~.lh\)' ...i1 hi~tn1l\ iltllnudoML 
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De kt aulcrior .K' u¡;uc que l.u ky~ 1k "ori.kn 111iMim", no M' tdieTcn '"~c.;iriamcnte, al dl'rtcho pll.l:>l~o. CótUO npunto al 

dctt'Cho pri'>-:1.Jo. E.u.\l(."'J lt")b de '\1nkn p6!1liC\1" t¡uc rc¡;ubn in.,1i1uf10fll.°" \k 1kudio pri~·.1óo l.u cu:t!C1 wn iru.1i1uoon~ 

sccialea ft.indamcnbl~ (Jcrur.-N"i f.amili.l.r). 

EJ orden pCilltiro {UJlOQIU Ct>tllO un lfmilc- por mctlio !.Id cuJ! :w.· r~trin¡e Li facultad de: lrl\ inJt\iduo-s whre ta. mht,jci6n ck 
ciertos actOil jurfd!cos ose imp1Jc que ricrto.s actos. jurMicoi '~!ilkt> lcn¡:::i.n dcct1-., d(."lltto é\' un im.ku j1.11fdico opxlfíro. 

ta doctlina<tlrlttmpor.l.nca, sigtucmJo l~ tnd1Cl6n romJnim .. S<:iialJ que el orden púbhco t.t d .Jo!Illniu 1k h~ !ry\~ it:.1p•.:IAl1\·~. 

por opoliciifa a tu IC)-es di.if!QS!li\'al o .1uplelorial, lt,ua!rutMc lJ d•<trÍI'.) ccr.1c:m{¡ufinc.:i uuislc en que l'I 00U1.:\:pl111k oiJc:n 

(ldh!iro ll\"'I ¡JtJcdc <~:mfun.di~ CT'f1 la n<:...1ún ~ dercdm p(1Mico, t,on, nflml<llmeruc:, di!pt..1;S1cwnt:1. d<: or~rn publico. Sm 

C'!l:lb.:u¡;...1, ~li kjr.i. Je n1mpn:nJcr wJncl 11nkn ¡1úhlicu. 

EJ onkn pi)bltro ci. un mccanhmu a trr.~ tlcl c1~l d fat.1clo (d kgi.,fa1l11r u, t.-n G:i.'o d jua) impide qu.~ ciertos .:¡ctOI. 

(Ul'tí.cul.lm afc;1m IU\ in1rrao (unJarul't1lab ~le !a M.ll.."lt'<l4J 

B onk:i pOb!K.'o a. t•n llmi!e omnipn.~'l'lt~ p.i;ra cualquit'.'r atfoí<.bd .¡ue ~.:: do..1m1lk en d ~mpo dr:I 1krech<1, rorrcs~n.Jerá 3 

tu {M.litucia!l<::lapfmuúvatdd du-ccho s,ci;\brq11t :ictoti afcrt.1n d 1nh:·t6 piihl1u1. 

En IX'.a.I.~ tu propi:u. dupos,tciuncs. letrt!.lti\'" ~ do.;l!rln, etpr~o;.·i:1wnti\ dl' orden p1í\1bcn; en 1>1t111, nin~¡'IOllde 
jll'Uwcntc a lt'l'; tritiu~f~ dttctmin.1r ~1 en 1.k1<:1rum:u1~ cim1~t:inci.'.ll. un atto es oontr.nio al onh.:n púb\k(.l ttaci<J11al 

DfCCJO.VAR.10 JUR:mcn Mf:XICA.NO, 11p. ciL p. ;:'.;:'.?<.!. 



El Derecho público puede expresarse en dos formas: La 

intervención del Estado a través de su poder público (autoridad o 

imperi11m) para regular las relaciones de los particulares, esto significa, 

que la clase de relación que se da entre el Estado y los particulares, es 

de s11ptaorde11ació11 o subordinación; o bien, 

- Las normas que regulan el ejercicio de la autoridad estatal, 

determinando y creando al órgano competente para ejercitarla, el 

contenido posible de sus actos de autoridad estatal y el procedimiento 

mediante el cual dichos ocios deberán realizarse1••, en otras palabras, 

son las normas que reglamentan la organización y actividad del Estado y 

demás organismos dotados de poder público. 

La doctrina de Jos derecho adquiridos y la doctrina de las normas de 

derecho público, son dos principios antagónicos y concurrentes, a 

primero vista esto se observa por el conflicto de intereses en juego. 

Así se predican dos principios paralelos: uno en favor de la 

irretroactividad en aquellas materias donde predomina la autonomía de 

Ja voluntad privada; otro en favor de la retroactividad respecto a las 

materias de interés públic0.15o 

•Af1. 6° La wluntad de le& p:uticul.ar~ no puede t'%iniir de L1 olw.cr.and:i de IJ ley, nJ alferarl.l o modlfiClrt.l. Sólo pueden 

renuocíanc los derechos privados que ne afecten din.-claml"l1lc al interb pi1blico, cuJndo L1 renunc1:1 no perjudique derec:/1°' de 

Art. 8" Los aclos ejecutados ron Ir.ad lcoor d.:: lu k')'~ proh1ti~IÍ\'aS o de interts p1lb!Joo s.edn nulos, o:ttplo e.,, los~ en 
quebleyordeneloainlnltiu-. 
149 IJICCIONARJO JURIDICO MEXICANO, TOMO D·H, M&ico, t!NAM, INST/"JlrI'O DE IN\'El\TIGACIO~f-<; 
JlJRIDICAS, 1992. p. lOJZ. 
150 RUGGERO, /nrriru.zi011i iU /1inrro PrfrMio, Mo..\ina, 1937. ¡J.49. 
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Al establecer una norma de carácter público, el Estado determina et 

"deber ser" fortoso e imperativo que exige en ese momento la 

conciencia jurídica colectiva. es por eso que tales normas no pueden ser 

renunciadas ni relajadas por convenios entre particulares. En tal sentido 

el deber de dar la pensión alimenticia, la indemnización de los 

accidentes profesionales o el pago de los impuestos no pueden ser 

relajados por la voluntad de los particulares. Son norma5 de orden 

público y, en cuando tales, representan la idea del bien común en la 

comunidad jurídica de nuestros días. 

Por el contrario las normas de derecho dispositivo o derecho supletorio 

regulan aquellas materias sobre las cuales rige la voluntad autónoma de 

los particulares, (contratos civiles y mercantiles) poniendo el poder 

coactivo del Estado al servicio de lo convenido por ellos. 

L'1 entrada en vigor de una norma de carácter público regula 

inmediatamente todas las relaciones jurídicas existentes, en razón del 

interés colectivo, porque éste debe regir de manera absoluta. De esta 

manera se observa la aplicación de las normas de carácter público a los 

contraios en curso1S1. El fundamento de esta aplicación es el interés 

l51 r .m1 una mc:jur rompreraión de 13 :in tenor t.-xpo:!>ldón c11.ucm~ el siguii:tile ejemplo: ·1w..:igincm1>!., en primer 1trnuno, que 

Ticio compra una caJ.l en un moMc:nro en que no h11y po">lhitidad kg11.l dt' o:pn1pi.1r • 111 apmpllción no pcr1cnro= toJ<i\fa 11.I 

Dcrcdio positivo ·y en que no cili1c impu~to alguno que gr.ne lit pmpiul:!J urhana. Suron¡:amoo. Íf:llllmmlc que-, al año de su 
rompr.i., ~ promulg.:¡. UllJ ley de ~prn¡1i;.c100 por u11HJ..td pllliliU<, unft le:)' f.i....._.l quo:: gr.na rucnrn1t'11lc lo" prnhl\\ utllilnt"I u 

u03 lcy que, desde un pun10 de \istJ wlidario1, nt.ablece ciertas obligaciono JI c.1rc,o de 1(1!. propictarirl'o de Ci\.\a\. 

Anle la pretensión de liao de que t:il~ le:t"t::'. l'll se aplicin a su t-a..a pon¡ue ti la 11d,¡1.1ir1ó tTm imlcrioridaJ a gu cntr.nl:i c-n 

vigoc y porque ello 1mplicatia d.~r ah ley drcto rctrc~1e1r.u, ctldlquicr JUrisu u1eilun..1rucntc nnado ropundcrfd que laja kyn 

akctan a la cua dcTkiu, ya que wn k)t:S lkenkn pOhlicoquc se :ipllC<ln inmcJicrc:rncn:t J 1odas Lu. rcLlriO!let. cxistcnies en el 

mome¡itode su "isencia·. SANCllEZ-CUVISA lléRNANüO, JUAOUJN, /,,1 1 isi:rtdJ '[(lnp<irwl dt l.J IL!>·m d Ordmamfrnto 

lwfdico Vmewl.uw, op cil. p.191. 
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público, porque la protección otorgada al interés público tiene mayor 

alcance jurídico que la tutela concedida a los intereses privados. En 

efecto.el Interés Público es protegido no sólo mediante disposiciones 

legislativas, sino también a través de un gran número de medidas de 

carácter administrativo que integran una actividad permanente de los 

poderes públicos, dirigida a satisfacer necesidades colectivas. 

En la evolución jurídica de nuestro tiempo el orden público va 

invadiendo progresivamente el terreno que antes estaba reservado a la 

autonomía de la voluntad, por lo que esta doctrina afirma la supremacía 

del Estado ante el individuo que aparece subordinado, y parcialmente 

desplazado el derecho privado por el público. 

Y.a m~yor parte de las teorías sobre los derechos adquiridos y la 

retroactividad de la ley tienen su punto de partida en Ja ciencia jurídica 

del siglo XIX. Los efectos de los contratos se regulaban por la voluntad 

autónoma de las partes y las leyes de orden público eran, generalmente, 

leyes de excepción con una esfera de acción muy limitada. Mas, en la 

misma medida en que esa doctrina era lógica entonces, no lo es hoy, 

cuando el orden público ha invadido, al menos parcialmente, el campo 

de la contratación.is~ 

Esta doctrina como quiera que se le llame, de derecho público, orden 

público o interés público se ha criticado en nombre del respeto a las 

situaciones jurídicas individuales. 

152/bldan, p.l1H yr.i~. 
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La postura de esta doctrina parte del principio en favor de la 

irretroactividad, en aquellas materias donde predomina la autonomía de 

la voluntad, así como el reconocimiento de que legislador puede expedir 

leyes retroactivas, respecto a las materias de interés público. 

Planiol y Ripert también tratan este punto, señalan "que el principio que 

declara aplicables las leyes nuevas a todos los hechos posteriores a su 

promulgación rige, sin ninguna excepción ni reserva, todas clase de leyes 

de Derecho público o que tengan carácter político; ya se trate de la 

organización o del funcionamiento de los poderes públicos, de las 

atribuciones de los representantes de la autoridad y de los derechos 

políticos que los ciudadanos ejercen individualmente, es imposible 

admitir que las instituciones abolidas continúen funcionando bajo el 

imperio de una nueva ley; la forma política del estado y su mecanismo 

permanecen siempre a disposición del poder constituyente o legislativo, 

y los cambios que sobrevienen se imponen inmediatamente a los 

funcionarios y particulares. Tales leyes tienen por objeto constituir un 

régimen cuya condición necesaria es la unidad y la indivisibilidad". 

"Por ello las leyes que determinan el procedimiento y la competencia se 

aplican a todos los juicios, a partir de su promulgación y aun a los que 

recaigan sobre hechos o actos de fecha anterior''.m 

Es lo que sostienen algunos autores, es decir, que frente a una ley de 

orden público no hay derechos definitivamente adquiridos, y que si una 

ley, por ejemplo, desgrava los cupones de los títulos de los empréstitos 

15.l PLANlOl. YRIPERT, vp. cit. p.136 
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públicos de todo impuesto presente y futuro, otra ley puede gravarlos 

derogando la ley anterior. Admitido el principio genernl, como 

correlativo del interés mencionado, se permite al particular repetir del 

Estado lo que éste le cobra de más por la nueva ley.is1 

Esto significa que el Estado puede aplicar retroactivamente la ley 

haciendo valer el interés público. 

Analizando esta cuestión, desde el punto de vista de la jurisprudencia 

Argentina emitida por Ja Corle Suprema Nacional, se ha reconocido 

que Ja prohibición de retroactividad sólo tiene lugar en lo que respecta a 

situaciones de derecho privado, pero no tiene lugar en relación a 

cuestiones de derecho público, como son las tributarias. 

Sin embargo, al tiempo de admitir que las leyes tributarias pueden tener 

efecto retroactivo, trató de atemperar los efectos perjudiciales que esta 

posición podía tener en relación a los derechos adquiridos de los 

particulares. Dijo entonces la Cotte que en materia tributaria existe un 

derecho pa1rimo11ial garamizado par la Constitución, cuando media un 

contrato o unn convención especial en virtud de la cual ese derecho está 

incorporado al patrimonio del deudor, como en el caso de que el Estado 

mediante la intervención de sus funcionarios hubiere aceptado el pago 

de una obligación fiscal otorgando el correspondiente recibo. 

Es decir, la posición que sostuvo el tribunal en numerosos casos, el 

pago de un tributo surte pleno efecto e.rtimil'o que no permite revivir la 
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obligación, salvo que mediare ocultación o dolo por parte del 

contribuyente, en razón de originar una relación de naturaleza 

contractual entre fisco y contribuyente que determina el surgimiento de 

un derecho patrimonial garantizado por la Constitución Argentina. 

Lo que significa, de acuerdo con la jurisprudencia, que la ley tributaria 

no puede ser aplicable retroactivamente cuando media un pago de por 

medio. El pago libera al contribuyente y le otorga un derecho adquirido 

imposible de ser modificado por una ley posterior.11, 

Esta doctrina, llamada "armónica" o "ecléctica", no ofrece técnica alguna 

ni se dirige a acuñar el concepto de retroactividad; partiendo del 

reconocimiento de que el legislador puede hacer leyes retroactivas, 

existe en su base una actitud escéptica hacia esos problemas; en cada 

caso, se dice, el legislador deberá dejarse llevar por diversas 

consideraciones de oportunidad, de conveniencia o de justicia. L1 mayor 

o menór eficacia de la ley sobre el hecho anterior deberá depender de la 

finalidad que persigua, de la fuerza social que le empuje; los motores 

que determinan la fuerza retroactiva de una regla jurídica, señala De 

Castro, están en el contenido social y político de las disposiciones 

antigua y nueva, en la voluntad reformadora y restauradora que 

determine la finalidad de esta última. 

La leyes del Derecho Administrativo tienden a regular las situaciones 

desde el momento de su publicación; quiere esto decir que el legislador 

podrá apartarse de ésta tónica cuando quiera, respetando cuantos 

ISS \'ílJ.fGAS 8. H~cwr, runo di: Finart:üt, fkrrr:ho Financkro r Trihttcrio, Tomo 1, Buenos 1\ire. Ar,ent1na, Dtpa!ma, 

1979, p.173: 
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derechos e intereses dignos de protección surgidos de la antigua ley que 

estime conveniente, pues ello, lejos de atentar al interés público, puede 

servir del modo más eficaz a ese interés dese el punto en que tal respeto 

lleva en si mismo un beneficio al orden público. jurídico. 

VII. PLANTEAMIENTO DE KELSEN 

Recordemos que Kelsen al escribir la 'Teoría General del Derecho y del 

Estado", lo hizo en la Universidad de Berkeley, en los Estados Unidos, 

es por ello que dicha obra fue elaborada para los juristas del sistema 

jurídico anglosajón, mientras que su obra 'Teoría Pura del Derecho" se 

dirige a los abogados en el derecho alemán. 

Así en la Teoría General el problema de la retroactividad de las leyes 

Kelsen trata dentro del sistema jurídico anglosajón, este sistema prohibe 

las leyes ex post facto, y "este término es interpretado como ley penal con 

fuerza· retroactiva"11•. Es decir que en el sistema del Common L.'lw, el 

problema de la retroactividad de las leyes surge en el Derecho Penal, ya 

que lo importante es dar seguridad al sentenciado, es una seguridad 

penal, para evitar un Estado represivo y despótico. Un ejemplo de leyes 

ex post facto son los famosos juicios de Nuremberg111. 

IS6 KELSEN, Hans, Tf!rJriu Crmaul Jd l>tTrcJw y d &u.lo, cp.ci1. p.51. 
157 En la rcsfQtU-1.1'11id.ld pcnJL dentro dd De~ lntcnu:iorul 1-'úbliro, se 1n.a!11.1 Lt 10¡10ru.abi!idad ink'n1JcÍl.'(l.1J de uru. 

rcnon:i. au ra~btlidld tt ex~p.::10n:il, pues romo se ube I°' sujctn\ de Dcrttho lt1fl'fn.1cional wc \oi. ~ladui. reru el 

prim('rintmro f".>C' h.1crr rttpJn:t.3blc a un indr.'ldoo ~ntC' al Dc:f«Lo ln1c:m.a;:irn1:il, fuedt'::spubJc 111 Primer GUCJ111 Muni.li3l, 

cwanJo ~trató de C'lljmcilr a Guillcn:no lI de J\.lem.ln~. ti molr.\l d~ que lkl u~ le cnjuicur:a fue lJUc (1u1lkuuo lt piJ1.'> ;uilv .:t 

Holand.a yo:: e p.1~ Dc:gó U. auadii'ión !.Ohü.llJ.1. 

En donde Un ;1 h.:lba un enjwcum.!cnro tell es en !O) r~ de Nuri:ml"-"fi Al Íln.tfü.,r b Scpmd~ C.ul"l'T;\ Mur.d1.\l s.c 
finn.1. La C.:irr.-rnci6o de Lontln:s en el af11 de 1945, iir;n~1fa por b!;nJ~ UniJ<J:O., frJnl."U e lngl.:ltcrr.i 8t3 ronH:nClOO 

csublcd.1 d Tr.Ourul Mihur ln!=rn.Jcic11.1l parad ra.\ll¡;o de¡....., &r.1nJcs crimmJk,. tlc ~\!c-m, sot'>rt: todo :\q,Uellos que fueran 

c:icoctndos ~pom.ab!cs Nj'JtrM C<\IC)';'lri.u. l)ditfl5. conJr.& IJ pu, Crfo1cna de Guerra y Cñir.cncs contra L1 Hum3ruJ.ld. 
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"Las leyes retroactivas se consideran criticables e indeseables, porque 

hieren nuestro sentimiento de justicia al imponer una sanción, 

especialmente un castigo, a consecuencia de una acción u omisión 

relativamente a las cuales el individuo sancionado ignoraba que 

tendrían como consecuencia dicha sanción""•· 

Kelsen acepta la posibilidad fáctica de que se den leyes retroactivas, y 

esto, sostiene, no esta en discusión; señala, que lo que ciertamente 

discuten los doctrinarios o dogmáticos es el valor moral y político de 

dichas leyes. fa decir lo que se discute son juicios de valor. 

Se afirma que las normas no pueden tener validez para el pasado, sino 

únicamente para el futuro1s•. Ello no es así, y para aseverar este criterio 

U. pnxa.o1 de Numnba¡ de 1947 a 1949 funcionaron p:i.ralcb..mcntc a otro mbun.al bajo las ml!m.u rond1doncs,, d Tribunal 

de Tokio. 

Los a1mencs por los cuales fueron enjuidldos k~ Alemanes van en conm1 dcl p1inciplo de Derecho l'cn.il, que no se puede Kr 

jui.gaJo por nollllM A pos1uioti, a posr facro. No es dnlcamentr: Q\c a el probleuu que se a\hicnc en t:StOI juicim, desde un 
punto csuictaruente jurldlco tcndrlamos que decir que fue un proccdimlen10 uniLltml por p.jr1c lid venttdor, por lo tanto 
parcilll. pero o.te uunto lu tílllaUlo.\ de! u~ auncia un¡cncW porque pertenece 3 otra rn!M dd Dt-nxhu. 

Lo impot1.11ntc es d~ucar d pofqué cr~ IC)'Ci a pollcriori, '¡ bien ci cierto que en o!r.u roft\t'nno11~ C'!'>ll"~ ti¡...,... de Jchtm y11 
o.taban pn:vWos, pero el pmblemao que eran los E.su~ \OI que habf.ln siucn:to dicb.u convwcione!>, un Cll'ln indr.iduo,'\ m 

wcaricltrtlc pcnonu partlculan:s y o:lc es pn:cis.amcntc el punto m.ú\"Ulnmblc de k'6 rroccdimicntt»dc Nurembaj;, de 

acuerJo al aforismo "Nullwn fX'<'llª siM lry,y_ rulllum crimmm Wre poerw·. Por lo tanto en e51os procc:sos $C luce ra!><.1 omlso a 
dicho principio, ak¡zando L1 gr.tVt'dM! de \n1 cómcnf:" romctltlo:o.. l>odc d punlo de vis U JU.1dico dichOI lribun:ilc:s ai.1-0lcccn de 
cilos vicios, pero mor.ilmcn1c o o1ro d problc:na. El dcnx:hl.) ~ llna 1tc.n~ de org.\nil~ci6n ~i.11, la jui.ucb es un v~Jor moral 

subjcttw>. 

E.u.ten utlU' ejemplos como el Triburtal kcw=p, que 1icnc corno prc«dcn1c a lO\ juicios de Nurcmbcrg. pcm en e11c no i.c 

enjuicia a una. pcnonJ, l.ino al gohicm1\ norte-Americano por su Guerra en Vlc:tn.lm. c:ilific:id.l como Gmodda, cr.t un tribunJ\ 

Wl •latus jurfd.ico, pero con lln i.latus nlt'r!I. CiOMEZ..l<OHIHJO, VERDUZCU, Alfo~ Ar:uuu. Cuno dt I:Jc-mhD 
/rt1anacicnal PIJblieo, enero, 19'13. 

159 ~Decir que una nv1ml es vl!u.lJ p-ua cierto 1iem¡x> cs.¡uiv:dc a 11finnar que :oc refiere a la condtKU hull\Jn:i. que S( rcJ.hCC 

durante ese t1cm¡xr, /btd"n. p.50. 
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muestra la distinción entre la validez y la eficacia de la representación 

dela norma. 

"úi representación de una norma, como hecho psíquico, puede llegar a 

ser eficaz sólo en el futuro"; es decir, es la interpretación de Ja norma, 

en el sentido de que el individuo le da lectura a la norma, asimila a ésta 

como algo que creé el hombre que debe cumplir; por lo tanto la eficacia 

de la representación de la norma, es pensar que se debe cumplir, por 

eso se dice que puede llegar a ser eficaz en el futuro. Tal representación 

debe preceder temporalmente a la conducta conforme a la norma, pues 

la causa tiene que ser temporalmente anterior al efecto. 

"La norma puede referirse también a un comportamiento pasado. 

Pasado y futuro son relativos a ciertos momentos del tiempo. El 

momento de tiempo que tiene presente aquellos que afirman que una 

norma es válida para el futuro, es evidentemente el de su creación. Lo 

que quieren decir es que las normas no pueden referirse a 

acontecimientos ocurridos antes de ese momento. Pero este aserto no se 

justifica si consideramos que la validez de una norma es algo diverso de 

la eficacia de su representación. Lo que alguien quiso en el pasado 

podemos juzgarlo estimativamente de acuerdo con una norma que 

adquirió validez con posterioridad a ese hecho".1m 

Aplicamos normas morales válidas en nuestro tiempo a esos hechos, aun 

cuando las que prohiben los sacrificios humanos y la esclavitud haya 

160 "En un p.WOO nmoto el s;icritlco Je !eft$ hmn.iri('tl. •/a d1\mid3J w1 un dcl1".:r rdigiQM\ y h ~"~itud M." cmuiJtt"'ba 
totcQ insti1t1ción jurldict.. Un (3 ict!cl1daJ dtc!:n:una. o,u~ O<.JS i..:imr.~ buni~nu~ ento ui1m:r11~ y •iur: b c=l.wilud, romo 

iruaituciónjurldir:t era mmor.:ir.JN.Jms, p..51. 

141 



empezado a existir mucho tiempo después de los hechos que, de 

acuerdo con tales normas, juzgamos ahora como crímenes e inmorales. 

Una norma jurídica, una ley, por ejemplo, puede enlazar una sanción a 

hechos realizados antes de la creación de la misma. 

Del párrafo anterior se desprende que Kc!sen acepta que una norma 

sea válida para el pasado en relación al particular obligado. 

Con relación a este planeamiento, afirma que se reconoce el principio 

ig11omntia juris 11eminem e\·c1wu, la ignorancia del derecho a nadie sirve 

de excusa. Este principio puede ser interpretado en forma amplia y 

restringida. En sentido amplio significa, que la circunstancia de que un 

individuo ignore que el derecho atribuye una sanción a sus actos u 

omisiones, no es razón para que la sanción no le sea impuesta. En 

sentido restringido sería: la ignorancia del derecho no sirve de excusa si 

el individuo a quien era posible conocer la ley no la conocía. 

Por lo .tanto este principio es compatible con la repudiación <le las leyes 

retroactivas. Pues en el caso de una ley retroactiva es realmente 

imposible conocer ésta en el momento en que se realiza el acto al cual la 

ley enlaza la sanción. 

Generalmente se presupone que la ley vigente puede ser conocida por 

los individuos cuya conducta regula, es una praesumptio juris et de jure, 

es decir una presunción que no admite prueba en contrario. IA'ls normas 

de un orden jurídico positivo pueden ser conocidas por los individuos 

sometidos a ese orden. Esto puede no ser la verdad; y esta presunción 
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resulta ficticia. 

De lo anterior concluye que la posibilidad o imposibilidad del 

conocimiento de la ley, no hay diferencia entre una ley retroactiva y otra 

que no lo es, pero por circunstancias ajenas al individuo no las conoce. 
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CAPITULO IV 

J.SOLUCION PRACTICA AL PLANTEAMIENTO DE LA 

RETROACTIVIDAD 

El Estado de derecho se ha preocupado en ofrecer soluciones para 

atemperar la retroactividad, por lo tamo, los sistemas jurídicos actuales 

han plasmado de alguna manera, distintas formas de resolver dicho 

problema. 

l44 

Esta preocupación de proteger y de dar seguridad jurídica al gobernado 

no se ha producido de súbito, sino al contrarío, ha sido un legado de la 

lústoria contemporánea, su origen lo encontramos - como ya se expuso 

anteriormente - en un movimiento extraordinario que marcó la historia 

del pensamiento del mundo, al darle un nuevo giro a las antiguas y 

obsoletas instituciones que reinaban en aquel tiempo, y que lo 

conocemos como "el Liberalismo". Esta corriente constituyó la principal 

tendencia del pensamiento político a lo largo de los siglos XVII y 

XVIII. 

Desde nuestro punto de vista es difícil decir dónde nace primero el 

credo liberal, si en la economía, en la filosofía o en la política; sin 

embargo, no es menester de la presente tesis estudiar este tema prolijo. 

Lo importante, es resaltar la influcncía que este movimiento ha tenido 

en el Derecho y más concretamente en la doctrina del derecho 

illlertemporal. 



En este marco histórico ema'na como postulado la siguiente frase: "la ley 

no tiene eficacia retroactiva". Al paso del tiempo se consagra corno una 

máxima meramente doctrinal y no puede concebirse como una 

verdadera norma jurídica ·esta se podrá apreciar más adelante-, 

Es así, que se ha analizado · a nuestra consideración · las corrientes 

doctrinarias sobre la retronctividad de las leyes, que han influido de 

alguna u otra forma en los sistemas jurídicos contemporáneos. 

Por lo 'tanto, corresponde en el presente capítulo analizar las doctrinas 

que ha recogido el sistema jurídico mexicano vigente, en su 

manifestación de ley escrita o criterio j11rispmde11cía/. 

II. LEY FUNDAMENTAL 
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CONST!TUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 

MEXICANOS 

Todo orden jurídico para que sea válido debe estar congruente con la 

norma fundamental, como lo señala Kelsen1•1. 

Partiendo de la concepción que la Constitución es base donde descansa 

el orden jurídíco, nuestro primer intento de consolidar la doctrina con la 

práctica, • se realizará de acuerdo con la exposición an tcrior · con la 

Constitución. 

161 /tMm, p. lZ\1·131. 



"El conjunto de preceptos que constituyen los primeros veintinueve 

artículos constitucionales, reciben el calificativo de derechos 

fundamentales, porque tienden a envolver al sujeto en ese cerco 

defensivo que, al mismo tiempo, significa la delimitación de los atributos 

de la autoridad". 

"Estos derechos o garantías, tienen ya un sentido práctico, porque 

toman en cuenta situaciones a posteriori, esto es, derivadas de la 

experiencia. Cuando el artículo 14 constitucional expresa que a ninguna 

ley se dará efecto retroactivo en perjuicio de persona alguna, realmente 

prevé un acontecimiento, supone que acontezca el hecho de emisión de 

la ley y, por ello, prohibe la retroactividad''.tt,, 

Es así· que el constituyente de principios de siglo, estableció en su 

catálogo de garantías constitucionales, la garantía de irretroactividad de 

la ley, cuando está cause un perjuicio a persona alguna, así se prescribe 

en el artículo catorce, párrafo primero: "A ninguna ley se dará efecto 

retroactivo en perjuicio de persona alguna.''iw 

Se analizará está garantía en Ja Constitución Política vigente y en Ja que 

le precedió. La redacción del artículo 14 de la Constitución de 1857 es 

muy diferente a Ja que apreciamos hoy en día en la Constitución de 

1917. 

16! BRISE.'"-io SIERRA. Humticrto,!kr«/wf'r0<.:(l(J/ foca~ EIRt¡,oimni Federal .\faicuno, México. Antigua Ubrcrfa 

Robredo, 1964. p..50·5 I 
l6J·coNSTrnic1m1 l'OLffiCA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXIC'.ANOS", C.omi:ntM!a, Mb.iC\l, 1917. 

146 



Emilio Rabasa1<~ en su estudio constitucional del artículo catorce, nos 

expone el antecedente de dicho artículo, siendo este el proyecto de 

Constitución presentado al Congreso de 1856, en este proyecto se 

redacta el artículo cuarto, que a la letra dice: "No se podrá expedir 

ninguna ley retroactiva, ex post facto, ó que altere la naturaleza de los 

contratos". Rabasa señala que el génesis de este artículo debe buscarse, 

en la Constitución americana, citando por este motivo el artículo 1, 

secc.9 · y sccc.10 correlativamente de la mencionada constitución: 

"No .... ex post facto shall be passed ... "; "No state shall .... pass any ... .law 

impairin¡:- the obligations ar contracts ... ". 

Al analizar el artículo americano y el realizado por nuestros 

constituyentes, se observa, que los legisladores mexicanos incurrieron 

en la inútil repetición de un término - ley retroactiva, ex post fact o-. En 

el segundo, cambiando la palabra obligación por naturaleza. Por este 

motivo que al exponerlo al debate, se modificó dicho artículo, ya que no 

hubo razón para ser reiterativo y no hace falta expresión de que ningún 

estado expedirá ley que altere la obligación de los contratos, puesto que 

toda ley que altere las obligaciones nacidas de los contratos, es 

necesariamente de efectos retroactivos y cae bajo la prescripción 

prohibitiva de la parte que subsiste del artículo del proyecto. 

Rabasa en su examen del artículo 14 de la constitución de 1857 concluye 

resaltando dos aspectos: el primero de ellos se refiere a la discusión de 

este artículo en el Congreso Constituyente y el segundo es la 

apreciación práctica del 11mlticitado artículo. · 

147 



De esta manera exponemos el primer aspecto: "Los constituyentes 

empeñaron debate contra el artículo 4° porque era redundante al 

prohibir la expedición de leyes retroactivas y ex post facto, y después de 

una discusión en que los autores del proyecto no tuvieron más que 

contradictores, dividido el artículo para someterse á votación, fue 

aprobado la parte primera: No se podrá expedir ninguna ley retroactiva 

y desechada la segunda ex post facto, porque no era más que una 

repetición en latín, de lo que ya estaba dicho en castellano. Y no 

obstante esto, ningún reparo hicieron al nuevo artículo 26, cuando se 

presentó diciendo: Nadie puede ser juzgado ni sentenciado sino por 

leyes dadas con anterioridad al hecho. 

Estableciendose de manera definitiva la redacción del artículo 14 de la 

siguiente forma: "No se podrá expedir ninguna ley retroactiva. Nadie 

puede ser juzgado ni sentenciado, sino por leyes dadas con anterioridad 

al hecho y exactamente aplicadas a él por el tribunal que previamente 

haya establecido la ley". 

Esta prohibición, que sin duda reza con el Poder legislativo, no puede 

tener efecto práctico, ni ser en verdad una garantía, sino porque obliga 

á los tribunales á no aplicar la ley retroactiva que el Congreso dicte, ó 

porque su aplicación se remedia por el juicio de amparo. 

Esta prohibición aunque dirigida al Legislativo, no liga menos al Poder 

judicial, y sería absurdo suponer que el juez que está obligado á no 

aplicar la ley retroactiva, pudiera considerarse autorizado para aplicar 
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retroactivamente las leyes que ni siquiera traen el pretexto de ser 

expedidas para obrar sobre actos anteriores á su expedición. 

El artículo 14 al decir que no debe juzgarse sino por leyes dadas con 

anterioridad al hecho, dice, sin duda, una verdad; pero es una verdad 

ociosa; tan ociosa como la que habria consagrado si hubiese añadido 

que las tales leyes habían de estar debidamente promulgadas"·"' 

El segundo aspecto que analiza se refiere a Ja aplicación práctica del 

artícul? 14, afirma, que en los primeros tiempos del juicio de amparo, 

primeros también de la aplicación á casos prácticos de las garantías 

individuales, ni el foro ni Jos tribunales parecen tener idea del precepto 

que más tarde había de dar por sí solo tanto quehacer como todas las 

demás garantías. Los casos en que se apela al artículo 14 para Ja defensa 

individual, se refieren todos á retroactividad de las leyes,... Los 

litigantes, Jos acusados, que entonces como hoy habrían acudido al 

precepto contra sentencias adversas, no tuvieron siquiera Ja sospecha de 

que él autorizaba á los tribunales federales para intervenir en los 

negocios comunes, corrigiendo la aplicación de las leyes en los procesos. 

Cuando se inicia la aplicación del artículo en casos de este género, Ja 

interpretación se presenta en Jos más diversos sentidos, se entablan 

discusiones sobre opiniones enteramente contrarias, y cada cual forja la 

suya autorizado por·Jas palabras de la ley, que no debe de ser obra 

consciente, cuando es tan ocasionada á inteligencias distintas. Los 

mismos legisladores andan en desconcierto, los que votaron el artículo 

IM RAHt\SA, Emilio, flartJct,/.n 14, EstuJi'n C(JflJlin.ciorJ.il, up, cit. ::1·25. 
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sin más que oír su lectura, como quien juzga de la proposición más 

obvia. 

De 1857 á 1861 no hay aplicaciones de las garantías individuales por el 

medio práctico del amparo, porque falta la ley orgánica de los artículos 

101 y 102 de la Constitución. La primera que se expidió, la de 30 de 

Noviembre de 61 no dio muchos frutos, principalmente por los tiempos 

azarosos que se siguieron hasta el triunfo de las armas de la República 

en 57, y nada podemos juzgar de la aplicación de aquella ley, embrión 

del juicio de amparo (aunque bien puede colegirse que fue muy escasa) 

porque de la primera época del Semanario Judicial de la Federación no 

se publicaron sino unas cuantas páginas correspondientes al año 68. 

Nada contienen estas que se refieren al precepto del artículo 14 relativo 

á cxac\a aplicación de las leyes. 

La idea de que la buena aplicación de las leyes es garantía 

constitucional no viene todavía. La primera alusión a la manera de 

aplicar las leyes, se encuentra en la sentencia pronunciada en 6 de julio 

de 1872 por el Juez di: Distrito de Jalisco, que en sus considerandos 

declara que una sala del Tribunal superior invadió la esfera de la 

autoridad federal haciendo á la vez una inexacta aplicación de las leyes. 

La Corte no hizo completamente punto preciso sobre aquel 

fundamento, aunque revocó el fallo. Pero la primera vez en que el 

precepto constitucional se presenta y discute franca y directamente, es 

en un caso de Tabasco, en que el quejoso se atiene sin rodeos á la 

necesidad de que la ley se aplique con exactitud. El Juez de Distrito 

deniega el amparo. La Corte al revisar el fallo concede el amparo. La 
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Corte entendió que no era posible, sobre las palabras del mtículo 14 

negarse á reconocer Ja necesidad de la aplicación exacta de la ley, y 

como consecuencia ineludible, fue fatalmente á los distingos con que el 

mismo buen sentido ha querido remediar ó reducir los malos efectos de 

vicios que están en la médula del precepto constitucional. 

En la sentencia que la Corte confirmó por sus propios fundamentos en 

ejecutoria de S de junio de 1874, decía que el artículo 14 no se infiere 

que cuando un juez haga mala aplicación de una ley por ignorancia ó 

mala interpretación que tenga por violada la garantía que aquél 

consagra, sino que sólo prescribe que la ley ha de ser dictada con 

anterioridad al hecho, y aplicada por el tribunal previamente 

establecido. De suerte que según el Juez de Distrito y la Corte que 

confirmó su resolución. 

El año de 1876 se llenó con la revolución de Tuxtepec. Todo el orden 

constitucional, los tribunales de orden federal debieron de estar escasos 

de materia, y los espíritus faltos de serenidad para consagrar al estudio 

de los casos judiciales el tiempo que ocupaban los cuidados y 

preocupaciones de tan turbados días. Al terminar la revolución, el Lic. 

Don José María Lozano publicó su 'Tratado de los Derechos del 

Hombre", en ella apareció por primera vez una interpretación al artículo 

14 que había de correr mucha ventura y que se presentaba con 

fundamentos al parecer de gran resistencia: la que suponía al artículo 

sin más alcance que la materia penal. El Lic. Don Ignacio I ,. Vallarta, 

que ocupó después la presidencia de la Corte Suprema, adoptó la nueva 

interpretación de Lozano. Pero la mayoría de la Corte no llegó nunca á 
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la unanimidad; la nueva teoría tuvo al lado de Vallarta impugnadores 

irreducibles, y si los jueces de Distrito, en su mayor parte, la adoptaron 

sin reserva, alguno hubo que la desconocieron con habilidad. 

No bien Vallarta abandonó la presidencia de la Corte, la prestigiosa 

interpretación, que había alcanzado su mayor desenvolvimiento y vigor, 

comenzó a ser desatendida; la amplia interpretación que se impone por 

la general expresión del precepto volvió á ganar terreno, y de tal suerte 

avanzó, que la nueva ley de amparo expedida en 1882 la aceptó 

expresamente, fijando en el artículo 57 el término en que debiera 

interponerse el recurso en los negocios judiciales civiles. Posteriormente 

el mandamiento de la ley orgánica prevaleció al fin, la interpretación de 

Lozano fue desterrada de los tribunales por completo, y el Código de 

Procedimientos Civiles de la Federación vino á darle el golpe de gracia, 

estableciendo las reglas á que se somete el amparo en asuntos del orden 

civil. 

En 1882 la ley admite que el amparo procede en materia civil, y en 1896 

se presenta la iniciativa de reformas de los artículos 14 y 20 de la 

Constitución, cuyo fin es limitar aquel sólo á la materia criminal; por 

último, el Código de Procedimientos federales acepta y reglamenta el 

recurso en los asuntos civiles con toda la amplitud necesaria como en 

punto que ni admite duda ni está amenazado de reformas."1"' 

Este precepto se caracterizó desde su redacción e interpretación como 

el más rebelde á Ja armonía general. Rabasa, afirma que, "en el caso del 

166 lbfdmt, p. 39-53 
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artículo 14, las palabras son ajenas al legislador, ó más propiamente, 

cuando la expresión es híbrida, el camino trazado para la interpretación 

es no sólo inseguro, sino absolutamente incierto y ocasionado á 

extra vi os.",., 

José María Lozan0t"' advierte que el artículo 14 constitucional de 1857, 

consagra 4 garantías individuales: lº la prohibición de toda ley 

retroactiva; 2°, que nadie pueda ser juzgado ni sentenciado sino por 

leyes anteriores al hecho; 3°, que esas leyes sean exactamente aplicadas; 

4", que la aplicación que se haga por el tribunal que previamente haya 

establecido la ley. 

Unicamentc se enfocará al análisis que realiza Lozano respecto a la 

primer garantía que consagra el artícuio 14. 

"Frecuentemente la ley se inspira en el pasado; pero establece su 

dominio para el porvenir. Los casos ocurridos antes de la ley pueden 

servir para fundar sus prescripciones; pero la ley se dicta no para 

decidirlos, sino para resolver los que en lo de adelante se presenten de 

la misma naturaleza que los que Je han servido de motivo. De esta 

manera, la experiencia del pasado sirve para alumbrar el porvenir, y 

aprovechándola los pueblos, marcan en su legislación los pasos que han 

dado en el sendero progresivo de su perfeccionamiento. Los casos 

ocurridos a de ella no son de su competencia, sino e la del poder 

judicial; si esos casos pertenecen al orden civil, se han decidido ó debido 

167 lbtdan:p.56. 
l6.~L07.ANO, lt"GC MariJ,E.'fUdiadd lkttcho Cofl.ftinu:ional Patria, m lv rrLuwo a Wr DaC'Chos drl llombtr:, MQ!co, Poml.1, 
tercera cdidóo úc:s.lmi~ 1980, p.239 

153 



decidir, en falta de ley expresa, aplicando alguna por analogía confonne 

á los dictados de la razón natural; si los casos ocurridos antes de la ley 

pertenecen al orden ó materia criminal, también han debido decidirse, 

pero en una sola forma, absoil'iendo al acusado, porque cuando la ley no 

ha calificado y penado un hecho como delito, no es posible la imposición 

de pena alguna, mas que el hecho de que se trate aparezca con los 

caracteres con que la razón común de los hombres scfmla los delitos y 

los crímenes."1., 

Señala que la legislación tiene como principios fundamentales, el hecho 

de que las leyes solo son obligatorias y surten sus efectos, desde que son 

conocidas por medio de la promulgación, y por virtud de este se 

determina la no retroactividad de la ley. 

Obseivamos que Lozano acoge la doctrina francesa e italiana, al indicar, 

que los derechos adquiridos y los hechos consumados antes de la 

promulgación de la ley, le son extraños y están fuera de su alcance y de 

su poder. 

"Este principio de la no retroactividad de la ley, se ha considerado en 

todas épocas como la salvaguardia más poderosa de la vida, del honor y 

de la propiedad de los hombres. La retroactividad de la ley tiene estas 

dos condiciones: 1", que la ley vuelva sobre el pasado y lo mude; 2ª, que 

vuelva y lo mude en perjuicio de las personas que son objeto de sus 

disposiciones. Si, pues, la ley, aunque digiriendo una mirada 
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retrospectiva sobre lo pasado, lo muda en beneficio de las personas á 

quienes alcanzan sus preceptos, sin lastimar ú ofender los derechos de 

otras, aunque retroactiva de hecho, no lo es en el sentido en que estas 

instituciones sociales y la razón común de los hombres condenan las 

leyes retroactivas; en materia penal cuando una nueva ley quita á un 

hecho ú omisión el carácter de delito que otra ley anterior les daba, se 

pondrá en absoluta libertad á los acusados á quienes se éste juzgando, y 

aun á los condenados que se hallen cumpliendo ó vayan á cumplir sus 

condenas, y cesará de derecho todos los efectos que esta y los procesos 

debieran producir en adelante.no 

La principal diferencia que se advierte entre el artículo 14 redactado en 

la Constitución Política de 1857 y el redactado por la de 1917, se basa, 

en que en aquél artículo la garantía de irretroactividad se establecía en 

contra del legislador. Así lo menciona Lozano: "La prescripción de 

nuestro artículo es general: ni en el orden civil ni en el criminal pueden 

expedirse leyes retroactivas. Esta prohibición de los derechos del 

hombre, se impone al legislador, que, como dice Mr. Portalis, representa 

en la sociedad la omnipotencia humana. El poder legislativo es, pues, i::n 

la sociedad el que mejor caracteriza la soberanía de un pueblo, su esfera 

de acción es extensa y le pertenece el porvenir, pero por la misma 

naturaleza de las cosas, lo pasado no corresponde á su imperio. El 

hombre que conforme á la ley existente ha adquirido un derecho, no 

puede perderlo en virtud de una ley posterior; el que en uso de su 

libertad natural ha hecho lo que la ley no le prohibe, debe tener la 

170/bfdmt,p.242·243. 
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seguridad de que otra posterior no vendrá a turbar su reposo, 

pidiéndole cuenta de su conducta".171 

Está garantía consiste en que no pueda expedirse una ley retroactiva; no 

en que no pueda aplicarse retroactivamente una ley que no tenga aquél 

carácter. Una ley que no esté en los casos de excepción es 

anticonstitucional y no podrá ejecutarse ó aplicarse por autoridad 

alguna. Además, por lo que respecta á los funcionarios del orden 

judicial, especialmente encargados de la aplicación de las leyes á los 

casos que ocurran, el art. 126 les impone el deber de no aplicar las que 

sean anticonstitucionales, porque en todo caso deben hacer prevalecer 

la constitución, las leyes que de ella cnianen y los tratados que la 

República celebre con las naciones extranjeras, sobre las leyes del 

congreso general ó de los Estados que pugnen con ellas. 

Si la ley no es retroactiva, tampoco podrá aplicarse retroactivamente, 

porque es un principio que no puede ponerse á discusión, que las leyes 

solo son obligatorias y producen sus efectos desde que se publican. Si, 

pues, la ley no retroactiva se aplica retroactivamente por la autoridad 

judicial, hay contra este acto atentatorio los recursos legales que las 

leyes suministran para corregir los errores, demasías y arbitrariedades de 

los jueces. La apelación, la súplica, el recurso de casación y la 

responsabilidad, son los medios de que puede valerse el litigante 

ofendido; pero el recurso de amparo es improcedente, porque la 

garantía individual que consagra nuestro art. 14 en su primera parte 

consiste en que no puedan expedirse leyes retroactivas, no en que no 

171 /b!dtm, p. :.u. 
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puedan aplicarse las leyes retroactivamente. La prohibición tratándose a 

la autoridad judicial no es necesaria esta precaución, porque contra su 

arbitrariedad á este respecto las leyes suministran abundantes y eficaces 

remedios. 

Así como se observa la diferencia que existe entre la Constitución 

precedente con la vigente, se puntualiza que también hay semejanzas 

en el tratamiento de este principio, en el sentido que la Constitución de 

1857 - al igual que la vigente - no impone la irretroactividad de la ley en 

forma absoluta, sino que tiene limitaciones. 

Estás limitaciones al decir de Lozano, - son justas como naturales -. Este 

autor consigna bajo una fórmula general los casos de excepción, 

indicando que la garantía individual tiene como todas, por base y objeto 

los derechos del hombre: en consecuencia, siempre que la "ley 

retroactiva no ataque esos derechos, no está comprendida en la 

prohibición constitucional''. 

Nos da ejemplos de ello: 

A) Cuando la nueva ley no hace más que restituir su vigor á otra que 

· existía, 6 restablece derecho que no han podido desconocerse sino con 

desprecio de una ley existente, debe creerse que aunque de hecho 

comprenda en sus prescripciones lo pasado, no es retroactiva en el 

sentido que da á esta palabra el artículo 14. Así las leyes 8 u 9 C. de 

incestis m1ptiis, declararon nulos los matrimonios antes contraídos, con 

menosprecio de las leyes, entre cuñados y cuñadas. 
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B) El que no artificio y fraude burla y elude las palabras y el espíritu de 

la ley, inerece bien que otra ley nueva reprima su malicia; de suerte que 

en los casos de fraude y dolosa evasión, es muy justo que las leyes den 

una mirada hacia atrás y se presten auxilio unas á otras para que el que 

armando asechanzas, trata de destruir las leyes presente, se contenga á 

lo menos con el temor de la~ futuras. 

De lo anterionnente señalado, podemos decir, que el antecedente 

inmediato, al artículo 14 constitucional gozaba de una naturaleza 

jurídica diversa al que se postula hoy en día. 

A primera vista se observa que el artículo consignado en la 

Constitución de 1857 dirigía totalmente sus efectos al legislador en 

materia penal. 

La. redacción del artículo 14 de la Constitución de 1917, nos da un 

panorama más amplio. 

¿cuál es el alcance de dicho precepto? J,.1 doctrina se ha divido en dos 

corrientes, la primera señala que el mandato constitucional abarca tanto 

al legislador como al órgano de aplicación Uudicial y administrativo); la 

segunda indica que dicha prohibición no va dirigida al legislador, sino 

que va con membrete especial a la autoridad judicial. 

Flores Zavalam indica, "que la jurisprudencia se ha inclinado por el 

criterio de que la prohibición constitucional no se refiere al legislador, 

172 FLORES 1.AVALA.Finanuurublkas MaXanas, Mtriro, Portiid, 1991, ~.156-158 
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sino al juez; es decir, el artículo 14 prohibe que el encargado de aplicar 

la ley le dé efectos retroactivos, pero no que el legislador expida leyes 

retroactivas. Así la Suprema Corte refiriéndose a este precepto ha 

dicho: 

"No impone, como el de la Constitución de 
1857, una limitación al legislador, prohibiéndole 
expedir leyes retroactivas, sino que deja en 
libertad para expedir leyes de esta naturaleza 
cuando ro estime conveniente" (Tomo l págs. 
857-873,88 Prontuario Tomo XII pág. 224) 

"La recta interpretación del artículo 14 de la 
Constitución prohibe dar a las leyes efecto 
retroactivo, en perjuicio de P.ersona alguna, 
cuando las leyes por su naturaleza misma son 
retroactivas, ros 1ueccs no violan el prindpio 
cnnstitucional citado al aplicarlas, pues carecen 
de facultades para juzgar de su 
constitucionalidad y cumplen con su obli~a_~i_ón 
sentenciando confonne a ellas"(Tomo -XXII, 
pág. 984, Promuario Tomo XII pág.225) 

Como puede observarse, la interpretación que comentamos ha dado 

lugar, ~orno era lógico que sucediera, a que se admita que si la ley es en 

sí misma retroactiva, el juez debe cumplirla porque no existe en este 

caso una aplicación retroactiva de la ley, sino sólo una aplicación de ella. 

lCómo entonces evitar la retroactividad si el legislador puede 

establecerla y juez limitarse a cumplir con la ley? 

Creemos que este criterio es erróneo, una ley puede tener efectos 

retroactivos, o bien porque el legislador se los da al expedirla, o porque 

no siendo la ley retroactiva por sí misma, se los da el que la aplica. Si la 

Constitución prohibe que a una ley se le dé efectos retroactivos, la 

prohibición se refiere tanto al que hace la ley como al que la aplica, 
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porque la regla es general y no hace distingo alguno: Las únicas leyes 

que pueden ser retroactivas son las constitucionales, cuando así 

expresamente lo establezca el constituyente porque quien pueda dar la 

regla puede dar también las excepciones de esa regla. Así lo ha 

reconocido la Suprema Corte cuando dijo: 

"La jurisprudencia adoptada por la Corte, poco 
después promulgada la Constitución sobre que 
el artículo 14 de ésta, no reza con e 1 lcgislaóor, 
sino que se dirige a los ¡·ueces y a las 
autoridades encargadas de ap icar las leyes o de 
su ejecución ha sido sustituida por la que la 
verdadera interpretación de ese artículo, es la 
que procede el amparo no sólo contra los actos 
de fas autoridades que violen las garantías 
individuales, sino también contra las leyes que 
son vio/atonas de las mismas garantías, cuando 
tienen el carácter de aplicac1ón inmediata y 
lesionan derechos adq u indos; pues las palabras 
del constituyente no pueden dar lugar a 
distingos que no están en el texto del artículo 14 
citado, gue previene, de una manera absoluta, 
que a ninguna ley se le dará efecto retroactivo, 
sm atencfer a si dicho efecto nace de la 
aplicación de la ley por las autoridades, o a si la 
ley, por sí misma, produce dicho efecto, desde el 
momento de su promulgación, pues resultaría 
ilógico admitir que el amparo procede contra 
lasleyes y nega~fo cuando se ~emuestra que los 
preceptos de estaJ automáticamente vuelven 
sobre el P,asaoo, lesionando derechos 
adquiridos" (Tomo XXVI página 543. 
Pro11111arin, tomo, XII, pág. 226). 

"El principio de la no retroactividad1 significa 
~ue el leg1slador y el juez no pueden aespojar a 
los individuos de los derecl:ios que se llaman 
adquiridos; el primero nor la expedición~ y el 
§~KL11Jdo por la aQlicac1on de una ley" ( !orno 
XXXII, página 443. Pro/lluario, pág. 237, tomo 
XII). 

"El legislador constituyente, en uso de sus 
faeultaoes amplísimas, pudo establecer casos de 
excepción al principio de no retroactividad y 
euanoo así liaya procedido, tales Qreceptos 
deberán aplicarse retroactivamcntc" (Tomo IX, 
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pág. 432 y demás ya citadas. Jurisprudencia. 
Prom11ario, tomo Xlf, pág. 225)" 

Lo principal es resaltar que el principio de la retroactividad se maneja 

como una garantía individual. Pero esta garantía individual no parle 

exclusivamente de la doctrina francesa de los "derechos adquiridos" o de 

la doctrina del interés público, es decir, no arranca desde el punto de 

vista del derecho privado o del derecho público, sino que es una mezcla 

dcestas teoríás;qüe-se présenta en nuestra realidad jurídica como un 

amalgama, cuyo único interés es otorgarle una garantía individual al 

gobernado, lo que actualmente se conoce por la doctrina imperante 

como "derechos fundamentales". 

Ahora bien, este derecho fundamental se traduce en el principio de 

seguridad jurídica. 

El Diccionario Jurídico Mexicano define la seguridad jurídica como "la 

certeza que tiene el individuo de que su situación jurídica no será 

modificada más que por procedimientos regulares, establecidos 

previamente. 

Esta seguridad jurídica puede entenderse desde dos puntos de vista, 

uno objetivo y otro subjetivo. Desde el punto de vista subjetivo, la 

seguridad equivale a la certeza moral que tiene el individuo de que sus 

bienes serán respetados; pero esta convicción no se produce si de hecho 

no existen en la vida social las condiciones requeridas para tal efecto: la 

organización judicial, el cuerpo de policía, leyes apropiadas, etcétera. 

Desde el punto de vista objetivo, la seguridad equivale a la existencia de 
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un orden social justo y eficaz cuyo cumplimiento está asegurado por la 

coacción pública".m 

Gustav Radbruch señala que los principios axiológicos del Derecho, 

terminan por ser relativos, por este motivo y por la imposibilidad de 

definir el Derecho justo, se concluye en la necesidad de establecerlo por 

medio de un poder coercitivo. Y esta va hacer la justificación del 

Derecho positivo, ya que para que el reclamo de la seguridad jurídica 

sólo puede ser satisfecho por la positividad del Derecho. 

Es pues que Radbruch considera a la seguridad jurídica como un 

elemento del Derecho, entiende por seguridad jurídica, "no la seguridad 

por medio del Derecho, la seguridad que el Derecho nos confiere al 

garantizar nuestra vida o nuestros bienes contra el asesinato, el robo, 

etcétera. - pues ésta implícita en el concepto de la adecuación a un fin -, 

sino la seguridad del Derecho mismo. La cual requiere a su vez, cuatro 

condiciones a saber: 

1) que.el Derecho sea positivo, que se halle estatuído en leyes; 

2) que este Derecho estatuído sea, por su parte, un Derecho seguro, es 

decir, un Derecho basado en hechos y que no se remita a los juicios de 

valor del juez en torno al caso concreto, mediante criterios generales 

como el de la buena fe o el de las buenas costumbres. 

17J[)iccionariolurldic<>Afcuc-.m(} Tomo P-7 .. op.cll. p.2l<SS. 
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3) que. estos hechos en que se basa el Derecho puedan establecerse con 

el menor margen posible de error, que sean practicables; para ello no 

hay más remedio que aceptar, a veces, conscientemente, su tosquedad, 

como cuando, por ejemplo, se suplen los hechos verdaderamente 

buscarlos por ciertos síntomas exteriores, que es lo que se hace, v. gr., al 

supeditar la capacidad de obrar, no al grado de madurez interior del 

individuo, sino a un determinado límite de edad, que la ley fija por igual 

para todos; 

4) finalmente, el Derecho positivo - si se quiere garantizar la seguridad 

jurídica - no debe hallarse expuesto a cambios demasiados frecuentes, 

no debe hallarse a merced de una legislación incidental, que dé todo 

género de facilidades para troquelar cada caso concreto en forma de 

ley: los cheks and balances - frenos y contrapesos - de la teoría de la 

morosidad del aparato parlamentario son, desde este punto de vista, 

una garantía de la seguridad jurídica. 

lll. La seguridad jurídica reclama, pues, la vigencia del Derecho 

positivo. Pero la necesidad a que responde Ja seguridad jurídica pueden 

hacer también que Jos estados de hecho se conviertan en estados 

jurídicos y por muy paradójico que ello parezca, el desafuero cree 

Dcrecho.m 

Por último Radbruch se refiere a la jurisprudencia inglesa citando a 

Bentham, señala que para este gran jurista, "entona un verdadero 

panegírico al postulado de la seguridad jurídica. Gracias a ella podemos, 

nos dice, prever el futuro y, por tanto, tomar nuestras disposiciones para 

174 RADBRUCH Üll\U\', Jnuoducciñna la fúmoffa di/ Dattho Mfa.i~'Q, Bn.'\iJ~, FCE, 1978, p.40-42. 
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con él; es la base sobre que descansan todos los planes, todo trabajo y 

todo ahorro; hace que la vida no sea simplemente una sucesión de 

instantes, sino una continuidad, y que la vida del individuo entre como 

un eslabón en la cadena de las generaciones; es la característica 

distintiva de la civilización, lo que distingue al hombre culto del salvaje, 

la paz i:le la guerra, al hombre de la bestia.m 

Ignacio Burgoa apunta que la garantía de seguridad, es aquella certeza 

que tiene el gobernado que no se le afecte su esfera jurídica, sino 

mediante un acto de autoridad que cumpla con los principios o 

requisitos constitucionales, es decir, para que dicho acto de autoridad 

sea 'lálido jurídicamente debe cumplir con la legalidad establecida por la 

Ley Superior o por las leyes secundarias que estén en concordancia con 

la anterior. 
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"La seguridad jurídica in genere, al conceptuarse como el contenido de 

varias ·garantías individuales consagradas. por la Ley Fundamental, se 

manifiesta como la substancia de diversos derechos subjetivos públicos 

individuales del gobernado oponibles y exigibles al Estado y a sus 

autoridades, quienes tienen la obligación de acatarlos u observarlos. 

Esta obligació11 estatal y autoritaria es de índole activa en la generalidad 

de los casos tratándose de las diferentes garantías de seguridad jurídica, 

o sea, que el Estado y sus autoridades deben desempeñar, para cumplir 

dicha obligación, actos positivos, consistentes en realizar todos aquellos 

hechos que impliquen el cumplimiento de todos los requisitos, 



condiciones, elementos o circunstancias exigidas para que la afectación 

que generen sea jurídicamente válida.n• 

Burgoa al referirse a la seguridad jurídica confunde este principio con el 

principio de legalidad de los actos del Estado. 

Kelsen al tratar el tema de la justicia, llega a la conclusión que ésta es 

subjetiva, es decir, que la idea de justicia es un juicio subjetivo de valor y 

entiende que sólo en el sentido de legalidad puede el concepto de la 

justicia entrar en el ámbito de la ciencia jurídica, es decir, que "Justicia" 

significa legalidad; "justo" es que una regla general sea efectivamente 

aplicada en aquellos casos en que, de acuerdo con su contenido, debe 

aplicarse. "Injusto" sería que la regla fuese aplicada en un caso y dejase 

de aplicarse en otro similar. Justicia, en el sentido de legalidad, es una 

cualidad que no se refiere al contenido del orden positivo, sino a su 

aplicación. 

Ahora bien, cómo ha de interpretarse el principio constitucional de la 

irretroactividad de la ley. 

Estamos de acuerdo con la opinión del maestro Flores Zavala, al indicar 

que la limitación constitucional va dirigida tanto al legislador como a las 

autoridades encargadas de aplicar la ley o a las que la ejecutan, 

pudiendo ser estas las autoridades administrativas o las judiciales. 

176 DURGOA. lgnado/..ruGarwutas Jndfri.J:uJJ!a, Mbiro, PorrQ.1, IWl, p.49'R..t~. 
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lCuál es el fundamento en que se basa para aseverar este criterio? 

Como se expuso anteriormente el principio de irretroactividad, es 

relativo tal como lo consagra nuestra Constitución, porque este 

principio es un derecho fundamental que descansa en la seguridad 

jurídica, que comprende básicamente la legalidad de los actos emanados 

por el Estado en su investidura de autoridad. 

Siempre se va mirar al gobernado con su ropaje que lo ciñe como 

derecho fundamental, y con base a éste se va aplicar la ley 

retroactivamente, es decir, si le causa un beneficio al status jurídico del 

gobernado, la ley debe tener efecto retroactivo, ya en sí misma u 

otorgada por la autoridad que la aplica. 

Si bien es cierto, este principio gira alrededor de la materia penal, no es 

exclusiva de ésta, sino por el contrario, se hace extensiva para todas las 

áreas del Derecho. 

Este derecho fundamental siempre va versar alrededor del gobernado. 

Balzac distingue los derechos humanos, en tres generaciones. Los 

derechos de la primera generación se consagran en el Bill of ri¡:hts de la 

Constitución de Virginia de 1776. Los derechos de la segunda 

generación nacen con la Constitución de 1917 y la de Weimar, éstos se 

conocen como derechos sociales, cuyo objetivo es proteger a las clases 

oprimidas o cJejprutegidas, así surge la institucionalización de los 
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derechos de los trabttjadorcs y los derechos agrarios. Los derechos de la 

tercera generación son los derechos colectivos que buscan conciliar el 

desarrollo tecnológico con la ecología, tratando de rescatar valores del 

ser humano. 

lQué sucede cuando surge conflicto de interés entre el gobernado e 

intereses colectivo? Se ha de aseverar que el principio de 

irretroactividad gira alrededor del gobernado, - como se ha señalado 

anteriormente -, pero cuando existen intereses en juego, es decir, que la 

irretroactividad de la ley como protección del gobernado éste en pugna 

con el interés colectivo. Ante dicho problema el Estado debe optar por 

la retr9actividad de la ley en favor a ese interés común.111 

Es así que bajo estás premisas se consagra el principio constitucional de 

la irretroactividad. En nuestro análisis jwisprndencial se observará, de 

qué manera a influido la doctrina en el derecho positivo. 

ill. LEYES SECUNDARIAS 

En este apartado se tratará únicamente las leyes que expide el Congreso 

de la Unión, sin sujetarse a las legislaturas Estatales; el motivo es 

meramente territorial. Los cuerpos legislativos a Jos que se ha de 

remiti~se son el Código Civil, el Código Penal, y el Código Fiscal de la 

Federación. Respecto al Código Civil y al Penal se hará una simple 

1 n Algu~ 11uton::s. sciia\an que el intcrk romGn CSli rtprcstntado JX>r d intc:rt.s pllbiico u (lrdc:n pUhHoo. Vbw: la l>octrina 
de la notmMdc Dcn:cbo PUbhco, 1ntn. 
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referencia, exclusivamente, con el ánimo de mostrar la concordancia 

que existe entre la Ley Suprema y estas normas de carácter secundario. 

A. CODIGO CIVIL PAR/\ EL DISTRITO FEDERAL EN 

MATERIA COMUN Y PARA TODA LA REPUBLICA EN 

MATERIA FEDERAL 

Se observa, el artículo 5° de nuestro Código Civil: "A ninguna ley ni 

disposición gubernativa se dará efecto retroactivo en perjuicio de 

persona alguna". El artículo 5° del Código Civil reproduce el espíritu del 

párrafo primero del artículo 14 Constitucional. Siendo el Código Civil 

parte del sistema normativo vigente, su interpretación con otros 

ordenamientos es obvia principalmente con el texto constitucional; el 

propósito de este trabajo es el señalamiento de lr.s concordancias que el 

Código tiene entre sí, por lo que deliberadamente se omitieron la~ 

referidas a otros cuerpos legales. Diversos artículos hacen expresa 

referencia a la retroactividad de ef~clos jurídicos. No se han 

concordado con el Artículo 5° por razones obvi:L~. A título de ejemplo 

citamos los siguientes: 22, 797, 1360, 1940, 1841, 2171, 2205, 2206, 

2235.m 

178 Códito CIVil para el Obtrito Fcdml en m.:11cru coman y P31'::1 1od..1 L1 H.ep!1blica en m.:1mb Fedct:ll, p.12 
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B. CODIGO PENAL PARA EL DISTRITO Y TERRITORIOS 

FEDERALES EN MATERIA COMUN Y PARA TODAL A 

REPlJBLICA EN MATERIA DE FUERO FEDERAL 

Recuérdase que en materia penal se pennite la retroactividad de las 

leyes, siempre y cuando éstas ofrezcan un beneficio al sentenciado o al 

procesado. 

El artículo 56 consagra la aplicación de la ley posterior favorable: 

"Cuando entra la comisión de un delito y la extinción de la pena o 

medida de seguridad entrare en vigor una nueva ley, se estmá a lo 

dispuesto en la más favorable al inculpado o sentenciado. La autoridad 

que esté conociendo del asunto o ejecutando la sanción, aplicará de 

oficio la ley más favorable. Cuando el reo hubiese sido sentenciado al 

término mínimo o al término máximo de la pena prevista y la reforma 

disminuya dicho ténnino, se estará a la ley más favorable. Cuando el 

sujeto hubiese sido sentenciado a una pena entre el término mínimo y el 

término máximo, se estará a la reducción que resulte en el término 

medio aritmético conforme a la nueva norma".m 

Como es de apreciarse este precepto se refiera al caso de atenuación de 

la sanción, quedando subsistente el delito. En nuestro derecho cabe la 

retroactividad de la ley cuando la nueva favorece al delincuente en 

relación a la derogada. La comparación de la ley nueva y la derogada se 

hace tomando en cuenta las penas principales y su naturaleza propia, no 

179 C&iigo Perui! pan1 d Di.'\mlo \·Tctnforios f.et.lmlescn m1terL1 defum1 coc1ú11 y p.u·a lo<l.1 L1 Repúbhc.a Cf'I m.11oi11 de 
~Ana-ta.do. C'.ARRANCA YlRUJlLl.O, Raúl, CARRANCA Y RfVAS, R.:1úl, rlJC'l'ÍLl, 1990, p.203 
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las penas accesorias. Si el reo no solicitare la aplicación de la ley nueva, 

podría acusar una violación constitucional alegando que era en su 

perjui~io, por no acordar la nueva sanción una autoridad judicial y 

porque se pondría distinta sanción sin mediar juicio.1w 

En el artículo 57 se indica: "Cuando una ley quite a un hecho u omisión 

carácter de delito que otra ley anterior le daba, se pondrá en absoluta 

libertad a los acusados a quienes se esté juzgando, y a los condenados 

que se hallen cumpliendo o vayan a cumplir sus condenas, y cesarán de 

derecho a todos los efectos que éstas, y los procesos debieran producir 

en lo futuro."1s1 

Este es el caso de abrogación de un delito mediante ley posterior. El 

Código Federal de Procedimientos Penales (art. 556) dispone en el caso 

del artículo comentado "cese cualquier efecto que la sentencia 

produzca", cuando el interesado se encuentre disfrutando de la condena 

condicional; y fija el procedimiento a seguir, en el caso. 

Si se está en la situación de haber solicitado el Ministerio Público orden 

de aprehensión, procede desistir de la acción penal, previa autorización 

del Procurador. Lo mismo si la orden de aprehensión ha sido acordada 

o girada por el juez, pues, no habiendo ya delito que perseguir , procede 

la cesación del procedimiento. Igual solución tratándose de un 

procesado. Y cuando el caso fuere el de un sentenciado sólo cabe el 

indulto necesario.m 

180 CARRANCA YTIWJILLO, Ihlll, CARRANCA Y RiVAS. IUOl,op. cil. p. 20.\.M. 
181/b/dcn,p.204. 
1821z.tdan, p.2115, 
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C. CODIGO FISCAL DE lA FEDERACION 

Es importante resaltar en este cuerpo legislativo, el momento de 

causació11 de las contribuciones y el momento de la entrada en vigencia 

de las disposiciones fiscales. 

El artículo 6° índica: "Las contribuciones se causan conforme se realizan 

las situaciones jurídicas o de hecho, previstas en las leyes fiscales 

vigentes durante el lapso en que ocurran". 

Dichas contribuciones se determinarán conforme a las disposiciones 

vigentes en el momento de su causación, pero le serán aplicables las 

normas de procedimiento que se expidan con posterioridad. 

Corresponde a los contribuyentes la determinación de las 

contribuciones a su cargo, salvo disposición expresa en contrario. Si las 

autoridades deben hacer la determinación, los contribuyentes les 

proporcionarán la infonnación necesaria dentro de los quince días a la 

fecha de su causación. 

Las contribuciones se pagan en la fecha o dentro del plazo seímlado en 

las disposiciones respectivas. A falta de disposición expresa el pago 

deberá hacerse mediante declaración que se presentará ante las oficinas 

autorizadas, dentro del plazo que a continuación se indica: 
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I. Si la· contribución se calcula por períodos establecidos en Ley y en los 

casos de retención o de recaudación de contribuciones, los 

contribuyentes, retenedores o las personas a quienes las leyes impongan 

la obligación de recaudarlas, las enterarán a más tardar el día 17 del mes 

del calendario inmediato posterior al de terminación del período de la 

retención o de la recaudación, respectivamente. 

11. En cualquier otro caso, dentro de los cinco días siguientes al 

momento de la causación.1SJ 

El articulo 7°18-1 señala el inicio de la vigencia de las disposiciones 

fiscales: "Las leyes fiscales, sus reglamentos y las disposiciones 

administrativas de carácter general, entrarán en vigor en toda la 

República el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación, salvo que en ellas se establezca una fecha posterior". 

En relación a estas disposiciones existen las normas de derecho 

transitorio, por estas últimas se entienden, las normas que regulan la 

eficacia de la nueva ley en el tiempo con respecto a las situaciones 

realizadas durante la vigencia de la ley derogada.,., 
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Las normas de derecho transitorio también conocidas como normas de 

derecl:\o íntenempora/,,"" forman parte integrante del ordenamiento 

t83C6d1roHsca.ldeL:t l'eder::idónPfOllluariofl1.C11ICnrttlllnor.:ido,ECASA 199-1,p. 1974 1076. 
184 Cf.digo Fls.c.al dt L1 Federación Pwnliario Fi\.Ctl Cnrn:l;1rfon¡<l<.1, !!CA.~A, 19'J4, p. IU77 

tS.S CARRETERO PllREl.. Adolfo, !XrrdUJ fi.na.'ldau, 1•p dt., p.7.'.I 
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jurídico nacional. Estas normas gozan de la misma naturaleza de las 

normas materiales cuya aplicación vienen a señalar. 

En este derecho intcrtemporal o derecho transitorio se ubica el 

aforisn.10 /empus regit actun11.11, común para todos los ordenamientos 

jurídicos. 

El legislador provee frecuentemente las llamadas disposiciones 

transitorias, que tienen por objeto establecer con respecto a las distintas 

relaciones los límites de aplicación de la nueva ley y de la antigua. Pero 

muchas veces no bastan aquéllas para proveer a todos lo casos posibles, 

y, por otra parte, no pueden reducirse bajo un principio general y 

común que sirva de criterio para resolver los casos no previstos, porque 

son normas dictadas las más de las veces por razones de oportunidad, de 

equidad, o de prudente transacción entre la existencia del nuevo y del 

antiguo ordenamiento jurídico.1ss 

Se ha de señalar, que los artículos transitorios que contiene el Código 

Fiscal de la Federación son de diferentes años; en nuestro caso 

solamente se transcribirán los artículos de mayor relevancia: 

TRANSITORIOS 19831" 

ART. PRIMERO. Este Código entrará en vigor en toda la República el 

día 1° de enero de 1983, excepción hecha del Título VI, del 

18í Siplllica que todos.\~ hecho$ o 3ctos ¡urld•~ J.C rcgubn por la ley \i¡:t:ilc en el moro en to en ¡¡uc i.e \kv.in a rabo. 
lSS COVIEU.O, Ni.:n!J¡,lJoctriJ1J Grnao.Jl ik fkrr:r:M Ci1;J, llp. dt., p.Ul3. 

189 Dell..'Migopuhlicadoencl Dl.:lno Olirul dela FP.!cnición del 31 de dicicmblc de 1981. 
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Procedimiento Contencioso Administrativo, que iniciará su vigencia el 

1° de abril de 1983. 

ART. SEGUNDO. A partir de la entrada en vigor de este Código, se 

deroga el Código Fiscal de Ja Federación de fecha 30 de diciembre de 

1966. 

ART. TERCERO. Quedan sin efectos las disposiciones administrativas, 

resoluciones, consultas, interpretaciones, autorizaciones o permisos de 

carácter general o que se hubieran otorgado a título particular, que 

contravengan o se opongan a lo preceptuado en este Código. 

TRANSITORIOS 1985,,. 
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ART. SEGUNDO Las disposiciones de los artículos 30 y 67 del Código 

Fiscal de la Federación, relativas al plazo de diez años para Ja 

conservación de documentación y la contabilidad, así como para la 

extinción de las facultades de las autoridades fiscales._ no serán 

aplicables a los ejercicios que se iniciaron del lo. de enero de 1985. 

TRANSITORIOS 1988 '" 

SEGUNDA Los procedimientos, trámites y recursos administrativos, así 

como los incidentes, recursos de reclamación y trámites en el juicio 

190 De la l,co¡ <i\Jc F-'ublca:, Rcfonnl, AdJck>na. )' !krog;:i OiYt:n.ll D1\p.'6iC10nC$ f¡.solcs, puhlioufa cu d Di.mo Ofirul ck i .. 
Federación del .ll de dícicmbtc de l98t 
l91 l>d Dro1:10 que RtfottJl,1, AJia\"'laa y llc~a Dilp-;.""ícit.mn del Código ri!.l".a! W: la FcJcruión, putih(.'ld.1 en d Oilf\o

Ofici.al de Ll fcdcr.m6ri dc:I dl..1 S dt. cnun dl' 1938 



contencioso administrativo, que su hubieren iniciado antes de Ja 

vigencia de este Decreto, continuarán su sustanciación y se resolverán 

conforme a las disposiciones legales vigentes a la fecha en que se 

iniciaron. 

Cuando antes de la vigencia de este Decreto haya comenzado a correr 

el plazo para la interposición de algún medio de defensa, éste se 

interpondrá, sustanciará y resolverá conforme a las disposiciones 

vigentes en la fecha en que dichos plazos se iniciaron. 

TERCERA En los juicios de trámite a la fecha de la vigencia de este 

Decreto, podrá interponer el recurso de revisión la unidad 

administrativa encargada de la defensa jurídica de la autoridad, que 

tenga reconocida la representación en el juicio correspondiente o que 

haya venido actuando en el mismo con dicha representación. 

CUARTA. La Sala Superior del Tribunal Fiscal de la Federación 

continuará el trámite y resolverá los recursos de revisión que las 

autoridades hubieren interpuesto con anterioridad a la vigencia de este 

Decreto. 

Contra las resoluciones definitivas que dicte la Sala Superior en los 

recursos de revisión a que se refiere el párrafo anterior, procederá el 

recurso de revisión fiscal conforme a lo ordenado por el Código Fiscal 

de la federación en las disposiciones que por virtud de este Decreto se 

reforman el que será resuelto por los Tribunales Colegiados de Circuito 

conforme al procedimiento previsto para la revisión en amparo directo. 
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QUINTA. La Sala Superior del Tribunal Fiscal de la Federación 

continuará el trámite hasta la resolución definitiva de los recursos de 

queja interpuestos con anterioridad a la vigencia de este Decreto, 

concretándose al resolver, a decidir si son o no fundados los agravios, 

pero sin que la resolución forme jurisprudencia. 

SEXTA. La representación de las autoridades, en todas las instancias 

del juicio se tendrá por acreditada, si habiéndose iniciado éste antes de 

la vigencia de este Decreto, al presentarse la contestación de la 

demanda, se satisfacen los requisitos que con anterioridad fueron 

exigidos para acreditarla. 

En estos casos, si de conformidad con las disposiciones legales, surgiere 

otro representante con posterioridad, la sustitución se acreditará en el 

juicio por la autoridad. 

OCTAVA. La jurisprudencia que haya establecido la Sala Superior del 

Tribunal Fiscal de la Federación antes de la fecha en que rija este 

Decreto, conservará su vigencia, pero podrá ser modificada en los casos 

y ténnínos que señalan las leyes. 
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TRANSITORIOS 19891on 

ART. SEGUNDO. Para los efectos de los preceptos que se adicionan al 

Código Fiscal de la Federación, conforme a lo dispuesto por el artículo 

anterior, se estará a las siguientes disposiciones transitorias : 

II. Quedan sin efecto las resoluciones administrativas a que se refiere el 

artículo 36 Bis del Código Fiscal de la Federación, dictadas con 

anterioridad a la vigencia de esta Ley, sin perjuicio de que los 

interesados sometan las circunstancias del caso a la autoridad fiscal 

competente para que dicte la resolución que proceda. 

TRANSITORIOS DE 19901•3 

ART. TERCERO. Durante el año de 1990, se aplicarán respecto del 

Código Fiscal de la Federación, las siguientes disposiciones: 

II. A partir del lo. de mero de 1990 quedan sin efecto las resoluciones 

administrativas de carácter individual o dirigidas a agrupaciones,' que 

sean aplicables a ejercicios fiscales que inicien el primero de enero de 

1990 o con fecha posterior, por lo que respecta a los efectos en los 

mencionados ejercicios. 

192 De b l.q que E.ltablett, Rdorma, Adidon:t y DCfOE:t Drvena~ D"[<l'>idonC$ f"tk:3ks, ruhtie11W. en d Dutio OfiLial de In 
fcdct300:1 dcl31dcd1cicmbn:dc198.S. 

l93 De b Ley que Es13blca:, Rcform.:a, Adtciona y Dm.i~ Di\-crs.u Oi!JlO&i.:i~ Fisc.1\a., pubbcaJ.:1 en el D~no Ofldal de la 
PoJerad(in Jcl 28 Oc diciembre de l?S'J. 

177 



Lo dispuesto en el párrafo anterior no será aplicable en materia de 

aportación de seguridad social, contribuciones de mejoras y derechos, 

así como tratándose de las autorizaciones relativas a prórrogas para el 

pago e·n parcialidades, aceptación de garantías del interés fiscal, las que 

obliga la Ley para la deducción en inversiones en acto fijo, y la de inicio 

de consolidación en el Impues10 sobre la Renta. 

ART. CUARTO. Se dejan sin efectos todas las disposiciones dictada~ 

por el Ejecutivo Federal en materia de estímulos fiscales, con excepción 

de las siguientes: 

1. El Decreto por el que se establecen medidas que pennitan impulsar la 

, industria en la franja fronteriza norte y zonas libres del país así como en 

el municipio fronteiizo de Cananea, Sonora, publicado en el Diario 

Oficiatde la Federación el 31 de octubre de 1989. 

ll. El Decreto por el que se promueve el abasto eficiente de productos 

nacionales e importados en la franja fronteriza norte y zonas libres del 

país, así como el municipio fronterizo de Cananea, Sonora, publicado en 

el Diario Oficial de la Federación el 31 de octubre de 1989. 

III. El Decreto que establece la devolución de impuestos de importación 

a los exportadores, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 24 

de abril de 1985. 

Las solicitude.s de estímulos pendientes de resolver, formuladas con base 

en las disposiciones que se dejan sin efectos, )' que hubieran sido 
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presentadas antes del lo. de enero de 1990, se tramitarán y resolverán 

conforme a los procedimientos previstos en dichas disposiciones. 

Los contribuyentes a que se refiere el párrafo anterior, continuarán 

cumpliendo con las obligaciones que les establecieron las disposiciones 

que se dejan sin efectos, durante los plazos que las mismas señalan. 

TRANSITORIOS 1992m 

ART. SEGUNDO. Para efectos de lo dispuesto en el Código Fiscal de 

Ja Federación, se aplicarán las siguientes disposiciones transitorias: 

VI. Para Jos efectos del tercer párrafo del artículo 30 y segundo párrafo 

del artículo 67 del Código Fiscal de Ja Federación, la obligación de 

mantener la contabilidad por 10 años y el plazo por el cual se 

extinguirán las facultades de determinación en relación al término por el 

cual se encuentran obligados a mantener su contabilidad, 

respectivamente, será en ambos casos de seis años en 1992; de siete años 

en 1993; de ocho años en 1994 y de nueve años en 1995. 

TRANSITORIOS 1994-Ai"' 

SEGUNDO: La refonna al inciso (b) de Ja fracción 1 del Artículo 52 del 

Código Fiscal de la Federación , entrará en vigor el lo. de enero de 

1994. 

19-t Dd Dear1oquc re!omu, adiciona y tlc:uµ disposiciones de df,,~J. kya rdlcionJ.dll con el Tr.ttadn Je Ubre Comercio 
deAmbica dd Nor1c, publicado en el Oi~rio Oficul de la FcJcmción del 21 tlc diciembre de 1?9Jycn \igi•r a partir dd to. de 
enero de 19'lt 
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TRANSITORIOS 1994-B .. , 

ART. PRIMERO-BIS. Lo dispuesto en el Artículo 14-A podrá aplicarse 

desde el lo de enero de 1993, siempre que la fusión o la escisión de que 

se trate se haya realizado durante 1993 y se haya presentado el aviso 

respectivo. 

A primera vista se advierte de Ja lectura de los artículos citados 

anteriormente, el legislador estableció en forma expresa ( art. 6° parr.JI ) 

Ja retroactividad de las leyes de procedimiento, es decir, las leyes en 

materia adjetiva. También se observa en fas disposiciones transitorias, 

una aplicación inmediata del Código Fiscal de la Federación, Jo que 

significa, que surte sus efectos de manera instantánea dejando sin 

efectos a las resoluciones, disposiciones administrativas, consultas, 

interpretaciones, autorizaciones y permisos de carácter general que se 

hubieran otorgado a título particular que contravengan lo dispuesto por 

éste. 

Los artfculos transitorios decretados en 1988 se remiten a la materia de 

procedimiento, en éstos se establece que en los procedimientos, 

trámites, incidentes en el juicio contencioso administrativo, que se 

hayan ·iniciado antes de la entrada en vigor del Decreto, se seguirán 

substanciando conforme a las disposiciones vigentes a la fecha en que se 

iniciaron, es decir, a las anteriores a la publicación de este Decreto. De 

19.5 Dd ~lo que reforma. ad1don.1 )' dt'fog¡ 1.füm.H d~pcl\iciom:s íL$Clla rcl:acionad;u con d comcnio y In 1r.m.sacnones 
lntcmatforul~ publiaJo ~ el Di.)no otkul Ce la Fnkntcitin cid Z9 de diciembre de llJ'J.l y en vigor a ~rtir del lo. de enero 
de 1994. 
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la misma forma trata los plazos para la interposición de algún medio de 

defensa. 

Respecto a los juicios de revisión y los recursos de queja ante la Sala 

Superior del Tribunal Fiscal de la Federación que estén en trámite a la 

entrada en vigor de éste Decreto, se smbstanciarán y resolverán 

confonne a éste, esto significa, que en estos casos se aplica de forma 

inmediata dicho decreto. 

De la Garza196 afirma que el fundamento de la prohibición de la 

retroactividad de las leyes fiscales, se encuentra en el Artículo 14 

Constitucional, dicha prohibición está dirigida no sólo al Poder 

Legislativo, para que no expida leyes retroactivas, sino también al Poder 

Ejecutivo para que no las aplique y queda excluido de esa prohibición 

únicamente el Poder Constituyente. 

El maestro Flores Zavala señala que "el principio establecido en el 

primer párrafo del artículo 14 constitucional, se refiere a toda clase de 

normas, lo que sucede es que la tesis del derecho adquirido no es 

aplicable en materia tributaria, porque tanto ésta como las demás, salvo 

la de Roubier, se han formulado con vista principalmente a las 

relaciones de Derecho Privado; y están influidas por el principio de la 

autonomía de la voluntad y de su supremacía sobre la ley, que sirve de 

base en esta rama del derecho a los preceptos relativos a los efectos de 

los contratos. 
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En cambio, nuestra opinión es que la tesis de Roubier es aplicable a 

todo Derecho Administrativo, pero fundamentalmente al Derecho 

Tributario y podríamos reducirla al principio de que la ley nueva no 

debe afectar los hechos realizados antes de su vigencia. Está fórmula 

que es universalmente admitida, corresponde a aquella que había 

elaborado el Derecho Romano y el Canónico en los siguientes términos: 

Lcges et Constitutiones fwuris ce1111m est dare fom11111 11cgotiis, non ad 

facta proeteria revocari. 

El desarrollo de este principio en materia tributaria, se puede hacer de 

la siguiente manera: 

A. Las leyes impositivas sólo son aplicables a las situaciones que la 

misma ley señala, como hecho generador del crédito fiscal, que se 

realicen con posterioridad a su vigencia. Si una ley pretende aplicar el 

impuesto a una situación realizada con anterioridad, será una ley 

retroactiva. 

B. La l.ey tributaria puede gravar los efectos no producidos de un acto o 

contrato, aun cuando éste se haya realizado o celebrado antes de su 

expedición, si el hecho generador del crédito fiscal consiste en esos 

efectos. Es decir, si el hecho generador es la realización de 

determinados efectos a ya producido~. de acuerdo con lo expuesto en el 

párrafo anterior, pero sí podrá aplicarse a los que se realicen con 

posterioridad. 
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C. Las·modificacioncs que se introduzcan a los elementos esenciales de 

un impuesto, cuota, base, deducciones, etc., sólo son aplicables a los 

hechos generadores realizados con posterioridad a la refomm, pero no a 

los anteriores. Cuando se realiza una situación que la ley señala como 

hecho generador del crédito fiscal, nace automáticamente el impuesto; 

es posible que falte su determinación en cantidad líquida, pero ya se ha 

causado; en consecuencia, si ya se causó el impuesto de acuerdo con las 

disposiciones vigentes en ese momento, cualquiera rnodiíicaciún que se 

pretenda hacer sobre los elementos esenciales, será retroactiva, porque 

afectará a un hecho ya realizado. 

D. Aun en Jos casos en que las nuevas cuotas del impuesto sean más 

bajas que las anteriores, sólo serán aplicables a partir de su vigencia. No 

debe incurrirse en el error de considerar que aplicar la ley 

retroaclivamentc en estos casos, sería en beneficio del causante. En 

materia impositiva no deben buscarse beneficios aislados; aplicar la 

cuota más benigna retroactivamente, causa perjuicio a los que pagaron 

de acuerdo, con la ley anterior, porque quedaría en situación 

desventajosa, y sería, además una verdadera exención parcial de 

impuestos, rompiéndose los principios de generalidad y de uniformidad, 

es decir, de justicia en la imposición. 

E. Las. normas procesales para la determinación del crédito fiscal, para 

el ejercicio de la facultad económica-coativa o para la fase contenciosa, 

de deben aplicar, desde luego, a los procedimientos en trámite, pero 

respetando las actuaciones ya realizadas. 
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F. Las leyes que modifican, aumentando o disminuyendo, los términos 

establecidos por una ley anterior para el ejercicio de un derecho, deben 

aplicarse desde luego. Lli oportunidad o exlcmporancidad del ejercicio 

del derecho dependerá de lo que disponga la ley vigente cuando el 

derecho se ejercite. Así, por ejemplo, una ley concede un término de 15 

días para la interposición de un recurso, y otra de 10. Si el recurso se 

interpuso el día 13°, pero dentro de la vigencia de la ley que señalaba 15 

días, el recursos estará presentado en tiempo, pero si se presenta el día 

13° dentro de la vigencia de la nueva ley, será extemporáneo. Sin 

embargo, creemos que la ley debe conceder un pl:izo de gracia para 

aquellos casos en los que al entrar en vigor la ley y en virtud de la 

reducción de los términos, ya se haya vencido el que esta ley otorga para 

el ejercicio de un derecho. 

G. Existen casos en los que aparentemente se puede hablar de un 

derecho adquirido a una exención de impuestos, como cuando por 

concesión o por disposición legal se ha declarado exenta de un 

gravamen a detenninada categoría de individuos. Pero el derecho 

adquirido es sólo aparente por las siguientes razones: en primer lugar, la 

exención es indebida porque es injusta y rompe el principio de 

generalidad de los impuestos, de manera que tiene un vicio de origen. 

En segundo lugar, admitir que al otorgar el ejecutivo o el legislador una 

exención, existe un derecho adquirido a no pagar impuestos, significaría 

reconocer que el Estado puede comprometer el ejercicio de su 

soberanía, lo que no puede hacer. En tercer lugar, sería tanto como 

reconocer que el acto de un órgano del Estado, ejecutivo, legislativo, 

puede .vedar o coartar el ejercicio de las funciones constitucionales que 
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competen al legislativo, al impedir est<tblccer nuevos impuestos sobre 

determinada fuente. Cuarto, daría lugar a que en detcmlinado 

momento el Estado no pudiera cobrar impuesto alguno, si las 

legislaturas o ejecutivos anteriores habían concedido toda clase de 

exenciones. Por estas razones en materia tributaria no puede hablarse 

de derechos adquiridos frente a la actividad impositiva del Estado, sólo 

puede hablarse de derechos realizados. Este debe ser el límite de la 

actividad impositiva del Estado, porque gravar situaciones ya realizadas 

originaria una incertidumbre y desorganización económica."197 

A este aspecto Giuliani Fonrouge en su obra intitulada "Derecho 

Financiero" señala, que "Las leyes financier;is en general y las tributarias 

en especial, por su naturaleza y por la materia oscilante que afectan, no 

pueden ser estáticas. Como señala uno de los más sagaces y originales 

tratadistas norteamericanos, la ley fiscal no es un contrato, inmutable 

como las leyes de los medos y persas; más aún, puede afirmarse que su 

dinamismo, su frecuente variabilidad, constituye la regla, y es esto, 

posiblemente, lo que desconcierta y en ocasiones irrita a los cultores del 

derecho privado, habituados a !a estabilidad de sus conceptos 

secularmente elaborados, con una fijeza si no absoluta, por lo menos 

muy superior a la que caracteriza todo lo vinculado con la actividad 

financiera. 
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Evidentemente las leyes de este tipo pueden ser retroactivas. No 

decimos que deban serlo, porq uc e! efecto normal de éstas, como de las 

demás leyes, es que rijan para lo futuro; queremos significar que no 

191 Fl.ORES7.A\'Al.A, Emeslo,F.kmmtortk Finaru.u f'úNicas Maic.a11ar,cp rit. p..169. 



existe impedimento para que surtan sus efectos en el pasado. En 

ocasiones la retroactividad es necesaria para desbaratar maniobras de 

evasión fiscal, durante el período transcurrido entre el proyecto de 

modificación y la fecha de sanción, pero de esto no se sigue que sea un 

procedimiento recomendable en todos los casos: es cuestión de 

oportunidad y de discreción. 

Creemos que, en general, la retroactividad es inconveniente y atenta 

contra las exigencias de seguridad y certeza del derecho, y bastarían 

consideraciones económicas y políticas para condenarla.,.,. 

Fourunge se adhiere a la doctrina de los "hechos cumplidos" y de la 

situación jurídica" de Roubier, porque señala que coinciden en lo 

sustancial y hacen posible que el legislador conserve su libertad de 

acción, sin menoscabo de situaciones individuales dignas de protección. 

"Lo esencial para fijar el alcance de la nueva norma sancionada, es el 

estado consiguiente a la circunstancia de hecho (situación jurídica) 

considerada por la ley como determinante de la obligación financiera. Si 

tal situación ya está comtituida o de ha e.xtinguido, la nueva ley no puede 

alterarla, como tampoco en el supuesto de que sus efectos estén 

consun;ados. No se trata aquí de respetar un derecho adquirido sino, 

como dice Roubier, el hecho adquisitivo de un derecho. 

198 FONRQU(jE G!ULIANI, úi.rl1111 M., l'krtchn FU.andrro, Vol. 1, Ducooi. Al!CS, Argcnlln.l., Edkion~ DcpaJm.a, l!JSG, 

p.1()6..108. 
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No interesa fundamentalmente que exista determinación o pago de Ja 

obligación financiera, porque aquélla tiene mero efecto declarativo y no 

constitutivo y el pago es una formalidad que no prejuzga sobre su 

extincion. Desde luego que ambas circunstancias tienen relevancia, pero 

no son decisivas: la obligación se constituye por mandato de la ley y no 

por la declaración jurada o por la determinación (ya la formule el 

particular o la practique la administración); y se extin¡:ue por las causales 

que también la ley sciiale (que pueden ser el pago, el transcurso del 

tiempo u otra circunstancia). Una declaración presentada por quien no 

es contribuyente o una liquidación formulada prematuramente, no dan 

nacimiento a la obligación; el pago de lo no debido o menos de lo 

debido, tampoco la extingue. 

No hay impedimento en que la nueva disposición se aplique a las 

situaciones realizadas con posterioridad al hecho generador de la 

obligación financiera. En otras palabra~: la ley nueva puede aplicarse a 

las obligaciones en curso de formación que no estén definitivamente 

constituidas. 
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En cuanto a las exenciones. Claro está que el legislador puede suprimir 

mañana lo que otorgó hoy, pero a condición de tratarse de situaciones 

por venir; así, por ejemplo, una futura ley de impuesto a la renta puede 

suprimir la exención de que gozan las cooperativas o los beneficios de la 

propiedad intelectual, como la ley de sellos puede eliminar la exención 

para los contratos de prenda agraria: será una cuestión de política 

financiera que no afecta situaciones consumadas. Pero si el Estado 

emite un empréstito atribuyendo inmunidad tributaria a los intereses o si 



consagra un beneficio por X número de años a los que construyan 

edificios, o a quien implante una nueva industria, no puede luego 

proceder de manera diferente, porque la situación jurídica quedó 

verificada o constituida definitivamente, y sus efectos consumados con la 

adquisición del título, erección del edificio e instalación de la planta 

industrial, respectivamente. En los supuestos examinados y sin 

necesidad de acudir a la teoría del derecho adquirido, puede 

coordinarse el interés colectivo con el individual"19• 

Gianninizoo señala que las leyes tributarias no se aplican sino hasta que 

estén bien entradas en vigor o perfectamente establecidas, pero también 

pueden aplicarse ya en su descnvolvimienio si una de las partes tenían 

un derecho subjetivo definitivamente adquirido. 

La entrada en vigor de una nueva disposición que suprime o modifica 

un impuesto existente, no determina la cesación o la modificación de la 

deuda del impuesto sobre el imperio de la ley anterior, aunque todavía 

no haya sido determinada. 

En el caso del derecho tributario penal se establece el principio de la 

retroactividad de la ley en favor del reo. 

Al respecto Pérez Royo, asevera que el principio que rige en materia 

tributaria es el de la irretroactividad relativa y no absoluta, este criterio 

lo sostiene haciendo una precisiones: "En primer lugar, debemos 

1Y9 FONROUGE GIUUANI, C..1111~ M., l'krttll.>fin.a11dao,op. cil. p.IO'J. 
200 GIANNINI,AD. /sriru.duni di Diritm Trihu:llrio, Mil.inn, ManuJli Giutlrt, 1956, p..!3·2.5. 
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record¡u- que la retroactividad supone siempre un menoscabo de la 

garantía de las seguridad jurídica y que, en consecuencia, incluso en 

aquellos caos en que el legislador decide pasar por encima de dicha 

garantía, ordenando la retroactividad de una determinada norma, ha de 

hacerlo, no de manera arbitraria, sino por imperativo de otros valores 

de justicia que en el caso concreto pasan por encima de la seguridad 

jurídica. 

Segundo, una interesante línea de razonamiento en cuanto a los límites 

de la retroactividad en la regulación de los tributos es la que conecta 

estos límites con las exigencias del principio de capacidad económica. 

Según .este razonamiento, desarrollado por el Tribunal Constitucional 

italiano y acogido por la doctrina también en nuestro país, la norma 

tributaria puede ser retroactiva, pero sin que esta retroactividad alcance 

un punto tal que conduzca al gravamen de una capacidad contributiva 

no actual, que ha dejado de operar. Como puede verse, nos 

encontramos ante una interesante forma de argumentación, que tiene el 

mérito de conectar la cuestión con un principio constitucional específico 

del ordenamiento tributario"·'°' 

IV. CRITERIO JURISPRUDENCIAL 

Hasta este momento se ha centrado en el análisis doctrinario y en el 

análisis positivcJ del derecho legislado, sin embargo lo que nos interesa 

es el derecho diario que se consagra en las resoluciones administrativas 

o fiscales. 

201 PEREZROYO, Fcmando • .lJcncho t/Ji~ir:m.v TrihUJ.ario,op. rU, p.Tl-19. 
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Como todo ejercicio intelectual, que requiere partir del examen de Jos 

conceptos fundamentales, para cimentar cualquier construcción teórica 

o ideológica, en su caso. En este apartado por ser punto medular de Ja 

presente tesis, es menester para nosotros manejar como concepto 

fundamental el "precedente", porque va representar el instrumento de 

trabajo de nuestro análisis. 

Comenzaremos por decir que el término jurídico "precedente" es más 

amplio que el de Ja sentencia, porque no cualquier juez que dicte 

sentencia o fallo, va sentar precedente. 

La sentencia es el acto jurisdiccional por medio del cual el juez resuelve 

las cuestiones principales o incidentales, materia del juicio que hayan 

surgido durante el proceso.m &criche explica que la palabra sentencia 

proviene del verbo latino semire, concretamente de Ja palabra sentie1ulo, 

porque el juez declara lo que siente según lo que resulta del proceso, 

referida evidentemente a Jo que siente y valora respecto a la demanda, 

las excepciones y las probanzas aportadas al juicio. '"' 

La noción de precedente, por su parte, implica la idea de un 

antecedente sobre cierta materia, se trata de ur.a resolución o un caso 

semejante, en si mismo es una sentencia. Si bien el precedente no 

constituye en sí obligatoriedad, tiene una autoridad muy respetable, la 

cual es aceptada por los tribunales, el juzgador al resolver analiza el 

202 l'All..ARF..S, F.dllllrdo, /JicdN!.lrin efe l.kmlcn l'ro.:c1'.11 Cil;J. MOlco, 1970, p.721. 
203 F_'<iCRJCHE. f);"cciottario R.i:orwdode l.~«ión .\' hlll!pmdrn:i.i, p.J 452 
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precedente, que por el hecho de no ser jurisprudencia no le demérita en 

su valor, pues es una opinión que debe ser aceptada por los órganos 

jurisdiccionales inferiores.,.,.. 

Las normas jurídicas exigen interpretación para ser aplicadas a los casos 

concretos, y una vez que el estudio realista disipa los mitos que 

oscurecen la naturaleza de los procesos judiciales, se hace patente, que 

la textura abierta del derecho deja un vasto campo para una actividad 

creadora que algunos llaman legislativa. Al interpretar las leyes o los 

precedentes, lo jueces con mucha frecuencia su elección está orientada 

por el presupuesto de que el propósito de las reglas que interpretan es 

razonable, de modo que tras las reglas no hay la intención de cometer 

una injusticia o de atentar contra principios morales establecidos. L'l 

decisión judicial, especialmente en materias de elevada importancia 

constitucional, a menudo implica una elección entre valores morales, y 

no meramente la aplicación de algún principio moral aislado; porque es 

insensato ercer que cuando el significado del derecho es dudoso la 

moral puede dar siempre una respuesta clara. En este punto los jueces 

pueden hacer una elección que no es arbitraria ni mecánica; y aquí 

suelen desplegar virtudes judiciales características que son 

especialmente peculiares de la decisión jurídica, lo que explica porqué 

algunos se resisten a calificar de "legislativa" a tal actividad judicial.20S 

20-$ 7RECFDE.NTE JURISPRUDENCL.\. L.i circunsunci3 de que Wl3$ cjwilon» no coiut!IUJ'cn junsprudcnria ron.forme 
1 la ley, lo que obliµrla a obctlca:r •us tou no pnvJn .:1 l:u mi~nm de autondad p:ira que .e les tenga romo uiu opinl(in muy 
~table que dct:c .cr aceptada por lrJ!;. lr'ihu11J1lrs, unco m.'i' M: ftjt1.1.un a la 1.h::1rina d~ lo& jurisromult<.1'• R. &SlS-94,1·1'. 
Cartas U. Avill !'i de marro de ICJ.i2, tJn:1nirnir.la<l de cu;,trn\olil!<t.. infon:nc de la Supn:m:1 Corte Je J1111icu de l3 Nación, l~Z, 
Tetttta S.W." • 

:OS HART, H.l .. .A.,fJConcqit1>'1: ~'. ''l'· cit., p.152-Z.53. 
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A los abogados formados en la tradición jurídica romano canónica, les 

es difícil (cada vez menos) aceptar el hecho de que los jueces crean 

derecho (no sólo lo aplican). Si embargo, los jueces al interpretar guían el 

significado de la ley en el caso particular que les ocupa, lo que les lleva a 

hacer el papel del legislador.,,., 

Es interesante recordar que la palabra í11te1pretací611 viene del latín 

intcrpretatio, en cuyo término la raíz pret, que volvemos a encontrar en 

priest o prctre, recuerda la antigua y fuerte influencia de la voluntad 

sacerdotal en nuestra disciplina. 201 

En la actualidad se entiende por jurisprudencia el criterio uniforme 

manifestado reiteradamente en la aplicación del derecho por un tribunal 

superior o supremo y contenido en sus sentencias, vale decir que Jos 

juzgados de primer instancia no forman jurisprudencia, la jurisprudencia 

persigue obtener una interpretación uniforme del derecho. 

En México sientan jurisprudencia cinco ejecutorías no ininterrumpidas 

en el mismo sentido aprobadas por lo menos por catorce ministros si es 

de Pleno y cuatro si es de Sala; también constituyen jurisprudencfri las 

resoluciones que diluciden las contradicciones de tesis <le Salas y de 

Tribunales Colegiados. Así mismo sientan jurisprudencia los Tribunales 

1o.:I ULQNDfil... Jcan, /JUro.JucdM al f:stui.h'o C~uú1·o:i de ltJ.J Gv/:im101, M.1dnd, H.c-.'Uu de Oectdcnlc, 191"..t pJ06. 
TA.'AAYO Y SALMORAN, RuZ..uWo. Ali;un1<1 C'nraWc1a.dC>t1~ JOtn'c b l111crrret.1dón Jur1d1r,.., (nin 4·.,pt·d10I l'I 111 

interpn:Uci6n conr.tirucion.,I}, RnirtLJ rkJ CtJJ~-io de AbogadoJ dt fiJ l'/iJtrJ, JuJ.J¡~ 1'173, Afio XV, N" 31, Dtsctlfl5 Ain::r. 
Argdlnru, p. 25-65; .._'UR.1..AND, Pbilip H., Curi1t Megi~ Sotne Olmmt-nls nn the 01\in~ Right ei( Kinp ami C0unr. ·10 uy tth.11 
l~ bw bti, Arizl)füJ Lm<.· Rni('w, \'t>!. ~J. N"' Z, !9.'11: CillANT, J. A. C, L~ Lszi~!aci6n J11JicUl y b Jun1'.hcoón de los 
Tril.un.1lt'S T~Nen.lei: Un ~lu1hoJ Nmf\.tr:uJo 1k k11. f1ota<~ lfoJ1ln1o, Aigo:nrin11 v Mb1m, /111 C.;mbio.t Cón.ttilucicfWltJ, 

Mbito, UNAM, 1in1, p. 19-21. 
2fJ7 1'.L\ROAOM'T S., GuiUerruo f, fl JXmliiJ J'riniJo &marw c:tJtrrq lmrvdi.wón a IJ Cl1!1~1r.J JwfJica Contt:m¡-..ir1WiJ, 

Mbioo. Ed. I!sfmg~ 198), p.SS. 
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Colegiados de Circuito con cinco resoluciones no interrumpidas y con 

unanimidad del Tribunal, lo anterior desde el 15 de enero de 1988, 

fecha en que entra en vigor una importante reforma publicada el 10 de 

agosto de 1987. Estas son obligatorias para los respectivos tribunales 

inferiores. 

En materia fiscal las tesis contenidas en las sentencias que dicten las 

salas regionales del Tribunal Fiscal de la Federación, constituyen 

precedente para la Sala que las haya sustentado, así como para las otras 

cuando hayan sido publicadas en la revistn del tribunal. La tesis que 

sustente la Sala Superior en juicios con características especiales 

constituye precedente para el tribunal. 

Constituye jurisprudencia la tesis sostenida por la Sala al resolver juicios 

con características especiales siempre que se sustente en tres 

resoluciones no interrumpidas por otra en contrario. También se sienta 

jurisprudencia la sentencia que resuelva una denuncia de contradicción 

entre precedente entre salas; la jurisprudencia sólo será válida si se 

apega a la del Poder Judicial Federal. 

A continuación se cita los precedentes más importantes, que se han 

producido con motivo de la interpretación de la irretroactividad de la 

ley; en ellos se analiza la doctrina que ha influido en el criterio 

sustentado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación a partir de la 

Constitución de 1917. Así mismo se estudia el criterio emitido en años 

próximos por el Tribunal Fiscal de la Federación. 
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QlJJNTAEl'OCA 1917-19S7 

AÑO TESIS S.JSTENT AO. OOCTRIN>. RESUB.TA REOOlUCIÓN 
REfER1[J,I\ POR EN 
E>l'l.ICITA 

~917 DICE OUE LA NO RETROACTIVl°'° F. lAURENT 
E5T A OR!Oloa. AL .. 'l..iEZ Y Al 
L83iSt.AOOR ART 14 
CONSnTOOOW.L 

1918 ~SAOOU!RIOOSY PA.SOJAL Pl.ENO .~EVISlÓN 
CRE400S. l'ER"ITE RORE 'JAYORIA Cl'llL 
RETROACTMMO ce LEYES NUEVE 
.~O.;E:TIVAS \'OTOS 

1921 ?R!NCIPIO Ge.IE:RAL CE. tA PASCU..IL Pl.ENO RE\'lStCN 
RETROACTl't'ICAO ~ L>S LEYES RORS' MAYORIA CML 
08- PRQCEOMIENTO COiO\'OTOS 

~931 l>S LE:YES ca. PROC:ECH~1ano SALA t• DRECTO 
.io PRCC7JCEN EFECTOS MAYCRIA P!:N,A;l 
RETROACTiVOS CW\TRO 

VOTOS 
193.J LAS LEVES OO. PRCCffi~IENTO SéGUNC" RE\i'\S:óN 

NO PROOJCel EFECTOS SALA .Aoa.!INISTRA 
~CTIVOS MAYCRIA T!VO 

TRESVOTCS 
\93< EN MATERIA CE PfPCECfMIENTO INTffi!OS TERCERA RE:\.'lSlÓN 

NO ElQSTE RETROACTIVIC4.Q LAS PARTlaJLAR. SAlA OVIL 
CBUOACIONES ClJE !'11.ACEN 00 LOS LtBa:v.LIS~O MAVOillA 
CONTRA TOS CEBEN TOMAR EN OJMRO 
CC~.SICER4CIÓN LAS LEYES CE VOTOS 
::CNOO 

Hr.t ?RINOPIO OONSTIT\..'OCUAL CE U. ?LEl'lO REVISIÓN 
1RRETROACTIVI~ REl.ATiYA. MAYORIA ADMiWSTRA 
CEFlNIOÓN ce lA COiOVOTOS Tl\IA 
RETRCACTM0-.0 CE. LA. LEY CC-N 
BASE A LOS CE'lECHQS 
AO'.:'J\f.1100S 

!!r.2 CEFlNIOÓN DE lA F!CRE. p¡_ENQ ~1Sl0N 
RETRO.AGTi\'l~O CCN at.SE A LOS L,.:.L:RENT MAYCRIA ADMlhlSTAA 
ceRe0-1()5 AOOJtRIOOS, S1ETE'.IOTOS TlVA 
PERFECTOS E IMPERFECTOS. EN 
S.. tERE010 PUBLICXl t~ HA'f 
V!C:O CE RETROACTM~ POR B. 
IN!~ ~L EN OSREO+:> 
CCNSTITUOUNAL 1.:0 ES 
AP\.~Bl.E a PR1.\'CIPtQ CE NO 
RET~C1"1VTD'o0 

•<r.8 l.A lEYESRETRí"..ACTNA OJANOO PlEl.O OREC1"0 
\l\.,;El.VE AL PASAOO, PAR.A MAYCRIAce OVJL 
CAMBW\ ~OOIFlCAA O SUPRIMIR 10VOTOS 
CEREO-OS AO~.URIOOS C\iE 
DERIVAN ce UN CONTRA TO 

:m EN ~ATERIA ce LA r.a JULl8't TERCER>. °'~º 
RETOOAC1"MOAO DE LAS LEYES LA OOrL~ECASE SALA CIV1L 
~!..lOA.0 .il.;R!Clc.A NO t.H-IANl~•IOAO 

CORRESPONCECON L.' RE'.41.!C>.O CEONCO 
MA re::Ri.A.1.. ~ CB.EBWtRSE UN 'IOTOS 
c:rJNTRA TO NACE UNA SITw.oóN 
JURIDCA CONO<ETA 

lgJ<I NINGUNA LEY PUEDE TENER SEGUNDA REVISIÓN 
APLICACIÓN RETRCAC1"1VA, ESTA SI.LA .AOMlNISTP.A 
!<EDLA NO PUEIE TENER U~IMIOAO TIVA 
APUCACIÓN "'1.GllN>. OJANOO a CEaJATRO 
FROP10 CONSTlT\JYEl'<TE VOTOS 
c:ereu~INA LO CONTRARIO 



1934 L'S LEYES CE PROCEO<MtENTO, TERCER>. REVISIÓN 
At.'NOUE CE oRtel P\JBl.IOJ, l/O SALA C."llt. 
CEllEN APl.IC<RSE IJN.ANl~IPAO 
RETROACTIVAMe(rE. CWNOO CEOJATRO 
LESIONAN cete:040S voros 
AOQUIRIOOS, 

1936 NO HAY UNA TES!SGEN~l. PARA SCGUNOA fl€VISION 
~V.RCUAliOOK•Y SAl.' A.CM!NISTAA 
RETROACTIV!CAO, POR lO T ~NTO. TIV• 
SE; CEBE. \'4LOAAR El. CASO 
CCt-¡CRETO 

1937 Lli APl.!CAClóN RETROACTIVA NO SEOUNOA RE'Jl.SlON 
Vul."'1SU. l.J\S GAR.lNTf.&.S $Al.' AOM!N!STRA 
tNOl\tlOJALES OJANCO NO U~li\N!MIOAD T!VA 
A~TA~Al CE aJATRO 
t~Hl:R'::....54.oo -.··.:lrcs 

1941 PEro.ure: l..A rtEiROACTMüAQ SEGUN CA Re.')Sl"ÓN 
CUANOO MOOFlQUE "'"' ADMINISTRA 
FAVOOA!ll.e.ENTE LA CCNO<Cl<lN UNANtMIOAD TIVA 
CIVIL O lOS c:e<ECHOS cecwm:i 
PATRIMONIALES CE LAS PERSCiNAS VOTOS 

1941 EN GENERAL, O::SE ACEFTAA~ SEGUNO'< REVISJÓN 
C'JE L.A Le:f AJOE. t.CS CASOS SAV. ADMlN!SfP..A 
POSTER!ORES A SU aJATRO TIVA 
PROMUlOAOON: EN AClJaLOS '/OTOS 
CASOS EN QUE LA LEY NUEVA 
MOOACA UNA SliUACJÓN. 
E'JSIDITE, SUS Erc.CTOS NO 
CONS:sre:N s~ t:ESTRUIR url.A 
StT\JAOóN ANTERIOR. SINO REGlR 
CON UNA NUEVA MOOAL!OAO 

194'2 PUE!JE DIJ'$ EFECTOS ~Ef?UN, SEOUNQ.A. REVISióN 
RETRO..-.CT!VOSA LA LEY, SI ESTA. JUUEN SI.LA AOMIMSTRA 
UO O.USA PERJU!OO COMO eonNECASE. UNANIM!OAO TIVA 
SUCELe t'REC\JENTEMENTE CE ~memts CINCCYOTCS 
LEi'ES Pf!OCS>',lES O ce PuBUCO 
CARACTER PENAL. EN MATERIA 
FlSO\L Y A!JJA. 1<0 "AV UNA 
ooc;m1NA ESPECIAL LAS LEYES 
ASCJil.ES S::N CE l~fü:'..i:t:!S 
PUSLIOJ F\.let.EN RET~TAAERSC 
POR LA FACULTAD OO. ESTAOO 
CAMBIAR l.AS SASES CE LA 
OJNTR19UCION Y LOS 
CCNfRlBUYENTES NO Plla:e~ 
.~LEGAR OOS: H>.N AOO\JlR!OO a 
i;eR<'...Q;O ce ?AOAR PARA 
SIEMPRE 

19'2 LOS CAUSANTES NO PLEte< !NTERéS SEGUNOA R€\!151Ó'I 
Al.EOAR QUE HAN ADOU!R!OO El. PU BUCO 5'L' i&.OM!N!smA 
~C<O CE PAO,O.R PARA UN,.t.N!l-,CIC\0 TIVA 
SIEMPRE LOS MISMOS O•P<JESTOS. ONCOVOTOS 
?ERO St REO.AMAR!.). 
RETRG<.CTMD'O OON SASE A SU 
OJ'ACIOAD CONTRISUTIVA 

1942 V. RE'l'ROACfMOAO ES OJANOO OOIEQ,QS ~ OIRECTO 
V\JEI. VE SC!!RE El. FAS400 LA LEY CON.&JMA SALA OVI\. 
PARA APRe0AR LASCONDClO!-lES ros UNANIMIO-.O 
l:ELE:OALl°"'-OCEtJN ACTO O PARA CUATRO 
MOOIFlCAR O SUPRIMIR LOS 'ICTOS 
EFECTOS OOUN ce<!'C>lO YA 
REALIZAOO 

1"'5 OOS\'IENE LA TESIS O: LA SEGUNOA RE\llSIÓN 
SEG\JNOA SAL', AAo 1942 5"lA ADMINISTRA 

!,.!N>\NIMIO'.O TIVO 
ONGOVOTOS 



19"6 a ART. 1• CXlNST. reee SEGUNCl>. REVl5'ÓN 
E'NTENCEISE ave LA PflOHIBICIÓN S4LA AOYINISTR.A 
SE REFIERE TANTO AL LEOIS<>OOR UNANJMIClo'O TIVO 
COMO A LA AUTOR!OA.D QUE U.. CINCO\'OTOS 
AP\.IC4 

1952 lA CORTE HACC &JVAS lAS DERECHOS SEGUNDA REVISIÓN 
TEORí.t.S ce 1RRETROACTIVIDAO AOO:U IRJOOS, S4LA ADMINISTRA 

SlTUAOONES OJATF!Q TIVO 
GEN.ERALES VOTOS 
SEceREo+o 
V 
SITUACIONES 
OONCRETAS 
o 
ABSTRACTAS 

1953 a FRlNOPJO CCNSTJTUOONAL CE SC-GUNDA REVISIÓN 
RETROACTIVIOAO NO ES UN &\LA ACMINISTRA 
PRINCIPIO ABSOLUTO UNANIMl~O TIVO 

OJATF!Q 
VOTOS 

TO\.!OCXVUI LOS PARTIOJt.ARES NO PUECEN JURISPRU 
ADQUIRIR OEREO<OS QUE ESTél !::e.'CIA 922 
EN PUGlii\ CON a tNTER!:S 
P\JBLIOO, POR ENce r.KJ HA V 
ReTROACTIVlOAO 

1906 LA APLICACIÓN RETROACTIVA SE SEGUNDA OIRECTO 
l:l!8e APUCA.R OJANOO es el &\LA 
BENEFIC:O CEl. PARTICULAR UHANIMJOAO 

ONOOVOTCS 
1906 LA LEY SE APLICA salUMl'I REVISIÓN 

RETROACflVA.MF..NTE EN S4LA Fis::AL 
EENEFlCIO ca PARTIOJLAR EN UNANIMIQ\0 
MA 1'ER1A PENAL Y ESTE PR1NOPIO OJATF!Q 
ES APLICA.BLE A LAS SANCIONES 'KlTOS 
ACMINJSTRATIVAS 

TOMOXC'VI El. CEREOiO AOOUIRIOO SE PUE.I:E üiNANNINI SEGUNrn. 
OBTENER CE UNA SlTUACIÓN S4LA 
CREACl>. POR SENTENCIA 
CEFINITIVA 



SEXfAÉl'OCA 19!7-1968 

AAo TESIS SUSTENTA!l' OOC'TRI"" RESUELTA RESO..OOóN 
REFERIOA POR EN 
~fa TA 

1900 SS PERMITE L' RETRO..l.CT\VIOAD SALA REVlS:ÓN 
EN 1NFR.A.CCONES '( S~.NCIC:1ES SEGUNCA AOMINISTAA 
FiSC'.ALES, FERO NO EN PJA TERIA Uf'W>llM!OAO TIVA 
ce IMPUESTOS CJNCOVOTOS 

1961 SE O' RETROACTIV!~O SI UNA CEREQ!OS SALA REVIS1ÓN 
lEY RIGE CE .V.ANERA .AOOUIRlOOS SEGUNDA ADMISNITAA 
CR!G!NARIA U~.t CE1:E040 Y EXPECTATI UNANJMIQ.l..D TIVA 
FREVlAMENTEAOOUlRIOO VAS, C.:NCO\'OTOS 

50NNECASE 
1961 CABE. LA RETROAcn1J1c.to ce SEGUN!l' REVISICN 

LA.S LEYES CE PROCED!MlENTO SALA ADMINISTRA 
OJANOO SE TRATE CE LA FORMA TlVA 
EN QIJE GE EJERCE UN CEREO-+O 
AOOUIRIOO 

1961 LOS PARTIOJLARES NO PUEJ:EN SI.LA REV1SlóN 
AOOUIRJR c::ERE.0105 OUE SEOUN!l' AOIJ!ti1STAA 
ESTE!< EN PUGNA CON EL UN/..NIMI0-.0 TIVA 
INT~ PUBLICO OJATRO 

VOTOS 
1962 LAS AUTORIOAC:ES NO roN SALA RE'JISlÓN 

SUJETOS ce LAS GARANTÍAS SEGUN!l' FlSCAL 
CONSTITUCIONALES re NO UNANIMIDAD 
RETROACTIViG'O OJATRO 

VOTOS 
1962 HAY RETROACTIVlD.'0 Sl SE SALA R:"VlSICN 

~L!ACA UN ACTO CCN SEGUN!l' FISCAL 
ARREGLO A liN CRITERIO UNAN1MICAD 
()jVERSQ CE. OUE ESTABLE<:é CJNCOVOTOS 
t..A NORMA QUE REGIA OJANOO 
SE REALIZO S.. ACTO 

•962 AL RETROTRAER LOS EFECTOS Jt...RlSP!=ruCE 
CE LA JURlSPRUCENCIA NO SE NCIA 143 
VIOLA a PRINCIPIO ce NO 
RETROACTJVl~O. PUES LA 
JURISPR\JCENCJA NO 
CONSTITUYE LEGls...AOÓN 
NUEVA, SINO SOLO ES LA 
INTERFRET ACJCN CCRRECT A CE 
LA LEY 

1960 P.A.AA QUE EXISTA SALA ()RECTO 
RETROACTIVlll'O SE REQUIERE T~ OVIL 
OUE EXlSTA O::NFLIC'l'O ENTRE UNAUIMIQA.O 
LA. LEY APUC'BLE Y LA ONCOVOTOS 
APUCAll' 

1967 lOS TRIBUNALES NO TIENEN LA SALA ()jRECTO 
08LIOAOóN CE .4Pl..1CAR .seGuNOt. 
JURISPR\JCENCIA EN OESJOO. Ul'W-llMln.t..0 
ULTRACTIVAMENTE OJATRO 

VOTOS 
1966 LA NORMA POSTERIOR NO SALA REVISlÓN 

PUEI:E EJERCE EFECTOS s;EGUtjQI, AOJ.11NISTRA 
RETROACTIVOS SCBRE UNAN.t'lllll'O TIVA 
SffUACIONES JURIDICAS ONCOVOTOS 
ESTABl.mOAS ANTES ce ESA 
VlGENOA 

196a LA RETROACTIVJOAO EXISTE PlENO REVIS1ÓN 
0JAN00 Lit<" LEY PRETENCE ADMINISTRA 
REGIR 5'T\JAC10NES 00JRRl°'5 TlVA 
ANTES re SU VIGENOA 



19'38 l-' OORTE HAOS SUYAS lAS OORECHOS Pt.fNO REVIS<ÓN 
TEORIAS OE P.ErnOACTIVIOAD AIXlUiRIOOS, 

EXPECTATI 
VAS CE 
t:ERB:Hl, 
SITUACIONES 
GENEl't'LES 
OEOO'EOiO 
y 
SITUAOONES 
CCNotE'fAS 
o 
SITUACIONES 
4SSTR.4.CTAS 
y 
CONCRETAS 

1970 LAS LE\'"""5 FISCACES PUEtel P\.ENO REVISIÓN 
RETROTIV\ERSE POR SER OE UNANJMI~ ACMIN!STRA 
INTE!l€S PUBUCO 17\'0TOS TIVA 

ms a 1'1.eJO CCNOCE re .. PLeJO R:'/lSIÓN 
Rf¡TRQACTIVIO.D 0JAN00 ESTE MAYORíA f4 
VICIO OfRIVA OE l-' PROPIA LEY VOTOS 
Y NO CE SU APUCACIOO 

TC~OLW< ES UN ERROR~ OUE CA SAL-' Rc""VIS!ÓN 
CIRQJNSTANCIA OEQUEUNA SEGUNDA ADMINISTRA 
LEY OBRE SOBRE E!. PASAOO NO UNANIMIO<D TIVA 
ES CCNTRARIO AL ART f4 O:NST CINCO VOTOS 
SI NO EXISTE UNA LEY ANTI:N10R 
A AOUB.l.A, Al AMPARO CE LA 
CUAL HAYAN SUROOO 
CEHECHOS 



SÉPTIMA É20CA 1969-1987 

AAo TESIS Sl.JSTENTACI'. OOCTRINA RESl.JEl.TA RESOLtJCJON 
RE.'ERl!l'. POR EN 
EXPIJCITA 

1970 LAS lE'rc.$ FISCALES SON DE lNTORts P\.E>.'<J REVISIÓN 
INTERés PUBLICO, POR LO A..'5l1CO UNANIM!CAO 
TANTO SE PERMITE~ CE17VOTOS 
RE!ROACTIVICo<O 

1911 LA APLIC'-OON CE Ul<A SEOUN~ REVISION 
QISPOSiOÓN EN FORMA SALA ..&.DMIWSTRA 
RETROACTIVA SE HACE U~lM1040 TIVA 
EXCLUSIVA MENTE EN LOS 
CASOS CUELA LEY MIS'.lA LO 
CSTASl.Ece 

1912 LA TEOR(A CE LOS OEREOiOS OONNECASE, SEGUNCI'. REVISIÓN 
AOOUIRIOOS Y EXPECTATIV"'S CE ROLBIER 5'LA CJNOJ AOMIN1STAA 
~.HA S!OO ACCG104 EN 
fffiMINOSOatE:RALES PCR LA. 

VOTOS TIVA 

JURISPRUCENCIA MEXICAIV-. 
PffiO SE <XlNSJCERA LA TEOR!A 
CE BONNEC.ASE OOMO lA 
MEJOR 
PC'I EXCE!'CJÓH CESE 
APUCA.RSE U! LEY AUN C€SPU~ 
CX: H,1.as¡ 5100 ABROGA°"' A 
FIN CE FFISSCRVAR LOS 
C'EREOiOS O SITUAOCNES 
JURIDICAS FA\'OR.AB!.ES A LOS 
1NT~-S.i$.~S 

1971 POR~ SOL10TUO ce MERUN P\.ENO REVISIÓN 
OONCES1óN NO SE AOOUIERE UNANIMlClO ADMINISTRA T 
CERE010 ALGUNO PARA 17\'0TOS IVA 
El'l'l.OTARl.O, ESTO ES UNA 
Sl\IPl..E EXPECTATIVA CE 
CEJ'!ECHO 

1911 a CRITERIO ce ESTA SALA SCNNEO<SE SAi.A DIRECTO 
GEJ.IEfW.MENTEHAATENDOO A T!iRCER' OVIL 
LA TEORIA QUE t:CNTEMPLA A ONCOVOTOS 
LOS INTERESES CE LAS 
PERSONAS COMO DERECHOS 
O.EAOOSY COMO MORAS 
EXPECTATIVAS. CUANDO UNA 
LEY ACTúA EN CETRIMENTO ce 
UH DERE0<0 SUSSTANCIAL O 
PP.OC!:S'l PLENAMENTE 
CCflSTITUIOO 

107."5 El. Pl..ENO CE LA SCJN ES P\.E!lO REVISlÓN 
OOMPETEJiTE PARA car ¿oc.s:t MAYCRIAOE 
OE RETROACTIVlc.<D DE LA LEY. 14VOTOS 
SI APARECE COMO OONCE?TO 
oe VIOLACIÓN. QUE ESTE v:ao 
CERIVA. CE LA PRCPtA LEY 

1m a PRt.\ICIPIO CE ~AYORIA DIRECTO 
IRRETROACTIVIQ.1,0 r:e:BE :xR TRES VOTOS PENAL 
ENl'ENOOO COMO UNA 
lMPOSIStLIClo'D..iURIOICA CE 
,A.Pl!c.AR LA LEY NUEVA QIJE 
PERJUOIOOE LOS INTEilaEl 
LeCl(Tll,IOS CE UN,\ PERSONA 

•m a TRASP.4.90 CE: UN SISTEMA l'lENO 13 RE'llSÓN 
JIJR(DICX> A OTRO NUEVo NO ES VOTOS 
11.E()AL NI RETROACTIVO, SI CON 
El MISMO NO SE HAN 
PERTURBlOO CERE010S o 
INTSRESESCEP~ 

1978 .<P!.ICAOON INMEI:IATA CE V. ROUSIER sal\)N!)t. DIRECTO 
LEY &IL4ClNCO .A.Ct.ll!NISTRA 

varas Tl'/A 



1980 PARA aue PUE™ CEClRSE QUE PLENO REVISióN 
SE°" EFECTO RETROACTIVO A UNA~llMIC,t.O 
Uli< LEY, SE NECESITA QUE SE CE 16VOTOS 
LESIONEN CERECHOS 
AOQUIRIOOS, QUE CElléN 
PROGAASE SU E<JSTENCIA 

191l1 SI B.. ceREOiO AOOUIRIOO SE PLEN021 REVISlóN 
PUECE CEFlNIR COMO a ACTO VOTOS 
REALlZA.00 QUE INTROCIJCE UN 
BIEN; ESE CEREo-+o NO PUEI::e 
AFECTARSE NI POR VOl.UN.TAD 
NI POR DISPOSIClóN LEGAL;, 
POR B.. OJNTRAR!O; tA 
EXPECTATIVA CE CERE010 ES 
UNA PRETENSIÓN OlJE SE 
REALICE UNA SITUAClóN 
JURIDIC4CONCRETA 

1961 LcS PROCEDIMIENTOS EST AN SAl.AClNCO REVISlóN 
FORMADOS POR O.TOS VOTOS 
SUCESM:>S QUE CEBEN 
REGIRSE POR LAS 
DISPOSIClONES VIGENTES EN LA 
QUE TIENEN VERIAO. TIVO, SIN 
OUE El.LO RE?RESENTE 
"ETROACTIVIC,t.O 

1~ ART. 1' OONST .. PARA OlJE LA PLENO REVISlóN 
LEY SEA FlEmOACTIVA SE MAYORIACE 
REOOIERE QUE OBRE SOSRE a 1JVOTOS 
PASAOO Y LESIONE CEREOiOS 
AOOIJlRIOOS BAJO El. IMPERIO 
CE: UNA LEY ANTERIOR 

·~ a P'.ENO HACE SUYA LA TESIS PLENO REVISlóN 
CE LA SEGUNC,t. SALA, EN a MAYORIACE 
SENT100 CE QUE SI e·e~ LAS 13VOTOS 
LEYES F10CALES, POR SER CE 
INTEREs PUBLICO PUECEN 
RETROTAERSE (TESIS 
SOSTElllC,t. EN Q'JINTA ~ 



OCTAVA ÉPOCA 

>Ao TESlS SUSTENT AOI\ CCCTRtNA RESUELTA RESOLUCIÓN 
AEFER!OA POR EN 
EXPLICITA 

1988 LOS RECARGOS FlSCALES PLENO AOMINISTAA 
TIENEN EL CAAAcTER TIVA 
IM:EMN\ZATCRIA PARA a 
ERARIO POR LA FALTA 
OPORTUNA CE1.. PAOO CE LOS 
AOOJOOS '( SE ENOJENTRAN EN 
RE!.ACION DIRECTA CON El. 
:NQJMPllMIENTO OO. CAUS<NTE 
POR LO TANTO LA LE'f Ql!E SE. 
APLICA CON i\NTERIORl~O .a. 
ESTE ¡.,eo;o NO VIOLA LAS 
GARANT[AS DE 
IRREfROACTIVIOl\0, POROUE SlN 
RETROTRAER SUS EFECTOS A LA 
FECHA ca FlNCAMIENTO OEl. 
CF LOS FtEOULA A PARTIR CE SU 
VIGENCIA 

1989 SE PERMITE LA APLICACJÓN PRIMER DIRECTO 
RETROACTIVA CE LA LEY TRIBlJNAL PENAL 
CUANDO BENEFICIA AL REO 00LEG1AOO 

UNANIMIQl.0 
CE VOTOS 

1990 <.AS LEYES PROCESALES SEOUNOO REVISIÓN 
PUEI:el APLICARSE HACJA B. TRl8UNAL 
PASAOO SIN QUE ElLO F?ESlH. TE COlEGIAOO 
'./IOl.ATORIO CE LA. GARANTÍA UN.4NIMIDAO 
ESTABLECIDA~ a PRIMER cevoros 
PAARAFQ CE. ARTICULO 1"' 
CCNSTITUCJONAL. SALVO OOE 
SE AFECTEN OERECHCS 
AOQUIRIOOS ~ EL 
PROCEOIM1ENTO. 

1991 NAOIE AOOUIERE EL OEREO-O PLENO 
CEN TRIBUTAR EN 
CETERMtNA[ll..S CONOIOCNES 
GENERALES PARA SIEMPRE 
SlNO CUE O.DI\ EJERCJCIO 
FISCAL SE R!GE POR L'.S 
OISPOS!CICHES VIGENri:-5 EN B. 
•!lo cue OORRESPONOI\ 

1991 LA LEY CEl. LMPUC..:,10 Al. ACTIVO PLENO 
CE LAS EMPRE&.S NO 08RA 
HACIA EL PASAOO AFECTANOO 
CEREC>iOS 

1991 NACIEAtxlUIERE El.~ PLENO REVISlóN 
ce TRJBlJTAR EN cerE.qMINAC<.S UNANIM!CA.0 ADMINISTRA 
COllOICJONES GENERALES ce ce 17VOTOS TIVA 
TRIBUTAOON PARA B. F\JTURO. 
SE c::eEE TRiBlJTAR CON BASE 
NUEVAOOMPl.ETAMENTE. LO 
OUE NO AFECTA SITUACIONES 
JURIOICAS NACJOAS e>.JO l.A 
VIGENCIA ce UNA LEY ANTERIOR 

1991 L.AS LEYES CE PROCEOIM!ENTO PRIMER DIRECTO 
NO PUECEN PROOIJCIR EFECTOS TRIBlJNAL 
RETROACTIVOS, Ol\00 OUE LOS OOLEGIJ.00 
ACTOSceESA NAT\JRALEZASE 00.~CJMO 
RIGEN POR LAS OISf'OSlCONES SEXTO 
VIGENTES EN LA S>ocA oue ORO.JITO, 
T\NIERON VERIRCA TIVO UNAN.lM106.0 

ce VOTOS 



1990 POR RECV. GENER.<L ES NORMA SEOUNOO D<RECTO 
LA IRRETROACTMCY.O DE LAS TRIBUNAL 
LEYES PROCeS.l<LES Y POR LO COLEGIAOO 
MISMO IN>J'l.JCABLE /4. CEl. DECIMO 
SITUACIONESCA!;ACAS CON QUINTO 
NireRlORICY.0 A SU VIGENOA ClRO./tTO 

UW.NIMICAO 
CE\'OTOS 

1992 TRA T ANCCSE SE SEOUNOO 
PROC8'.JIMIE!ffOS POR ESTAR TRIBUNAL 
tsTOR BIEN CONSTITUIOOS POR COLEGIAOO 
ACTOS ax:ESIVOS SE RIGEN CE QUINTO 
POR PSPQSlCIOl'IES VIGENTES CIRCUITO 
EN V. S'oCA QUE TIENEN 
VERIFlCA TIVO, POR LO TANTO NO 
~EFECTOS 
RETROACTIVOS LAS LEYES oe 
PROCe:IMIENTO 

1992 OOl'fORME AL AAT. 14 SEGUNDO 
c:oNST LOS SENEF1Cl05 OUE SE TRIBUNAL 
EST,,.BLECEN EN UNA LEY CESEN COtEGIAOO 
APLICARSE AUN E!I FORMA CEl.c:.!OMO 
R..."TROACTIVA 51N EMBAAGO SC:GUNOO 
TRA TANOOSE EN O<SPOSIClONES CIRCUITO 
FROCES't.ES NO P\JEC€ EXISTIR 
RETROACTMCAO 



CRITER!O SUSTENTADO l'OR EL TRIBUNAL FISCAL DE lA FEDERACIÓN 

Al10 TESIS SUSTENT A04 OOCTRINA RESUaTA RESOLUCIÓN 
RE!'ERIO,O. pOR EN 
EXPLICITA 

1959 SlENDO PRINCIPIO ce CG<ECHO a SALA JUICIO 
OUE LAS LEYES SE CREAll PARA SLPERIOR ATRAYENTE 
REGIR SlTUACIONES FUTUR.4S, LA 
APl.ICACION RETROACTIVA ce UNA 
O<Sl'OSlOóN sE HACE 
EXClUSlVAMENTE EN LOS CASOS 
OUE LA LEY LO ESTABlECE Sl LA 
LEY NO AUTORIZA A APL1CAR 
RETROACTIVAMENTE LE !.El' EN 
BENEFICIO ce UNA PERSONA , NO 
LO PUEI:E HACSR 81 VIRTUD ceL 
PRINCIPIO ce LEGAL1Q6.0 

·~ SE AUiORIZA LA APLICACIÓN SALA RE\'IS1ÓN 
RETROACTIVA CE CEOJCOCNES St.JPER!OR 

·~ L.A IRRETROACTIVll:l'O 00 LAS SALA REVJSlON 
LEYES NO ES UN PRINCIPIO SUPERIOR 
ABSOLUTO 

1987 t..'O SE ADMITE lA APl.ICAClÓ~~ SALA REVISIÓN 
RETROACTIVA CEl. CF.F. CON SLPERIOR 
MOTIVO D;LASVISITAS UNANlMIO".D 
OOMICILIARIAS 006.VOTOS 

1990 EXISTE RETROACTIVID"O ce LAS SALA JUICIO 
LEYES FISCALES SI SE AFUCA LA SLPERIOR ATRAYENTE 
LEY A. EST!MULOS FlOCALES O UNANlMlCAO 
SENEFlOOS CEOOlO 

VOTOS 
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A Jo largo de todas las épocas las teorías a las que se han apegado la 

Corte y el Tribunal Fiscal han sido las de los derechos adquiridos, en la 

doctrina que postula que no existe retroactividad en las leyes adjetivas, 

interpretación del artículo 14 constitucional como garantía de seguridad 

jurídica, la teoría de Julicn Bonnccasc y la Teoría del Interés público. 

Las teorías que más han sido citadas se contraponen, por un lado la de 

los Derechos Adquiridos que ha estado presente en todas las épocas de 

la Corte y con especial énfasis en la quinta época; por otro lado la teoría 

del interés público que ha sido sostenida principalmente por el Tribunal 

Fiscal.· De Jo anterior se puede concluir que el Tribunal Fiscal ha 

ejercido una función fiscalista mientras que la Corte ha sentenciado a 

favor del contribuyente. 

194 

Se. puede observar también que los problemas que menos han 

preocupado a la Corte y al Tribunal Fiscal son si la jurisprudencia puede 

aplicarse retroactivamente, la definición de la retroactividad y la 

competencia para conocer de la retroactividad cuando se trata de la ley 

misma y no se su aplicación. 

En la primera época que oscila entre los nños de 1917 a 1757, se 

advierte una notoria iníluencia de la doctrina de los Derechos 

Adquiridos. En los años cuarentas abundan los Amparos interpuestos 

por compañías petroleras las cuales les afectaba la expropiación 

petrolera, está es la primera oportunidad que se tiene para aplicar en 

materia administrativa la doctrina privatista de los derechos adquiridos. 



También se ve una notoria influencia de la manifestación de que las 

leyes adjetivas no producen efectos retroactivos, ya que su principal 

objetivo es la forma y no el fondo. Al lado de esta postura surgen las 

tesis jurisprudencia/es que no aceptan la retroactividad de las leyes de 

procedimiento cuando vulneran derechos adquiridos. 

Se expresa por primera vez en está época la interpretación del artículo 

14 constitucional como garantía individual en su primera parte. 

Así mismo se tiene un incipiente efecto de la.; teorías de Paul Roubier, 

de Julien Bonncease, de la irretroactividad de la ley como protección a 

la capacidad contributiva, de la inexistencia de una teoría general para 

resolver el problema de la retroactividad, de la interpretación del 14 

constitucional con fundamento en los derechos adquiridos. 

Está época es muy importante para el desenvolvimiento de los criterios 

que van a ser sustentados en épocas venideras, porque va a representar 

el cimiento de éstos, es decir, para los ministros de la sexta, séptima y 

octava épocas su labor consistirá en revisar los primeros criterios 

sustentados en ésta época; por lo que los primeros ministros realmente 

les toco realizar la tarea de investigar las doctrinas imperantes sobre la 

retroactividad, para luego ser aplicadas en la práctica jurídica por éstos. 

En donde se va a observar un cambio de posición doctrinal va a ser en el 

Tribunal Fiscal de Ja Federación, porque éste se va a acoger a la 

Doctrina del Derecho Público. 
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CONCLUSIONES 

Del de5arrollo de este trabajo se puede concluir: 

Los estudiosos de este tópico se han de preguntar, el porqué iniciar un 

trabajo intelectual sobre la retroactividad de las leyes, con el estudio del 

procedimiento legislativo consagrado en el derecho constitucional 

mexicano vigente. 

A lo largo de Ja investigación en nuestra lectura se ha percatado, que los 

trabajos realizados por críticos y estudiosos del derecho, no es común 

encontrar una explicación de la formación de las leyes, sino que se obvia 

este punto y se entra de lleno al estudio de la vigencia de la ley. 

Por el contrario nuestro trabajo inicia manejando Jos conceptos de 

derecho vigente en su expresión de derecho legislado. Y se ha querido 

estudiar de una manera consciente y no accidental ni incidental, las 

etapas del procedimiento legislativo y la función que cada una de ellas 

tiene, ya que por virtud de éstas la ley adquiere su autoridad formal. 

Principio que nos sirve como criterio para resolver y no confundir el 

comienzo y fin de la vigencia de una ley. 

Del capítulo primero es importante resaltar el procedimiento legislativo, 

por virtud del cual se Je da la autoridad formal a l<. ley, es decir, que la 

autoridad formal de la ley se concreta al acto legislativo realizado por el 
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Poder Legislativo dentro de su competencia, dicho acto debe de cumplir 

con las formalidades establecidas para su formulación, para que la ley 

pueda adquirir validez. 

Al estudiar dicho procedimiento se observo que generalmente se 

confunden los tres últimos actos; sanción, promulgación y publicación. 

Por nuestra parte si se mira al objetivo de cada acto no existe duda o 

lugar a confusión. La sanción es el acto por el cual el Presidente de la 

República autoriza el proyecto de ley por su contenido mismo. La 

promulgación es la certificación que hace el mismo presidente pero 

respecto a los requisitos de forma constitucionales en la creación de la 

ley. Este acto se materializa a través de un decreto promulgador. La 

publicación es el acto por el cual se le da inicio a la vigencia de una ley. 

Del capitulo segundo lo importante a destacar son diversas cuestiones: 

En primer lugar Jos momentos de iniciación y de cese de la vigencia de 

la ley. El sistema que se ha optado en aplicar en la práctica es el 

simultáneo, ya que cumple mejor con la garantía de igualdad jurídica y 

certidÚmbre. El cese formal de la ley no ofrece mayor problema, pues 

por su misma naturaleza queda bien establecido el fin de la ley; es en el 

cese material, sin embargo donde surge el problema de la retroactividad. 

Después de situar los momentos de iniciación y terminación de la 

vigencia de la ley, se observa en segundo lugar el efecto que produce la 

iniciación de la vigencia normativa. De esto se concluye que los efectos 

de una ley son inmediatos y mediatos, es decir, una ley tiene efectos 
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inmediatos cuando su aplicación no depende de otro acto de autoridad, 

sino que estos se materializan con el simple hecho de la publicación de 

la ley en el Diario Oficial y que en esa misma fecha se indique el 

momento de la vigencia de la ley. Por el contrario para que una ley 

pueda producir sus efectos se requiere que se matcria/izen mediante un 

acto posterior a la entrada en vigor de la misma. 

Estos efectos serían los efectos normales de Ja ¡1plicación de la ley, sin 

embargo se puede dar el caso de una aplicación retroactiva o 11/traacti1'a 

de la misma; así tenemos en tercer lugar el estudio de la aplicación 

fáctica de la retroactividad de las leyes, que es revivir el pasado con una 

fuerza normativa actual. 

En un cuarto Jugar se estudia e! concepto de Ja retroactividad desde un 

punto de vista abstracto. 

En un quinto lugar después de haber estudiado la posibilidad fiíctica de 

la retroactividad, se ha tomado de la dogmática jurídica los juicios de 

valor que sustentan al principio de la irretroactividad. A la conclusión 

que se puede llegar en este punto, es que el fundamento de Ja 

irretroaetividad no puede sostenerse en una sola tesis, sino que debe 

encontrarse la misma ciencia jurídica, es decir, para nosotros es más 

aceptable hablar de una seguridad jurídica del gobernado, como un 

principio de legalidad del sistema jurídico. Lo que Kclsen o Hart 

Uamarían justicia como legalidad. 
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Del tercer capítulo se desprende que el pensamiento liberal fue el que 

dio origen al postulado de los derechos adquiridos como protector de la 

libertad contractual. 

Se ha advertido que no existe un concepto uniforme del derecho 

adquirido y esto mismo da lugar a confusiones. 

De una p1imera definición se puede expresar que son los derechos 

privados que. integran el patrimonio de un individuo. Una segunda 

definición nos indica que los derechos adquiridos son los realizados 

mediante actos de Ja voluntad humana. Una tercera definición entiende 

al derecho adquirido como el derecho perfecto, lo que significa que el 

acto idóneo haya quedado completamente integrado de acuerdo con la 

ley vigente. Una cuarta noción nos da la idea que el derecho adquirido 

se presenta bajo la forma de un derecho positivo, es decir de una 

facultad legal plenamente ejercida. En una quinta noción se asimila las 

situaciones jurídicas subjetivas con los derechos adquiridos. 

Como se puede observar no hay un criterio que nos de la pauta para 

poder señalar o indicar qué es un derecho adquirido. Lo que si se puede 

inferir, es que esta doctrina es obsoleta porque se limitó al campo de los 

derechos privados, por lo que no se puede construir una teoría general 

de la irretroactividad de la ley. 

Dicho postulado se encuentra rebasado por la realidad jurídica de los 

sistemas contemporáneos y para lo único que nos podría auxiliar sería 

señalarlo como marco histórico o de referencia. 
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L'l teoría de Bonnecase tomó como marco de referencia la doctrina 

clásica de la irretroactividad de la ley, es decir distinguir por una parte 

los derechos adquiridos y por otra las simples expectativas; esto con el 

fin de desarrollar su propio criterio, es así que llega a sustituir la 

expresión de derecho adquirido por la de situación jurídica concreta y la 

de simple expectativa por situación jurídica abstracta. 

Señala que la situación jurídica abstracta es el supuesto o hipótesis 

jurídica contenida en la norma y la situación jurídica concreta es una 

realidad positiva. 

Este criterio lo único que nos aporta es un cambio en las definiciones, 

por lo que no nos satisface. 

L'l Teoría de los Derechos consumados o cumplidos sustentada por 

Marce! y Planiol se formula en torno a la siguiente regla, Tempus regit 

uctum, esto significa que los actos o hechos jurídicos deben 

exclusivamente regirse por la ley en la cual se originaron, o en otras 

palabras, "el pasado debe regirse por las leyes antiguas''. 

Está teoría establece excepciones al principio de irretroactividad, 

cuando se trata de leyes interpretativas, de leyes penales que favorecen 

al inculpado y cuando el legislador lo establece. 
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Para nosotros esta fórmula desarrolla por Planiol y Ripert nos ofrece un 

panorama más amplio, porque no se concreta al derecho privado, lo que 

nos permite avanzar. 

Por su parte· Francesco Ferrara asevera que el prmc1p10 de la 

irretroactividad de la ley es un postulado general en la ciencia jurídica, 

en cuanto domina en el derecho privado y público, sin embargo éste no 

es un límite legislativo, ya que el legislador no está vinculado con este 

principio, y esto tan poco significa que cuando dicte leyes retroactivas 

destruyan el pasado, considerando como no hecho lo que se realizo. 

Acepta la retroactividad de las leyes mientras que esta sea una medida 

de la política legislativa. 

El citado autor se apoya de la fórmula de Planiol y Ripert, por lo que 

nuestro comentario al respecto es el mismo. 

A nuestra consideración la doctrina más aceptable por objetiva, es la 

desarrollada por Roubier. Esta no parte de un concepto de derecho 

adquirido, inicia en cambio de un criterio objetivo que analiza los 

efectos de la propia ley. 

Esta doctrina establece claramente la distinción entre el efecto 

inmediato y el efecto retroactivo de la ley. Así mismo distingue los Jacta 

praeterita y Jacta pendentia. 

También seilala otro elemento importante que se conoce como la 

u/traactil>idad de la ley, es decir, el principio de supervivencia de la ley 
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antigua y se aplica principalmente a a los actos jurídicos. En materia de 

contratos se excluye el efecto inmediato y retroactivo de la ley. 

A la conclusión que nos permite llegar esta teoría, es que la 

retroactividad de la ley esta directamente vinculada con los hechos 

consumados y el efecto inmediato está relacionado con los hechos 

pendientes. 

También abre la posibilidad de procurar o preservar los actos emanados 

de la voluntad humana, otorgándole una vigencia material a la ley, es 

decir, que no se le de efecto retroactivo ni inmediato a la ley cuando se 

trate de contratos. 

Hecha la distinción entre los efectos inmediatos y retroactivos de la ley, 

nos señala en que clase de leyes se permiten estos. Esto nos sirve para 

señalar la distinción entre leyes de carácter privado y de carácter 

público. 

Esta teoría nos da una visión mucho más amplia, porque toca diversos 

puntos, que en las doctrinas citadas anteriormente contemplan 

únicamente un punto. Es por esto que se considera que dicha propuesta 

es la más aceptable. 

La propuesta de Nicolás Coviello señala que la ley nueva no debe ser 

aplicable a los hechos pasados ni a las consecuencias de los hechos 

pasados. 
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Esta propuesta tiene la ventaja de ser fácilmente aplicable en la realidad 

judicial, ya que el juez siguiendo este postulado se ve obligado a no 

aplicar la ley a hechos pasados y a sus consecuencias. 

Frente a estas teorías encontramos la doctrina del Derecho Público, o 

también llamada de interés público u de orden público. 

Lo importante destacar de esta postura es que sus autores consideran a 

las normas de orden público en un nivel superior ll las de orden privado, 

es decir, que se sitúan sobre las normas de orden privado, por lo tanto, 

debe prevalecer el principio de aplicación inmediata y retroactiva de la 

ley. 
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De las propuestas anteriormente citadas se infiere que una sola teoría 

no ha podido resolver satisfactoriamente el problema de la aplicación 

retroactiva de la ley, ya que siempre lleva implícito un problema de 

intereses el cual no se pueden poner de acuerdo, pues dichas teorías no 

tienen una visión global que unifique criterios entre los interés del 

gobernado y del gohierno. 

Alejado de estas consideracione.~ basadas en juicios de valor hemos 

citado a Kelsen. 

Lo importante de r!estacar de Kelsen es que acepta la posíbilídadfúctica 

de que se aplique la ley retroactivamente y que siempre se ha discutido 

los juicios de valor realizados por los dogmáticos. 



En el planteamiento de Kelsen se observa la distinción que hace entre la 

validez y la eficacia de la representación de la norma. Esta última 

significa la interpretación que hace un individuo de la norma establecida 

y que la asimila positivamente, es decir, que su conducta la realiza 

conforme a lo preceptuado en la norma. 

Lo que se puede concluir de este planteamiento es que antes de realizar 

una conducta, el individuo debe llevar a cabo un ejercicio intelectual, en 

el cual asimile lo que la ley prescribe. Por lo tanto esta representación 

de la eficacia de la norma siempre va mirar hacia el futuro. 

De la presentación del capitulo cuarto se infiere que el artículo catorce 

constitucional vigente, se consagra como un derecho fundamental 

protector de los gobernados, que se sustenta en la seguridad jurídica 

que puede ofrecer un sistema de derecho. 

Es por lo tanto que no se impone el principio de la retroactividad de la 

ley en forma absoluta, sino que se representa en manera relativa. Es 

decir, el principio de retroactividad se traduce en una garantía 

individual, expresada en la seguridad jurídica. 

Esta seguridad jurídica comprende la legalidad de los actos emanados 

por el Estado en su investidura de autoridad. 

El alcance de este principio constitucional es amplio ya que se dirige 

tanto al legislador como a las autoridades que aplican la ley. 
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También se puede concluir que este principio en sus orígenes se postuló 

dentro de la corriente del Derecho Penal, actualmente recobra otro 

sentido, es decir, que se hace extensivo a todas las ramas del derecho. 

El Cógigo Fiscal de la Federación admite la retroactividad de las leyes 

de procedimientos, así como también se advierte que dicho código tiene 

una aplicación inmediata. 

Se sostiene que la tesis de los derechos adquiridos no es aplicable en 

materia tributaria. Aunque pudiera confundirse los derechos adquiridos 

con las exenciones tJibutarias. 

La tesis puede sustentarse en materia tributaria es la de Paul Robier, 

porque establece el principio que la ley nueva no debe afectar los 

hechos realizados antes de su vigencia. 

El principio de la irretroactividad en materia tributaria se encuentra 

basado en la capacidad contributiva y en la seguridad jurídica del 

contribuyente. 

En el último apartado de este capítulo que se refiere al criterio 

jurisprndencial. 

Se observa que a lo largo de las distintas épocas las teorías a las que se 

han apegado la Corte y el Tribunal Fiscal han sido las de los derechos 

adquiridos, la doctrina que postula que no existe retroactividad en las 

leyes adjetivas, la interpretación del artículo 14 constitucional como 
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garantía de seguridad jurídica, la teoría de Julien Bonnecase y la teoría 

del Interés público. 

L'!S teorías que más han sido citadas se contraponen, debido a que la 

teoría de los Derechos Adquiridos ha estado presente en todas las 

épocas de la Corte y con especial énfasis en la quinta época y por otro 

lado la teoría del interés público que ha sido sostenida principalmente 

por el '.fribunal Fiscal. 

De lo anterior se puede concluir que el Tribunal Fiscal ha ejercido una 

función fiscalista mientras que la Corte ha sentenciado a favor del 

contribuyente. 

De lo expuesto se obseiva que las doctrinas que siguen influyendo en la 

interpretación de las leyes son las del siglo pasado, imbuidas en el 

individualismo, y que no ha habido una doctrina que las sustituya o 

mejore. 

En materia fiscal se debe reforzar la doctrina que postula la capacidad 

contributiva, auxiliándose del principio de seguridad jurídica. 

L'ls últimas consideraciones de la presente tesis se dedican a invitar a los 

administradores de la justicia hacer una reflexión más profunda y que 

ofrezca un aporte a la ciencia jurídica. 

Porque en nuestro estudio de la doctrina, se observó que la doctrina 

más carente de un juicio objetivo, fue la teoría de los derechos 
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\' 
' . 

adquiridos y sin embargo, del rastreo judicial elaborado en la presente 

tesis, se advierte que ha sido la doctrina que mayormente ha tenido 

influencia en el criterio jun:vmtdencia/. 

Nosotros no negamos la posibilidad de que se aplique una ley 

retroactiva y hemos prcferidc apegamos a la teoría de la 

irretroactividad relativa, basada en los derechos fundamentales. 
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